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GACETA   DEL   CONGRESO

I S S N  0 1 2 3  -  9 0 6 6

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CAMARA
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 203 

DE 2008 CAMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquense los numerales 3 y 4 del 
artículo 2°, del Decreto 2090 de 2003, los cuales que-
darán así:

3. Trabajos con exposición a radiaciones ionizantes 
de forma permanente, por encima de las dosis máxi-
mas admisibles o por encima de las dosis total acumu-
lada, o por encima de las concentraciones máximas 
permisibles o valores límites permisibles.

4. Trabajos con exposición a sustancias compro-
badamente cancerígenas de forma permanente, por 
encima de los dosis máxima admisible o de la dosis 
total acumulada, o por encima de las concentraciones 
máximas permisibles o valores límites permisibles, 
establecidos por la autoridad competente.

Artículo 2°. Para efectos del 
artículo 2° del Decreto 2090 de 2003, se entenderá por 
dosis la cantidad de una sustancia a la que se expone 
un trabajador durante un período de tiempo. En gene-
ral, cuanto mayor es la dosis, mayor es la probabilidad 
de un efecto.

Artículo 3°. -
 Para efectos del artículo 2° del Decreto 2090 de 

2003, se entenderá que la exposición a radiaciones 
ionizantes se presentará únicamente cuando se iguale 
o supere los niveles establecidos por la Comisión In-
ternacional de Protección Radiológica (ICRP) como 
dosis límites individuales, los cuales se adopta como 
valores límites permisibles.

Artículo 4°. -
 Para efectos de las actividades 

de que trata el artículo 2° del Decreto 2090 de 2003, 
se entenderá como exposición a sustancias comproba-

damente cancerígenas cuando los agentes establecidas 
en el Grupo 1 “Carcinógenos para Humanos” de la 

-
ren los valores límites permisibles. 

Artículo 5°. -
-

pacional y las medidas de control necesarias, las em-
presas en donde se use o manipule Sustancias Carci-
nógenos o Radiaciones Ionizantes deberán desarrollar 

que incluya entre otros aspectos: Evaluaciones cuan-

las concentraciones de contaminantes mediante mues-
treos o mediciones representativas en los sitios de tra-

exámenes Periódicos Ocupacionales.
Artículo 6°. . La presente ley rige a partir 

del momento de su expedición y deroga todas las dis-
posiciones que le sean contrarias.

Ponente.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 17 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 17 de junio de 2009, 

Proyecto de ley número 203 
de 2008 Cámara, -

de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 188 de junio 17 de 2009, previo su anun-
cio el día 16 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 187.

El Secretario General,
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 209 

DE 2008 CAMARA, 059 DE 2007 SENADO

El Congreso de Colombia 
DECRETA:

Artículo 1°. . La presente ley tiene por ob-
jeto fortalecer y garantizar el desarrollo integral de la 
familia, como núcleo fundamental de la sociedad, así 
mismo, establecer las disposiciones necesarias para la 
elaboración de una Política Pública para la familia.

Artículo 2. Para los efectos de esta 
ley, se entenderá por:

Familia. Es el núcleo fundamental de la sociedad. 
Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la 
decisión libre de un hombre y una mujer de contraer 
matrimonio o por la voluntad responsable de confor-
marla.

Asistencia Social.
y mejorar las circunstancias de carácter social que im-
piden a la familia su desarrollo integral, así como su 
protección cuando se atente contra su estabilidad hasta 
lograr su incorporación a una vida plena y productiva.

Integración Social. Conjunto de acciones que rea-
liza el Estado a través de sus organismos, los Entes 

orientar, promover y fortalecer las familias, así como 
dirigir atenciones especiales a aquellas en condiciones 
de vulnerabilidad.

Atención Integral. Satisfacción de las necesidades 
físicas, materiales, biológicas, emocionales, sociales, 
laborales, culturales, recreativas, productivas y espi-
rituales de las familias, permitiéndoles su desarrollo 
armónico.

Política Familiar. Lineamientos dirigidos a todas 

que permitan su fortalecimiento.
Artículo 3°. . En la aplicación de la pre-

sente ley se tendrán en cuenta los siguientes princi-
pios:

Enfoque de Derechos. Dirigido hacia el fortaleci-
miento y reconocimiento del individuo y de su familia 
como una unidad.

Equidad. Igualdad de oportunidades para los 
miembros de la familia sin ningún tipo de discrimi-
nación.

Solidaridad. Construcción de una cultura basada 
en la ayuda mutua que debe existir en las personas que 
integran la familia. 

Descentralización. El Estado, las entidades terri-
toriales y descentralizadas por servicios desarrolla-
rán las acciones pertinentes dentro del ámbito de sus 
competencias para fortalecer y permitir el desarrollo 
integral de la familia como institución básica de la so-
ciedad, teniendo en cuenta la realidad de sus familias.

Integralidad y Concertación. Desarrollo de in-

los diferentes niveles de la administración pública y 
en los componentes de la política.

Participación. Inserción de las familias en los pro-
cesos de construcción de políticas, planes, programas 
y proyectos de acuerdo a sus vivencias y necesidades.

Corresponsabilidad. La concurrencia y responsa-
bilidad compartida de los sectores público, privado y 

la sociedad para desarrollar acciones que protejan a la 
familia y permitan su desarrollo integral. 

Atención Preferente. Obligación del Estado, la 
sociedad en la implementación de acciones que mi-
nimicen la vulnerabilidad de las familias, dentro del 
contexto del Estado Social de Derecho.

Universalidad. Acciones dirigidas a todas las fa-
milias.

Artículo 4°. . El Estado y la Sociedad 
deben garantizar a la familia el ejercicio pleno de los 
siguientes derechos:

1. Derecho a una vida libre de violencia.
2. Derecho a la participación y representación de 

sus miembros.
3. Derecho a un trabajo digno e ingresos justos.
4. Derecho a la salud plena y a la seguridad social.
5. Derecho a la educación con igualdad de oportu-

nidades, garantizando los derechos a la asequibilidad, 
adaptabilidad, accesibilidad y aceptabilidad, en condi-
ciones de universalidad, equidad, calidad y gratuidad.

6. Derecho a la recreación, cultura y deporte.
7. Derecho a la honra, dignidad e intimidad.
8. Derecho de igualdad. 
9. Derecho a la armonía y unidad.
10. Derecho a recibir protección y asistencia social 

cuando sus derechos sean vulnerados o amenazados. 
11. Derecho a vivir en entornos seguros y dignos.
12. Derecho a decidir libre y responsablemente el 

número de hijos.
-

zamiento de la relación de pareja.
14. Respeto y libertad en la formación de los hijos 

de acuerdo a sus principios y valores.
15. Derecho al respeto recíproco entre los miem-

bros de la familia.
16. Derecho a la protección del patrimonio familiar.
17. Derecho a una alimentación que supla sus ne-

cesidades básicas.
18. Derecho al bienestar físico, mental y emocional.
19. Derecho recibir apoyo del Estado y la Socie-

dad para el cuidado y atención de personas adultas 
mayores.

Artículo 5°. . Son deberes del Estado y la 
Sociedad:

1. Promover el fortalecimiento de la familia como 
núcleo fundamental de la Sociedad, así como la elabo-
ración y puesta en marcha de la Política Nacional de 
Desarrollo Integral de la Familia.

2. Garantizar el ejercicio pleno de los derechos de 
la familia y de sus integrantes.

3. Brindar asistencia social a las familias que 
se encuentren en estado de indefensión o vulnera-
bilidad.

de la relación de pareja y las relaciones de familia.
5. Establecer estrategias de promoción y sensibili-

zación de la importancia de la familia para la sociedad.

para el ejercicio pleno de sus derechos.
7. Establecer programas dirigidos a permitir el de-

sarrollo armónico de la familia.
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8. Establecer acciones y programas que permitan la 
generación de ingresos estables para la familia.

9. Generar políticas de inclusión de las familias al 
Sistema General de Seguridad Social.

10. Las instituciones públicas y privadas que de-
sarrollen programas sociales deberán proporcionar la 
información y asesoría adecuada a las familias sobre 
las garantías, derechos y deberes que se consagran en 
esta ley para lograr el desarrollo integral de la familia.

11. Promover acciones de articulación de la activi-
dad laboral y la familiar.

Artículo 6°. Declára-
se el día 15 de mayo de cada año, como el Día Nacio-
nal de la Familia.

Artículo 7°. . Para el cumplimiento 
de lo establecido en el artículo 6° de esta ley, el Mi-
nisterio de Educación, Ministerio de Comunicaciones, 
Ministerio de Cultura y de la Protección Social coor-
dinarán los actos de celebración que realcen el valor 
de la familia como núcleo fundamental de la sociedad.

Parágrafo. El Gobierno Nacional y sus institucio-
nes públicas, la Sociedad Civil y los entes territoriales 
establecerán acciones, planes y programas tendientes 
a promover una cultura de protección, promoción y 
realce de la institución familiar.

En la celebración del día de la familia se generarán 
acciones que resalten la importancia de la familia y 
la promoción de valores como el respeto, el amor, la 
ayuda mutua, la tolerancia, la honestidad como pilares 
básicos en las relaciones familiares y sociales.

Artículo 8°. Teniendo en 
cuenta la importancia de la familia dentro de la socie-
dad, el Gobierno Nacional establecerá las estrategias 

familias numerosas.
Se considerarán familias numerosas, aquellas fa-

milias que reúnen más de 3 hijos.
Artículo 9°. Créese el 

Observatorio de Política de la Familia que permita co-
nocer la estructura, necesidades, factores de riesgos, 

el seguimiento a las políticas sociales encaminadas a 
su fortalecimiento y protección, así como al redirec-
cionamiento de los recursos y acciones que mejoren 
su condición.

El Observatorio de Familia estará a cargo del De-
partamento Nacional de Planeación y contará con la 
participación de la academia y la sociedad civil.

Las entidades territoriales establecerán un Obser-

Planeación Departamental y Municipal, según sea el 
caso.

Parágrafo Transitorio. El Gobierno Nacional, a 
través del Departamento Nacional de Planeación, dará 
cumplimiento a lo establecido en este artículo en un 
plazo de seis (6) meses a partir de la promulgación de 
la presente ley.

Artículo 10. El Es-
tado a través del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar de conformidad con sus competencias, los 
Entes Territoriales y el Departamento Nacional de Es-

programas y acciones que se desarrollan en el Territo-

redireccionar las mismas.

Artículo 11. 
 Dentro de los propó-

sitos de fortalecimiento de la familia, el Estado y la 
-

terrelación entre los miembros de la familia para tal 
efecto el Gobierno Nacional, en cabeza del Ministerio 
de la Protección Social, elaborará una Política Nacio-
nal de apoyo y fortalecimiento a la Familia teniendo 
en cuenta los siguientes objetivos:

1. Formular una política pública diseccionada al 
fortalecimiento de la familia, reduciendo los factores 
de riesgo.

2. Mejorar las condiciones de vida y entorno de las 
familias.

3. Fortalecer la institución de la familia como nú-
cleo fundamental de la Sociedad.

de los miembros de la familia.
5. Dar asistencia y atención integral a las familias 

en situación especial de riesgo. 
6. Brindar apoyo y asistencia a la transición de la 

maternidad y la paternidad.
7. Fortalecer la relación de pareja hacia la consoli-

dación de la familia.
8. Direccionar programas, acciones y proyectos del 

Estado y la Sociedad de acuerdo a las necesidades, di-
námicas y estructuras de las familias.

Parágrafo. El Gobierno Nacional deberá incluir 
las asignaciones de recursos necesarios, para dar cum-
plimiento a lo dispuesto en la presente ley, en los pro-

-
diano plazo y el Plan Nacional de Desarrollo.

Parágrafo transitorio. El Gobierno Nacional con-
tará con un plazo máximo de un año para el diseño y 
elaboración de la política nacional de apoyo y forta-
lecimiento de la familia de acuerdo a los principios, 
objetivos y líneas de intervención establecidas en la 
presente ley.

Artículo 12. En la elabo-
ración de la Política Nacional de Apoyo a la Familia, 
se tendrán en cuenta las siguientes líneas de interven-
ción:

Artículo 13. . El Estado y sus 
Entes Territoriales ejercerán de acuerdo a sus compe-
tencias la formulación y ejecución de la política pu-
blica de apoyo y fortalecimiento de la familia, para 
lo cual en virtud del principio de coordinación arti-
cularán la Política Nacional con las Políticas de sus 
jurisdicciones.

Artículo 14. . La presente ley rige a partir 
de la fecha de su publicación.

Ponente.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 18 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 17 de junio de 2009, 

Proyecto de ley número 209 de 
2008 Cámara, 059 de 2007 Senado, 
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-

siga su curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 188 de junio 17 de 2009, previo su anun-
cio el día 16 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 187.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 215 DE 2008 CAMARA, 099 

DE 2008 SENADO

-

El Congreso de Colombia 
DECRETA:

Artículo 1°. . Adicionar al Capítulo II (del 

Libro II parte especial, de la Ley 599 de 2000, los ar-
tículos 377A y 377B.

Artículo 2°. Adiciónense a la Ley 599 de 2000, los 
artículos 377A y 377B, de la siguiente manera:

“Artículo 377A. -
-
-

nancie, construya, almacene, comercialice, transporte, 
adquiera o utilice semisumergible o sumergible, incu-
rrirá en prisión de seis (6) a doce (12) años y multa de 
mil (1.000) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Parágrafo. Para la aplicación de la presente ley, se 
entenderá por semisumergible o sumergible, la nave 
susceptible de moverse en el agua con o sin propul-
sión propia, inclusive las plataformas, cuyas caracte-
rísticas permiten la inmersión total o parcial. Se ex-
ceptúan los elementos y herramientas destinados a la 
pesca artesanal.

Artículo 377B. 
Si la nave semisumergible o sumergible es 

utilizada para almacenar, transportar o vender, sustan-
cia estupefaciente, insumos necesarios para su fabri-
cación o es usado como medio para la comisión de 
actos delictivos la pena será de ocho (8) a catorce (14) 
años y multa de setenta mil (70.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

La pena se aumentará de una tercera parte a la mi-
tad cuando la conducta sea realizada por un Servidor 
Público o quien haya sido miembro de la fuerza pú-
blica”.

Artículo 3º. . La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga en lo pertinente las dis-
posiciones que le sean contrarias.

Ponentes.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 18 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 17 de junio de 2009, fue 

-
Proyecto de ley número 215 de 2008 

Cámara, 099 de 2008 Senado, 

-

de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con 
lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 188 de junio 17 de 2009, previo su anun-
cio el día 16 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 187.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CAMARA

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 220 
DE 2008 CAMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Toda persona con discapacidad vi-
sual y/o auditiva tendrá el derecho a ser acompañada 
permanentemente por un perro de asistencia, a todo 

público, sea de propiedad privada o pública, destinada 
a un uso que implique la concurrencia de público.

Así mismo, estas personas, junto con sus perros 
de asistencia, tendrán derecho a acceder y circular en 
cualquier medio de transporte terrestre o marítimo de 
pasajeros que preste servicios en el territorio nacional, 
sea gratuito o remunerado, público o privado, indivi-
dual o colectivo. El acceso y circulación en los medios 
de transporte aéreo se regirá por las normas vigentes.

Artículo 2º. El acceso, la circulación y la perma-
nencia, en los lugares y medios de transporte señala-
dos en el artículo precedente, por parte del perro de 
asistencia que acompañe a la persona con discapaci-
dad visual y/o auditiva, no quedará sujeto al pago de 
una suma dinero, ni podrán ser condicionados al otor-
gamiento de ninguna clase de garantía, salvo que para 
ello deba incurrirse en un gasto adicional evaluable en 
dinero, lo cual deberá informarse previamente a quien 
lo requiera.

Artículo 3º. Para los efectos previstos en esta ley, 
se entenderá por “perros de asistencia” aquel que fue-
re individualmente entrenado para realizar labores en 

auditiva.
Los perros de asistencia podrán ser entrenados para 

realizar labores de perros guía, de señal, de servicio o 
de otro tipo, de conformidad con las características, 

-
mine el Gobierno Nacional. 

Artículo 4º. Corresponderá al dueño del perro de 
asistencia, o a quien se sirva de él, adoptar las medidas 
necesarias para asegurar una sana convivencia y evitar 
disturbios o molestias a las demás personas.

Las personas con discapacidad visual y/o auditiva 
no podrán ejercer los derechos establecidos en esta ley 
cuando el perro de asistencia presente signos de enfer-
medad, agresividad y, en general, cuando el animal se 
constituya en un evidente riesgo para la comunidad.



GACETA DEL CONGRESO  563 Viernes 10 de julio de 2009 Página 5

Artículo 5º. El entrenamiento de perros de asisten-
cia estará a cargo de instituciones, personas jurídicas o 
naturales que cumplan con las normas que establezca 
el Gobierno Nacional. Estas instituciones o personas 
serán las encargadas de seleccionar, criar y entrenar 
perros para personas con discapacidad visual y/o au-
ditiva, además de preparar al usuario del perro de asis-
tencia para su utilización y cuidado.

Artículo 6º. El que causare herida, trauma o muer-

al pago de las cuentas veterinarias y de los costos de 
reemplazo del perro a su dueño, si aquel no pudiere 
seguir ejerciendo sus labores o fuere muerto, sin per-
juicio de la responsabilidad civil indemnizatoria co-
rrespondiente.

Artículo transitorio. El Gobierno Nacional en el 
término de seis (6) meses, contados a partir de la san-
ción y promulgación de esta ley establecerá la des-

uso público y medios de transporte a los cuales podrá 
acceder la persona con discapacidad visual y/o audi-
tiva junto con su perro de asistencia, además de las 
condiciones sanitarias y de seguridad que se exigirán 
al perro de asistencia para obtener su distintivo.

Artículo 7º. Esta ley rige a partir de la fecha de su 
sanción y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

Ponente.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 18 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2009, 

Proyecto de ley número 220 de 
2008 Cámara, -

-

proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 189 de junio 18 de 2009, previo su anun-
cio el día 17 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 188.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 225 DE 2008 CAMARA, 054 

DE 2008 SENADO

, -

-

El Congreso de Colombia 
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébanse el “Convenio del Progra-
ma Cooperativo para el Fondo Regional de Tecnología 
Agropecuaria”, Enmendado, y el “Convenio de Ad-
ministración del Programa Cooperativo para el Fondo 
Regional de Tecnología Agropecuaria”, Enmendado, 

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Convenio del 
Programa Cooperativo para el Fondo Regional de 
Tecnología Agropecuaria”, Enmendado, y el “Conve-
nio de Administración del Programa Cooperativo para 
el Fondo Regional de Tecnología Agropecuaria”, En-

el artículo 1° de esta ley se aprueban, obligarán al país 
a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

Ponentes.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 19 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2009, fue 

-
Proyecto de ley número 225 de 2008 

Cámara, 054 de 2008 Senado, por medio de la cual 

-

proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 189 de junio 18 de 2009, previo su anun-
cio el día 17 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 188.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CAMARA

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 229 
DE 2008 CAMARA

-

El Congreso de Colombia 
DECRETA:

Artículo 1°. . La presente ley tiene por ob-
jeto regular el derecho a la libre expresión en lugares 
públicos, derecho el cual se materializa físicamente en 
lugares tales como el suelo, los callejones, los moga-
dores, las fachadas y demás lugares similares para de 
esta forma establecer los derechos y los deberes de los 
ciudadanos y su libre acceso a estos escenarios en las 
condiciones dispuestas en esta ley.

Artículo 2°. Para efec-
to de la aplicación de la presente ley, la expresión 
pública es toda forma o tendencia que se adopte para 
plasmar un mensaje, un punto de vista, una idea, un 
sentimiento, un concepto siempre y cuando estos no 

los espacios públicos permitidos como el suelo, los ca-
llejones, los mogadores, las fachadas y demás lugares 
similares. Estas expresiones serán permitidas por la 
autoridad competente. Los mensajes, puntos de vista, 
ideas, sentimientos y conceptos pueden darse de for-
ma individual o colectiva y en cualquier idioma. Con 
cualquier tipo de características u ocasión.
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Parágrafo. No constituyen expresión pública 
los logos, marcas registradas, las tendencias que se 
adopten para dar a conocer mensajes, puntos de vista, 
ideas, sentimientos o conceptos que directa o indirec-
tamente hagan parte de cualquier tipo de sociedades 
comerciales.

Artículo 3°. -
Para destinar lugares públicos a la 

libre expresión las autoridades territoriales solicitarán 
concepto previo a la autoridad ambiental respectiva, 
en un lapso no superior de seis (6) meses, elegirá los 
callejones, las paredes, los mogadores, los muros fa-
chadas y en general los sitios públicos autorizados 
en su territorio para garantizar el derecho a cualquier 
modalidad de expresión pública, en lo concerniente a 
la propiedad privada, si la libre expresión se pretende 
hacer en exteriores esta debe tener permiso de la auto-
ridad ambiental respectiva.

Parágrafo.
-

sión pública acorde para cada lugar público.
Artículo 4°. . Con el 

objeto de incentivar la cultura y premiar la creatividad 
e ingenio de todos los ciudadanos al utilizar los sitios 
autorizados para plasmar una expresión, las autorida-
des territoriales podrán organizar cualquiera de los si-
guientes eventos: 

-
dades de los mismos.

c) Foros educativos que ilustren las causas y las 
consecuencias del uso indebido del patrimonio públi-
co y/o privado en las modalidades de expresión de que 
trata la presente ley.

d) Conversatorios y tertulias en las que se analicen 
los contenidos y mensajes del sentir popular plasma-
dos en lugares públicos, en especial los de protesta.

e) Lunadas organizadas con propósitos de escucha, 
que convoque a las personas que deseen expresar su 

sentimiento o idea que no comparte con el común.
f) Acciones de fomento y desarrollo de políticas de 

juventud.
Artículo 5°. . El ejerci-

cio del derecho a la expresión urbana, genera obli-
gaciones y quien vulnere derechos de terceros por el 
mal ejercicio del mismo, será objeto de los correc-
tivos establecidos en la presente ley, previa regla-
mentación que de ellos hiciere la autoridad territorial 
correspondiente. 

Parágrafo. La autoridad territorial creará un regis-
tro de reincidentes, los cuales estarán sujetos a medi-
das policivas y punitivas si persisten en sus conductas.

Artículo 6°. Las autoridades 
-

sonas responsables de actos de expresión urbana en 
lugares no autorizados, impondrán las siguientes me-

a) Las personas indisciplinadas serán capacitadas 
sobre las consecuencias que genera para la sociedad 
el incumplimiento de la normatividad y deberán com-
partir su experiencia en colegios públicos.

-
lares, así como de expresiones que atenten contra la 
honra, el buen nombre y la dignidad del destinatario 
de la expresión en sitios no permitidos, deberán re-

o similar en el lugar autorizado. Cuando se trate de 
un lugar privado o de expresiones que atenten contra 
la honra, el buen nombre y la dignidad del destinata-
rio de la expresión, el trasgresor deberá presentar las 
disculpas públicas respectivas con presencia de la au-
toridad competente y reparar el daño causado en el 
inmueble afectado.

c) Las personas que no cumplan con la presente 
Ley deben ser tratados como educandos-educadores 
invitándolos a los conversatorios y tertulias en las que 
se analicen los contenidos y mensajes del sentir popu-
lar plasmados en lugares públicos, en especial los de 
protesta.

de informarlos sobre la importancia de respetar la Ley 
y cuidar el ornato público y al mismo tiempo, permitir 
que expresen su disentimiento, protesta, malestar y en 

el común.
e) Someter a los infractores a obras educativas que 

les permitan hacer parte del fomento y desarrollo de 
políticas de juventud.

Artículo 7°. Aquel que hu-
biere infringido el artículo 6º de esta ley y que persis-
tiere en su conducta, se hará acreedor a multa equiva-
lente a un (1) salario mínimo mensual legal vigente 
y a partir de la segunda reincidencia dos (2) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes por cada rein-
cidencia.

Artículo 8°. Aquellos que 
reincidieren más de tres (3) veces en las infraccio-
nes del artículo 7º de la presente ley o con expresio-
nes que atenten contra la honra, el buen nombre y la 
dignidad del destinatario de la expresión, incurrirán 
en el delito de DAÑO EN BIEN AJENO, artículo 
265 del Código Penal en el primer caso y en el deli-
to de CALUMNIA, artículo 221 del Código Penal, 
en el segundo caso. 

Artículo 9°. La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
aquellas disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,

-
 Ponentes.

SECRETARIA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 18 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2009, 

Proyecto de ley número 229 
de 2008 Cámara, -

Esto con 

legal y reglamentario y de esta manera dar cumpli-
miento con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 
5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 189 de junio 18 de 2009, previo su anun-
cio el día 17 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 188.

El Secretario General,
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 230 DE 2008 CAMARA, 007 

DE 2008 SENADO

adoptados el 27 
de octubre de 1994.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

 Artículo 1°. Apruébanse el “Tratado sobre el De-
recho de Marcas” y su “Reglamento”, adoptados el 27 
de octubre de 1994.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Tratado sobre 
el Derecho de Marcas” y su “Reglamento”, adoptados 
el 27 de octubre de 1994, que por el artículo 1° de esta 
ley se aprueban, obligarán al país a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional respec-
to de los mismos.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

Ponente.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 19 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2009, 

Proyecto de ley número 230 de 
2008 Cámara, 007 de 2008 Senado, por medio de la 

adoptados el 27 de octubre de 1994. 

su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 de 
la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 189 de junio 18 de 2009, previo su anun-
cio el día 17 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 188.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 231 DE 2008 CAMARA, 006 

DE 2008 SENADO

-

Lima, Perú, el 11 de diciembre de 2007.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo entre el Go-

bierno de la República del Perú y el Gobierno de la 
República de Colombia sobre Promoción y Protección 

Perú, el 11 de diciembre de 2007.
Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 1° de la Ley 7° de 1944, el “Acuerdo entre el 
Gobierno de la República del Perú y el Gobierno de la 
República de Colombia sobre Promoción y Protección 

Perú, el 11 de diciembre de 2007, que por el artículo 
1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de 

la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

Ponente.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 19 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2009, 

Proyecto de ley número 231 de 
2008 Cámara, 006 de 2008 Senado, por medio de la 

proyecto de ley siga su curso legal y reglamentario y 
de esta manera dar cumplimiento con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 189 de junio 18 de 2009, previo su anun-
cio el día 17 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 188.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 

DE LEY NUMERO 236 DE 2008 CAMARA

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El artículo 19 de la Ley 769 de 2002, 
quedará así:

Artículo 19. . Podrá obtener por pri-
mera vez una licencia de conducción para vehículos 
automotores, quien acredite el cumplimiento de los 
siguientes requisitos:

Para vehículos de servicio diferente del servicio 
público:

1. Saber leer y escribir.
2. Tener 16 años cumplidos.

otorgado por un centro de enseñanza automovilística 
debidamente aprobado por el Ministerio de Educación 
Nacional en coordinación con el Ministerio de Trans-
porte, el cual deberá cumplir los requisitos señalados 
en la Reglamentación correspondiente.

4. Aprobar un examen teórico-práctico de conduc-
ción para vehículos particulares que realizarán los Or-
ganismos de Tránsito de acuerdo con la reglamenta-
ción que expida el Ministerio de Transporte.

de coordinación motriz para conducir expedido por un 
Centro de Reconocimiento de Conductores habilitado 
por el Ministerio de Transporte, de conformidad con 
la reglamentación que expida el Ministerio de Trans-
porte y debidamente acreditado como organismo de 

vehículos automotores.
Para vehículos de servicio público:
Los mismos requisitos enumerados anteriormente, 

a excepción de la edad mínima que será de 18 años 
cumplidos y de los  exámenes teó-
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rico-prácticos, de aptitud física y mental y de aptitud 
de conducción, expedidos por los Organismos de 
Tránsito, el Centro de Reconocimiento de Conduc-
tores y el Centro de Enseñanza Automovilística, 
respectivamente que estarán referidos a la conduc-
ción de vehículo de servicio público, conforme a la re-
glamentación que expida el Ministerio de Transporte.

Parágrafo 1º. Para obtener la licencia de conduc-
ción por primera vez, o la recategorización o la re-
frendación de la misma, se debe demostrar ante las 
autoridades de tránsito la aptitud física, mental y de 
coordinación motriz, valiéndose para su valoración de 
los medios tecnológicos sistematizados y digitalizados 
requeridos, que permitan medir y evaluar dentro de los 
rangos establecidos por el Ministerio de Transporte 
según los parámetros y límites internacionales entre 
otros: las capacidades de visión y orientación auditiva, 
la agudeza visual y campimetría, los tiempos de reac-
ción y recuperación al encandilamiento, la capacidad 
de coordinación entre la aceleración y el frenado, la 
coordinación integral motriz de la persona, la discri-
minación de colores y la phoria horizontal y vertical.

Parágrafo 2º. El Ministerio de Transporte regla-
mentará para que en un plazo de hasta 12 meses los 
centros de reconocimiento de conductores cumplan 
con los requisitos de habilitación y acreditación.

Parágrafo 3°. El Ministerio de Transporte regla-
mentará los costos del examen, teniendo como refe-
rencia los valores actuales, haciendo ajustes anuales 
hasta por el Indice de Precios al Consumidor, IPC.

Parágrafo 4º. Las personas jurídicas o naturales, 
que pretendan obtener la acreditación como organis-

las evaluaciones de aptitud física, mental y de coordi-
nación motriz, para conducir, deberán presentar con 

por el Ministerio de Transporte, en la cual se indique 
que efectivamente el centro de reconocimiento de 
conductores ha realizado las citadas evaluaciones en 
Colombia.

Modifíquese el artículo 2° del Proyecto de ley nú-
mero 236 de 2008, el cual quedará así:

Artículo 2º. El artículo 154 de la Ley 769 de 2002, 
quedará así:

Artículo 154.  El incum-
plimiento de las normas que regulan el funcionamien-
to de los centros de enseñanza automovilística será 
sancionado de acuerdo con la gravedad de la falta y al 
procedimiento establecido en el presente Código.

Las sanciones serán impuestas por la autoridad en-
cargada de la vigilancia, supervisión y control de los 
centros y consistirán en: 

1. Multa. 
2. Suspensión de la habilitación de los centros de 

enseñanza.
3. Suspensión de la licencia de los instructores en 

conducción.
4. Cancelación de la habilitación de los centros de 

enseñanza.
5. Cancelación de la licencia de los instructores en 

conducción.
Parágrafo 1°. Será sancionado con multa que os-

cilará entre uno (1) y trescientos (300) salarios míni-
mos legales diarios vigentes, teniendo en cuenta las 
implicaciones de la infracción, el centro de enseñanza 
automovilística que incurra en violación a la regla-

mentación que con base en el artículo 15 de la Ley 
769 de 2002, expida el Ministerio de Transporte.

Cuando se trate de infracciones a la reglamenta-
ción establecida para los instructores en conducción, 
la multa se le aplicará al instructor y oscilarán entre 
uno (1) y cincuenta (50) salarios mínimos legales 
diarios vigentes. 

Parágrafo 2°. Será sancionado con la suspensión 
de la habilitación hasta por seis (6) meses, de acuer-
do con la gravedad de la falta, el centro de enseñanza 
automovilística que reincida, en el incumplimiento de 
las normas que regulen su constitución y funciona-
miento.

Cuando la reincidencia de que trata este parágrafo 
sea a las normas que regulen la actividad de los ins-
tructores en conducción, se le suspenderá la licencia al 
respectivo instructor hasta por dos (2) meses, según 
la gravedad de la infracción. 

Parágrafo 3°. Será sancionado con la cancela-
ción de la habilitación, el centro de enseñanza auto-
movilística que incurra por tercera vez en la causal 
de suspensión de que trata el parágrafo anterior. De 
igual forma, cuando se compruebe que los hechos que 
dieron origen al otorgamiento de la habilitación, no 
corresponden a la realidad y cuando se compruebe la 

Para el caso de los instructores en conducción, la 
licencia se les cancelará, cuando igualmente incurran 
por tercera vez en la causal de suspensión, contempla-
da en el parágrafo anterior.

Artículo 3°. . La presente ley rige a partir 
de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

Cordialmente,
 Ponente Coordinador; -

Representantes a la Cámara, Ponentes.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 18 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 18 de junio 2009, fue 

Proyecto de ley número 236 de 
2008 Cámara, 

-
yecto de ley siga su curso legal y reglamentario y de 
esta manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 189 de junio 18 de 2009, previo su anun-
cio el día 17 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 188.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CAMARA
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 241 DE 2008 

CAMARA, 116 DE 2008 SENADO

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. . Para garantizar el servicio pú-
blico de educación superior, las instituciones Públicas 
de Educación Superior ofrecerán en la jornada noctur-
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na, programas académicos en los mismos patrones de 
calidad mantenidos en la jornada diurna. Se exclui-
rán del objeto de esta ley las carreras pertenecientes a 
Ciencias de la Salud. La adopción de la programación 
nocturna se hará conforme a la autonomía de las Insti-
tuciones de Educación Superior, según lo establece la 
Ley 30 de 1992.

Parágrafo. Las universidades informarán a los in-
teresados, antes de cada período lectivo, los progra-
mas de los cursos y demás componentes curriculares, 

recursos disponibles y criterios de evaluación, obli-
gándose a cumplir las respectivas condiciones.

Artículo 2°. . Autorízase al Gobierno 
Nacional, para hacer las apropiaciones presupuestales 
correspondientes para el cumplimiento de la presente 
ley.

Artículo 3°.  La presente 
ley rige a partir de su promulgación y deroga las nor-
mas que le sean contrarias.

Ponentes.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 17 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 17 de junio de 2009, fue 

Proyecto de ley número 241 de 2008 Cámara, 116 
de 2008 Senado, -

su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 de 
la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 188 de junio 17 de 2009, previo su anun-
cio el día 16 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 187.

Cordialmente,
El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 248 DE 2008 CAMARA, 202 

DE 2007 SENADO

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. -
cultores colombianos, al cumplir ochenta (80) años de 
creada la Federación Nacional de Cafeteros. Decláre-
se el día veintisiete (27) de junio de cada año, fecha de 
su creación, como el “Día Nacional del Café”.

Artículo 2°. Para promover la celebración de esta 
fecha, autorízase al Gobierno Nacional para apropiar 
recursos del Presupuesto General de la Nación, desti-
nados a la investigación y promoción de nuevas tec-
nologías que incentiven la producción, exportación y 
consumo nacional del café colombiano de alta calidad.

Artículo 3°. Para exaltar la historia y cultura del 
café en Colombia, autorízase al Gobierno Nacional 
para apropiar en el Presupuesto General de la Nación 

del café incorporando sistemas modernos de informa-
ción, la cual será administrada en asocio con la Fede-
ración Nacional de Cafeteros.

Artículo 4°. Autorízase al Gobierno Nacional para 
apropiar en el Presupuesto General de la Nación recur-
sos para fomentar el desarrollo socioeconómico de las 

de proyectos para agua potable y saneamiento básico, 
vivienda rural, educación y tecnología de información 
y comunicaciones lo mismo que vías de intercomuni-
cación cafetera.

Artículo 5°. Establecer con carácter permanente la 

25 del 24 de julio de 2007.
Parágrafo. Encárguese a Radio Televisión Nacio-

nal de Colombia, con la colaboración de la Federación 
Nacional de Cafeteros de Colombia, la producción y 
emisión de un documental que recoja la historia de la 

Artículo 6°. El Gobierno Nacional podrá destinar 
los recursos presupuestales necesarios para garantizar 
la sostenibilidad del ingreso de las familias cafeteras, 
en cuanto se afecte por el precio interno costos de pro-
ducción del grano. 

Artículo 7°. De conformidad con los artículos 334, 
339, 341 y 345 de la Constitución Política y de las 
competencias establecidas en la Ley 715 de 2001 y 
397 de 1997 autorícese al Gobierno Nacional para in-
corporar dentro del Presupuesto General de la Nación 

-
ciación las apropiaciones requeridas en la presente ley.

Artículo 8°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su sanción.

Ponente.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 19 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2009, 

Proyecto de ley número 248 de 
2008 Cámara, 202 de  2007 Senado, por medio de la 

-

siga su curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 189 de junio 18 de 2009, previo su anun-
cio el día 17 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 188.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 249 DE 2008 CAMARA, 003 

DE 2008 SENADO

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Crear dentro de la estructura orgáni-
ca de la Unidad de Planeación Minero-Energética, un 
Consejo Directivo conformado así:



Página 10 Viernes 10 de julio de 2009 GACETA DEL CONGRESO  563

quien lo preside. 

de Energía.
-

buros, ANH.
-

res del sector de Hidrocarburos o con amplios conoci-
-

nas y Energía, por periodo de dos (2) años reelegible
por una (1) sola vez por el mismo periodo de acuerdo 
al buen desempeño de sus labores, de terna presentada 
por (3) tres gremios del sector minero energético.

Artículo 2º. . El Gobierno Nacio-
nal reglamentará su funcionamiento y alcance de sus 
funciones en término de seis (6) meses contados a par-
tir de la promulgación de la ley. 

Artículo 3º. . La presente ley rige a partir 
de su promulgación.

Ponente Coordinador; 

 Ponentes.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 17 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 17 de junio de 2009, 

Proyecto de ley número 249 de 2008 Cámara, 003 
de 2008 Senado, -

-

de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con 
lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 188 de junio 17 de 2009, previo su anun-
cio el día 16 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 187.

Cordialmente,
El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 251 DE 2008 CAMARA, 053 

DE 2008 SENADO
-
-

-
, hecho en Roma, el quince (15) de diciembre de 

dos mil tres (2003).
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo de diálogo 

político y Cooperación entre la Comunidad Europea y 
sus Estados Miembros, por una parte, y la Comunidad 
Andina y sus Países Miembros (Bolivia, Colombia, 
Ecuador, Perú y Venezuela), por otra parte”, hecho 
en Roma, el quince (15) de diciembre de dos mil tres 
(2003).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1º de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo de 
diálogo político y Cooperación entre la Comunidad 
Europea y sus Estados Miembros, por una parte, y la 

Comunidad Andina y sus Países Miembros (Bolivia, 
Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela), por otra parte”, 
hecho en Roma, el quince (15) de diciembre de dos mil 
tres (2003), que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, 
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccio-
ne el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

Ponente.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 19 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2009, 

Proyecto de ley número 251 de 
2008 Cámara, 053 de 2008 Senado, 

, hecho 
en Roma, el quince (15) de diciembre de dos mil tres 

siga su curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 189 de junio 18 de 2009, previo su anun-
cio el día 17 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 188.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 252 DE 2008 CAMARA, 009 

DE 2008 SENADO
-
-

de 2006.
El Congreso de Colombia 

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Convenio de Coopera-

ción Comercial entre el Gobierno de la República de 
Colombia y el Gobierno de la República de Turquía”, 

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Convenio de 
Cooperación Comercial entre el Gobierno de la Repú-
blica de Colombia y el Gobierno de la República de 

de 2006, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, 
obligará al país a partir de la fecha en que se perfec-
cione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fe-
cha de su publicación.

Ponente.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 19 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2009, 

Proyecto de ley número 252 
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de 2008 Cámara, 009 de 2008 Senado, 

-

.

su curso legal y reglamentario y de esta manera dar 
cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 de 
la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 189 de junio 18 de 2009, previo su anun-
cio el día 17 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 188.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CAMARA
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 253 DE 

2008 CAMARA, 108 DE 2008 SENADO
-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El numeral 1 del parágrafo del artícu-
lo 193 del Decreto 663 de 1993 quedará así:

Artículo 193. 

1. Vigencia de la póliza. La vigencia de la Póliza de 
Seguros de daños corporales causados a las personas 
en accidentes de tránsito será, cuando menos anual, 
excepto en seguros expedidos con carácter transitorio 
para los vehículos que circulen por las zonas fronte-
rizas. Para los vehículos que hayan obtenido la cla-

vigencia de dicha póliza no podrá ser menor a un tri-
mestre.

-
tancia.

Artículo 2°. El numeral 4 del artículo 196 del De-
creto 663 de 1993 quedará así:

Artículo 196. Entidades aseguradoras habilitadas 
para ofrecer el seguro obligatorio de accidentes de 
tránsito.

4. Expedición del seguro en zonas fronterizas: Las 
-

sente artículo deberán expedir seguros de corto plazo 
que cubran el lapso durante el cual el vehículo perma-
nezca en el país.

Dispondrán lo pertinente para que en las zonas 
fronterizas y puertos se cuente con las facilidades ope-
rativas indispensables para una adecuada y oportuna 
expedición del seguro. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.

De los honorables Representantes,

Ponentes.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 18 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 18 de junio de 2009, 

de 2008 Cámara, 108 de 2008 Senado, por la cual se 

siga su curso legal y reglamentario y de esta manera 
dar cumplimiento con lo establecido en el artículo 182 
de la Ley 5ª de 1992. Lo anterior según consta en el 
Acta de Sesión Plenaria número 189 de junio 18 de 
2009, previo su anuncio el día 17 de junio de 2009, 
según Acta de Sesión Plenaria número 188.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 282 DE 2008 CAMARA, 286 

DE 2008 SENADO

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

T I T U L O  I
DEL REGIMEN DE PROTECCION 
AL CONSUMIDOR FINANCIERO

CAPITULO I
Aspectos generales

Artículo 1°. El
presente régimen tiene por objeto establecer los prin-
cipios y reglas que rigen la protección de los consu-

entidades vigiladas por la Superintendencia Financie-
ra de Colombia, sin perjuicio de otras disposiciones 
que contemplen medidas e instrumentos especiales de 
protección.

Para los efectos del presente Título, se incluye 

asegurador y del mercado de valores.
Artículo 2°. . Para los efectos del pre-

-
nes:

a) Cliente: Es la persona natural o jurídica con 
quien las entidades vigiladas establecen relaciones de 
origen legal o contractual, para el suministro de pro-
ductos o servicios, en desarrollo de su objeto social.

b) Usuario: Es la persona natural o jurídica quien, 
sin ser cliente, utiliza los servicios de una entidad vi-
gilada.

c) Cliente Potencial: Es la persona natural o ju-
rídica que se encuentra en la fase previa de tratativas 
preliminares con la entidad vigilada, respecto de los 
productos o servicios ofrecidos por esta. 

Es todo cliente, usua-
rio o cliente potencial de las entidades vigiladas. 

e) Productos y servicios: Se entiende por produc-
tos las operaciones legalmente autorizadas que se ins-
trumentan en un contrato celebrado con el cliente o 
que tienen origen en la ley. Se entiende por servicios 
aquellas actividades conexas al desarrollo de las co-
rrespondientes operaciones y que se suministran a los 

f) Contratos de adhesión: Son los contratos ela-
borados unilateralmente por la entidad vigilada y cu-
yas cláusulas y/o condiciones no pueden ser discuti-



Página 12 Viernes 10 de julio de 2009 GACETA DEL CONGRESO  563

das libre y previamente por los clientes, limitándose 
estos a expresar su aceptación o a rechazarlos en su 
integridad.

g) Queja o reclamo: Es la manifestación de in-

respecto de un producto o servicio adquirido, ofrecido 
o prestado por una entidad vigilada y puesta en cono-

-
ciero, de la Superintendencia Financiera de Colombia 
o de las demás instituciones competentes, según co-
rresponda.

h) Entidades vigiladas: Son las entidades someti-
das a inspección y vigilancia de la Superintendencia 
Financiera de Colombia.

Artículo 3°. . Se establecen como prin-
cipios orientadores que rigen las relaciones entre los 

los siguientes:
a) Debida Diligencia. Las entidades vigiladas por 

la Superintendencia Financiera de Colombia deben 
emplear la debida diligencia en el ofrecimiento de sus 
productos o en la prestación de sus servicios a los con-

y/o la atención debida y respetuosa en desarrollo de las 
relaciones que establezcan con aquellas, y en general, 
en el desenvolvimiento normal de sus operaciones. En 
tal sentido, las relaciones entre las entidades vigiladas 

de forma que se propenda por la satisfacción de las ne-

la oferta, compromiso y obligaciones acordadas. Las 
entidades vigiladas deberán observar las instrucciones 
que imparta la Superintendencia Financiera de Co-
lombia en materia de seguridad y calidad en los dis-

b) Libertad de elección. Sin perjuicio de las dis-
posiciones especiales que impongan el deber de su-

podrán escoger libremente a sus respectivas contra-
partes en la celebración de los contratos mediante los 
cuales se instrumente el suministro de productos o la 
prestación de servicios que las primeras ofrezcan. La 
negativa en la prestación de servicios o en el ofreci-
miento de productos deberá fundamentarse en causas 
objetivas y no podrá establecerse tratamiento diferen-

c) Transparencia e información cierta, -
te y oportuna. Las entidades vigiladas deberán su-

-

adecuadamente sus derechos, obligaciones y los cos-
tos en las relaciones que establecen con las entidades 
vigiladas.

d) Responsabilidad de las entidades vigiladas en 
el trámite de quejas. Las entidades vigiladas deberán 

-
ciones previstos en la regulación vigente las quejas o 

-

de las mismas, diseñar e implementar las acciones de 
mejoras necesarias oportunas y continuas.

Las entidades vigiladas deberán administrar los con-

-

una manera transparente e imparcial, velando porque 
-

nancieros, sin perjuicio de otras disposiciones aplica-
bles al respecto.

Las
entidades vigiladas, las asociaciones gremiales, las 
asociaciones de consumidores, las instituciones públi-
cas que realizan la intervención y supervisión en el 

-
gulación, procurarán una adecuada educación de los 

-
das, de la naturaleza de los mercados en los que ac-
túan, de las instituciones autorizadas para prestarlos, 
así como de los diferentes mecanismos establecidos 
para la defensa de sus derechos.

Artículo 4°. -

grupos u otras organizaciones de consumidores para la 
defensa de sus derechos de conformidad con la legis-
lación vigente para tales efectos. 

Parágrafo. Los principios que contiene este artícu-
lo se aplicarán en todas las relaciones que se establez-

vigiladas, sin perjuicio de las disposiciones contenidas 
en otras normas, siempre que no pugnen con los aquí 
contemplados.

CAPITULO II
Derechos y obligaciones

Artículo 5°. -
 Sin perjuicio de los derechos consagrados en 

otras disposiciones legales vigentes, los consumido-

de su relación con la entidad vigilada, los siguientes 
derechos:

a) En desarrollo del principio de debida diligen-

recibir de parte de las entidades vigiladas productos 
y servicios con estándares de seguridad y calidad, de 
acuerdo con las condiciones ofrecidas y las obligacio-
nes asumidas por las entidades vigiladas.

b) Tener a su disposición, en los términos estable-
cidos en la presente ley y en las demás disposiciones 
de carácter especial, publicidad e información trans-

características propias de los productos o servicios 
ofrecidos y/o suministrados. En particular, la informa-
ción suministrada por la respectiva entidad deberá ser 
de tal que permita y facilite su comparación y com-
prensión frente a los diferentes productos y servicios 
ofrecidos en el mercado.

c) Exigir la debida diligencia en la prestación del 
servicio por parte de las entidades vigiladas. 

d) Recibir una adecuada educación respecto de 
las diferentes formas de instrumentar los productos y 
servicios ofrecidos, sus derechos y obligaciones, así 
como los costos que se generan sobre los mismos, los 
mercados y tipo de actividad que desarrollan las enti-
dades vigiladas, así como sobre los diversos mecanis-
mos de protección establecidos para la defensa de sus 
derechos.

e) Presentar de manera respetuosa consultas, peti-
ciones, solicitudes, quejas o reclamos ante la entidad 
vigilada, el defensor del Consumidor Financiero, la 
Superintendencia Financiera de Colombia y los orga-
nismos de autorregulación.
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f) Los demás derechos que se establezcan en esta 
ley o en otras disposiciones, y los contemplados en las 
instrucciones que imparta la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia.

Artículo 6°. 
 Las siguientes 

constituyen buenas prácticas de protección propia por 

a) Cerciorarse si la entidad con la cual desean con-
tratar o utilizar los productos o servicios se encuentre 
autorizada y vigilada por la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia.

b) Informarse sobre los productos o servicios que 
piensa adquirir o emplear, indagando sobre las con-
diciones generales de la operación; es decir, los de-
rechos, obligaciones, costos, exclusiones y restriccio-
nes aplicables al producto o servicio, exigiendo las 
explicaciones verbales y escritas necesarias, precisas 

informadas.
c) Observar las instrucciones y recomendaciones 

que imparta la entidad vigilada sobre el manejo de 

d) Revisar los términos y condiciones del respec-
tivo contrato y sus anexos, así como conservar las co-
pias que se le suministren de dichos documentos.

e) Informarse sobre los órganos y medios de que 
dispone la entidad para presentar peticiones, solicitu-
des, quejas o reclamos.

f) Obtener una respuesta oportuna a cada solicitud 
de producto o servicio.

Parágrafo 1º. El no ejercicio de las prácticas de 
-

cieros no implica la pérdida o desconocimiento de los 
derechos que le son propios ante las entidades vigila-
das y las autoridades competentes. De igual manera, 
no exime a las entidades vigiladas de las obligaciones 
especiales consagradas en la presente ley respecto de 

Parágrafo 2º. -
drán el deber de suministrar información cierta, su-

autoridades competentes en los eventos en que estas lo 
soliciten para el debido cumplimiento de sus deberes y 
de actualizar los datos que así lo requieran. Del mismo 
modo, informarán a la Superintendencia Financiera de 
Colombia y a las demás autoridades competentes so-
bre las entidades que suministran productos o servi-

ello.
Artículo 7°. -

 Las entidades vigiladas tendrán las 
siguientes obligaciones especiales: 

a) Suministrar información al público respecto de 
los Defensores del Consumidor Financiero, de con-
formidad con las instrucciones que sobre el particular 
imparta la Superintendencia Financiera de Colombia. 

b) Entregar el producto o prestar el servicio de-
bidamente, es decir, en las condiciones informadas, 

emplear adecuados estándares de seguridad y calidad 
en el suministro de los mismos.

c) Suministrar información comprensible y publi-
cidad transparente, clara, veraz, oportuna acerca de 
sus productos y servicios ofrecidos en el mercado.

d) Contar con un Sistema de Atención al Consumi-
dor Financiero (SAC), en los términos indicados en 
la presente ley, en los decretos que la reglamenten y 
en las instrucciones que imparta sobre el particular la 
Superintendencia Financiera de Colombia.

e) Abstenerse de incurrir en conductas que conlle-
ven abusos contractuales o de convenir cláusulas que 
puedan afectar el equilibrio del contrato o dar lugar a 
un abuso de posición dominante contractual.

f) Elaborar los contratos y anexos que regulen las 
relaciones con los clientes, con claridad, en caracte-
res legibles a simple vista, y ponerlos a disposición 
de estos para su aceptación. Copia de los documen-
tos que soporten la relación contractual deberá estar 
a disposición del respectivo cliente, y contendrá los 
términos y condiciones del producto o servicio, los 
derechos y obligaciones, y las tasas de interés, pre-
cios o tarifas y la forma para determinarlos. 

g) Abstenerse de hacer cobros no pactados o no 

de acuerdo con los términos establecidos en las nor-
mas sobre la materia, y tener a disposición de este los 
comprobantes o soportes de los pagos, transacciones 
u operaciones realizadas por cualquier canal ofrecido 
por la entidad vigilada. La conservación de dichos 
comprobantes y soportes deberá atender las normas 
sobre la materia.

h) Abstenerse de realizar cobro alguno por concep-
to de gastos de cobranza prejudicial sin haberse des-
plegado una actividad real encaminada efectivamente 
a dicha gestión, y sin haber informado previamente 

gestiones de cobro deben efectuarse de manera respe-
tuosa y en horarios adecuados.

i) Guardar la reserva de la información suministra-

de reservada en los términos establecidos en las nor-
mas correspondientes, sin perjuicio de su suministro a 
las autoridades competentes.

j) Dar constancia del estado y/o las condiciones 
-

conformidad con el procedimiento establecido para el 
efecto, salvo aquellos casos en que la entidad vigilada 
se encuentre obligada a hacerlo sin necesidad de soli-
citud previa.

-
tudes, quejas o reclamos formulados por los consu-

establecidos para el efecto, las disposiciones consa-
gradas en esta ley y en las demás normas que resulten 
aplicables.

l) Proveer los recursos humanos, físicos y tecnoló-
gicos para que en las sucursales y agencias se brinde 

m) Permitir a sus clientes la consulta gratuita, al 
menos una vez al mes, por los canales que la entidad 
señale, del estado de sus productos y servicios.

n) Contar en su sitio en Internet con un enlace al 
sitio de la Superintendencia Financiera de Colombia 

o) Reportar a la Superintendencia Financiera de 
Colombia, en la forma que esta señale, el precio de 
todos los productos y servicios que se ofrezcan de 
manera masiva. Esta información deberá ser divulga-
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da de manera permanente por cada entidad vigilada 

Internet.

en los plazos que señale la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia, por el respectivo canal y en forma 
previa a la realización de la operación, el costo de la 
misma, si lo hay, brindándoles la posibilidad de efec-
tuarla o no. 

q) Disponer de los medios electrónicos y controles 
-
-

r) Colaborar oportuna y diligentemente con el De-
fensor del Consumidor Financiero, las autoridades 
judiciales y administrativas y los organismos de auto-
rregulación en la recopilación de la información y la 
obtención de pruebas, en los casos que se requieran, 
entre otros, los de fraude, hurto o cualquier otra con-
ducta que pueda ser constitutiva de un hecho punible 
realizada mediante la utilización de tarjetas crédito o 
débito, la realización de transacciones electrónicas o 
telefónicas, así como cualquier otra modalidad.

-
ción que ya repose en la entidad vigilada o en sus de-
pendencias, sucursales o agencias, sin perjuicio de la 

información que de acuerdo con la normatividad co-
rrespondiente así lo requiera.

t) Desarrollar programas y campañas de educación 
-

tos y servicios que prestan, obligaciones y derechos 
de estos y los costos de los productos y servicios que 
prestan, mercados y tipo de entidades vigiladas, así 
como de los diferentes mecanismos establecidos para 
la protección de sus derechos, según las instrucciones 
que para el efecto imparta la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia.

u) Las demás previstas en esta ley, las normas con-
cordantes, complementarias, reglamentarias, las que 
se deriven de la naturaleza del contrato celebrado o 

así como de las instrucciones que emita la Superinten-
dencia Financiera de Colombia en desarrollo de sus 
funciones y los organismos de autorregulación en sus 
reglamentos.

CAPITULO III
Sistema de Atención al Consumidor Financiero

Artículo 8°. 
 Las entidades vigiladas deberán 

implementar un Sistema de Atención al Consumidor 
Financiero (SAC) que deberá contener como mínimo:

a) Las políticas, procedimientos y controles adop-
tados por la entidad para procurar la debida protección 

-
te de atención y respeto para el mismo. Los objetivos 
fundamentales de estas políticas serán las siguientes:

(i)
respecto de las diferentes operaciones, servicios, mer-
cados y tipo de actividad de las entidades vigiladas, 
así como respecto de los diferentes mecanismos esta-
blecidos para la protección de sus derechos.

(ii) Capacitar a sus funcionarios, para el ofreci-
miento, asesoría y prestación de los servicios o pro-

(iii) Instruir a todos sus funcionarios respecto de 

relevantes, relacionados con el Defensor del Consu-
midor Financiero de la respectiva entidad.

b) Los mecanismos que favorezcan la observancia 
de los principios, las obligaciones y los derechos con-
sagrados en la presente ley y otras relacionadas; 

c) Los mecanismos para suministrar información 
adecuada en los términos previstos en esta ley, en otras 
disposiciones y en las instrucciones que para el efecto 
imparta la Superintendencia Financiera de Colombia;

d) El procedimiento para la atención de peticiones, 
quejas o reclamos;

e) Los mecanismos que le permitan a las entidades 
vigiladas la producción de estadísticas sobre tipolo-
gías de quejas en aras de establecer oportunidades de 
mejora y acciones correctivas.

La Superintendencia Financiera de Colombia im-
partirá las instrucciones necesarias para el adecuado 

el cual las entidades lo deberán tener implementado.
CAPITULO IV

Artículo 9°. 
 En desarrollo del princi-

y oportuna, las entidades vigiladas deben informar a 
-

racterísticas de los productos o servicios, los derechos 
y obligaciones, las condiciones, las tarifas o precios y 
la forma para determinarlos, las medidas para el ma-
nejo seguro del producto o servicio, las consecuencias 
derivadas del incumplimiento del contrato, y la demás 
información que la entidad vigilada estime convenien-
te para que el consumidor comprenda el contenido y 
funcionamiento de la relación establecida para sumi-
nistrar un producto o servicio. En particular, la infor-
mación que se suministre previamente a la celebración 
del contrato, deberá permitir y facilitar la adecuada 
comparación de las distintas opciones ofrecidas en el 
mercado.

La Superintendencia Financiera de Colombia de-
berá impartir instrucciones especiales referidas a la 
información que será suministrada a los consumidores 

del
contrato, al momento de su celebración y durante la 
ejecución de este, indicándole a la entidad vigilada los 
medios y canales que deba utilizar, los cuales deben 

Parágrafo 1º. Previo a la celebración de cualquier 
contrato, las entidades vigiladas deberán proveer al 
potencial cliente una lista detallada, de manera gra-
tuita, de todos los cargos o costos por utilización de 
los servicios o productos, tales como comisiones de 
manejo, comisiones por utilización de cajeros electró-
nicos propios o no, costos por estudios de créditos, 
seguros, consultas de saldos, entre otros. Así mismo, 
deberán informarse los demás aspectos que puedan 

sería la exención o no del gravamen a las transaccio-

indicar al cliente los canales a través de los cuales pue-

las tarifas o costos, que se pueda efectuar en desarrollo 
del contrato celebrado con la entidad.

Igualmente, las entidades deberán informar de ma-
nera clara, si dentro de sus reglamentos tienen con-
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templada la obligatoriedad de las decisiones del de-
fensor del cliente, así como el rango o tipo de quejas 
a las que aplica.

Esta información deberá ser suministrada a los 
clientes de la entidad vigilada, con una periodicidad 
por lo menos anual.

Parágrafo 2º.  Las 
entidades vigiladas deberán publicar en su página 
de Internet el texto de los modelos de los contratos 
estandarizados que estén empleando con su clientela 
por los distintos productos que ofrecen, en la forma 
y condiciones que señale la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia, para consulta de los consumidores 

Parágrafo 3º. La Superintendencia Financiera de 
Colombia, deberá publicar trimestralmente, en perió-
dicos nacionales y regionales de amplia circulación, 
y en forma comparada, el precio de todos los produc-
tos y servicios que las entidades vigiladas ofrezcan de 
manera masiva.

Artículo 10. 

condiciones del contrato que fueren factibles o proce-

cada producto y las disposiciones generales de esta ley 

en los términos que deben establecerse en el contrato. 
En el evento en que la entidad vigilada incumpla esta 

-
juicio de las obligaciones que según el mismo contrato 
deba cumplir.

CAPITULO V
Cláusulas y prácticas abusivas

Artículo 11. -
 Se prohíben las cláusulas o 

estipulaciones contractuales que se incorporen en los 
contratos de adhesión que:

a) Prevean o impliquen limitación o renuncia al 
-

cieros.
b) Inviertan la carga de la prueba en perjuicio del 

c) Incluyan espacios en blanco, siempre que su di-
ligenciamiento no esté autorizado detalladamente en 
una carta de instrucciones.

d) Cualquiera otra que limite los derechos de los 

vigiladas derivados del contrato, o exonere, atenúe o 
limite la responsabilidad de dichas entidades, y que 

e) Las demás que establezca de manera previa y 
general la Superintendencia Financiera de Colombia.

Parágrafo. Cualquier estipulación o utilización de 
cláusulas abusivas en un contrato se entenderá por no 

Artículo 12. Se consideran 
prácticas abusivas por parte de las entidades vigiladas 
las siguientes:

por parte de la entidad vigilada de que este acceda a 
la adquisición de uno o más productos o servicios que 
presta directamente o por medio de otras instituciones 

-
siones o similares, para el otorgamiento de otro u otros 

de sus productos y servicios, y que no son necesarias 
para su natural prestación.

b) El iniciar o renovar un servicio sin solicitud o 
autorización expresa del consumidor. 

c) La inversión de la carga de la prueba en caso de 

d) Las demás que establezca de manera previa y 
general la Superintendencia Financiera de Colombia.

Parágrafo. Las prácticas abusivas están prohibi-
das a partir de la entrada en vigencia de la presente 
norma y serán sancionables conforme lo dispone la 
Superintendencia Financiera de Colombia y la ley.

CAPITULO VI
Defensoría del Consumidor Financiero

Artículo 13. -
 Las entidades vigiladas que de-

-
fensor del Consumidor Financiero. La Defensoría del 
Consumidor será una institución orientada a la protec-

tal, deberá ejercer con autonomía e independencia las 
siguientes funciones:

a) Atender de manera oportuna y efectiva a los con-
-

tes.
b) Conocer y resolver en forma objetiva y gratuita 

para los consumidores, las quejas que estos le presen-
ten, dentro de los términos y el procedimiento que se 

-
miento de la entidad vigilada de las normas legales, 
contractuales o procedimientos internos que rigen la 
ejecución de los servicios o productos que ofrecen o 
prestan, o respecto de la calidad de los mismos.

c) Actuar como conciliador entre los consumidores 
-

minos indicados en la Ley 640 de 2001, su reglamen-

vigilada podrán poner el asunto en conocimiento del 
respectivo Defensor, indicando de manera explícita su 
deseo de que el caso sea atendido en desarrollo de la 
función de conciliación. Para el ejercicio de esta fun-

-
liador de conformidad con las normas vigentes. 

El documento en el cual conste la conciliación rea-
-

ciero deberá estar suscrito por ellos y el Defensor del 
Consumidor Financiero en señal de que se realizó en 
su presencia, prestará mérito ejecutivo y tendrá efec-
tos de cosa juzgada, sin que requiera depositarlo en 
Centro de Conciliación. El incumplimiento del mismo 
dará la facultad a la parte cumplida de hacerlo exigible 
por las vías legales respectivas.

la respectiva entidad vigilada.
e) Efectuar recomendaciones a la entidad vigilada 

relacionadas con los servicios y la atención al consu-

en el ámbito de su actividad. 
f) Proponer a las autoridades competentes las mo-

para la mejor protección de los derechos de los consu-

g) Las demás que le asigne el Gobierno Nacional 
y que tengan como propósito el adecuado, desarrollo 
del SAC.
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Artículo 14. -

Estarán exceptuados del conocimiento y trámite ante 
el Defensor del Consumidor Financiero los siguientes 
asuntos:

a) Los que no correspondan o no estén directamen-
te relacionados con el giro ordinario de las operacio-
nes autorizadas a las entidades.

b) Los concernientes al vínculo laboral entre las 
entidades y sus empleados o respecto de sus contra-
tistas.

c) Aquellos que se deriven condición de accionista 
de las entidades.

d) Los relativos al reconocimiento de las presta-
ciones y de las pensiones de invalidez, de vejez y de 
sobrevivientes, salvo en los aspectos relacionados con 
la calidad del servicio y en los trámites del reconoci-
miento de estas.

-
tren en trámite judicial o arbitral o hayan sido resuel-
tas en estas vías.

f) Aquellos que correspondan a la decisión sobre la 
prestación de un servicio o producto.

(3) años o más de anterioridad a la fecha de presenta-
ción de la solicitud ante el Defensor.

h) Los que tengan por objeto los mismos hechos 
y afecten a las mismas partes, cuando que hayan sido 
objeto de decisión previa por parte del Defensor. 

i) Aquellos cuya cuantía, sumados todos los con-
ceptos, supere los cien (100) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes al momento de su presentación.

Artículo 15. 
 Las decisiones que adopte 

el Defensor del Consumidor Financiero serán obliga-
torias cuando, sin perjuicio del trámite conciliatorio 
que se pueda adelantar de acuerdo con lo señalado en 
el literal c) del artículo 13 de esta ley, los consumido-
res y las entidades vigiladas así lo acuerden de manera 
previa y expresa. Igualmente, serán obligatorias para 
las entidades vigiladas las decisiones del Defensor del 
Consumidor Financiero, cuando las entidades así lo 
hayan previsto en sus reglamentos.

La Defensoría del Consumidor Financiero no tiene 
el carácter de función pública.

Artículo 16. 
 La Defensoría del Consumidor Financiero 

y las entidades vigiladas, deberán garantizar que se 
-

las cuales la entidad vigilada preste sus servicios. La 
Superintendencia Financiera de Colombia impartirá 
las instrucciones para el cumplimiento de este deber.

Artículo 17. 
 Los De-

fensores del Consumidor Financiero actuarán con 
independencia de la respectiva entidad vigilada, de 
sus organismos de administración, y con autonomía 
en cuanto a los criterios a aplicar en el ejercicio de 
su cargo, obligándose a poner en conocimiento de la 
Superintendencia Financiera de Colombia cualquier 
situación que menoscabe o limite sus facultades de 
actuación.

En todo caso, los Defensores del Consumidor Fi-
nanciero deberán abstenerse de actuar cuando se pre-

-
-

rá el Defensor Suplente.
Los Defensores del Consumidor Financiero no po-

drán desempeñar en las entidades vigiladas funciones 
distintas de las propias de su cargo. 

No podrá ser designado como Defensor del Con-
sumidor Financiero, quien sea o haya sido dentro 
del año inmediatamente anterior director, empleado, 
contratista, apoderado o agente de la entidad vigila-
da en la cual va a desempeñarse como defensor, ni 

de ser designado como Defensor del Consumidor Fi-
nanciero quien posea acciones de la entidad vigilada, 
este deberá enajenarlas a persona natural por fuera del 

y primero civil, o a persona jurídica donde no posea 
ninguna participación accionaría como persona na-
tural directa o indirectamente. La inhabilidad que se 
establece en el presente inciso no será aplicable a las 
personas que se encuentran ejerciendo la defensoría 
del cliente a la entrada en vigencia de la presente ley.

Las entidades vigiladas deberán disponer los re-

del Consumidor Financiero cuente con los recursos 
físicos, humanos, técnicos y tecnológicos y los demás 
que este considere necesarios, para el adecuado des-
empeño sus funciones asignadas.

Parágrafo. La Superintendencia Financiera de Co-
lombia podrá determinar la infraestructura necesaria 
para el adecuado funcionamiento de la Defensoría del 
Consumidor Financiero.

Artículo 18. -
Los Defenso-

res del Consumidor Financiero deberán estar inscritos 
en el Registro de Defensores del Consumidor Finan-
ciero que será implementado por la Superintendencia 
Financiera de Colombia en la forma que establezca 
el Gobierno Nacional. Serán designados por la Asam-
blea General de Accionistas de las respectivas entida-
des vigiladas. Igualmente, antes de ejercer su cargo 
deberán posesionarse ante la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia.

Los Defensores del Consumidor Financiero serán 
designados para un período de dos (2) años, prorroga-
ble por períodos iguales.

-
quisitos que acreditarán los Defensores del Consumi-
dor Financiero, y en todo caso, deberán: 

1. Acreditar conocimientos en las materias objeto 
de protección del consumidor, así como en derecho 

-
riblemente relacionados con el sector al que pertenece 
la entidad o entidades en la cual el defensor ejercería 
sus funciones.

2. Acreditar como mínimo cinco (5) años de ex-
periencia profesional o estudios especializados en las 

de valores, según corresponda a la entidad en la cual 
desempeñará sus funciones, contada a partir de la fe-
cha de grado profesional.

3. Acreditar conducta idónea y solvencia moral.
Parágrafo 1º. Los requisitos y calidades previstas 

en el presente artículo serán exigibles a los Defensores 
del Consumidor Financiero principales y suplentes. 

Parágrafo 2º. Cada Defensor del Consumidor Fi-
nanciero podrá desempeñar su función simultánea-
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mente en varias entidades vigiladas, conforme la re-
glamentación que expida el Gobierno Nacional.

Parágrafo 3º. La Superintendencia Financiera po-
drá revocar la inscripción en el registro de Defensores 
del Consumidor Financiero, cuando establezca que la 
persona a la cual se le concedió, ha perdido alguno de 
los requisitos exigidos para tal efecto, en la forma y 
condiciones que señale el Gobierno Nacional.

Parágrafo 4º. Los Defensores del Consumidor 
Financiero de las Administradoras del Régimen Soli-

designados por el máximo órgano de administración. 
Las Juntas Directivas o Consejos de Administración 

-
piaciones que se deberán asignar para el adecuado 
funcionamiento de la Defensoría del Consumidor.

Artículo 19. 

-
ciones del Defensor del Consumidor Financiero sólo 
podrá ser consecuencia de:

-
nanciero causada por incapacidad o muerte.

b) Renuncia.
c) Cancelación de la inscripción en el registro por 

parte de la Superintendencia Financiera de Colombia 
del Defensor del Cliente o la revocatoria de la pose-
sión ante la misma entidad.

d) La designación de un nuevo Defensor del Con-
sumidor Financiero por vencimiento del período para 
el cual fue designado.

e) Haber incurrido en algunas de las causales seña-
ladas en los incisos 3° y 4° del numeral 5 del artículo 
53 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, mo-

CAPITULO VII
Procedimientos

Artículo 20. 
-

El Gobierno Na-
cional, mediante normas de carácter general, señalará 
el procedimiento para la presentación y resolución de 
quejas o reclamos ante el Defensor del Consumidor 
Financiero de las entidades vigiladas.

CAPITULO VIII

Artículo 21.  El incumpli-
miento de las normas previstas en el presente Título, 
incluidas las obligaciones a cargo del Defensor del 
Consumidor Financiero y de las entidades vigiladas 
para con él, así como las demás disposiciones vigen-

será sancionado por la Superintendencia Financiera de 
Colombia en la forma prevista en la Parte Séptima del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y el artículo 
53 de la Ley 964 de 2005 y demás normas que los 

Parágrafo. Adiciónase el numeral 2 del artículo 
208 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y 
el artículo 52 de la Ley 964 de 2005, con el siguiente 
literal:

“j) La infracción al régimen de protección al con-

-

nanciero dentro del trámite de quejas o reclamos, así 
como la implementación de medidas de mejoramiento 
como consecuencia de las mismas”.

Artículo 22.  A partir de 
la entrada en vigencia de la presente ley, todas las refe-
rencias que hagan las disposiciones vigentes al Defen-
sor del Cliente y a la Defensoría del Cliente se enten-
derán efectuadas al Defensor del Consumidor Finan-
ciero y a la Defensoría del Consumidor Financiero.

T I T U L O II
DE LAS FACULTADES DE INTERVENCION 

DEL GOBIERNO NACIONAL
Artículo 23. Adició-

nanse los siguientes literales al artículo 46 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero:

“i) Que los recursos de pensión obligatoria del ré-
gimen de ahorro individual con solidaridad y los re-

-
mado en este régimen estén invertidos en fondos de 

mejor rentabilidad ajustada por riesgo para brindar las 

j)
individual con solidaridad el conocimiento claro de 
sus derechos y deberes, así como de las características 
del mismo, de tal manera que les permita adoptar de-
cisiones informadas, en especial de los efectos que de 
acuerdo con la ley se derivan de la vinculación a dicho 
régimen, así como de los efectos de seleccionar entre 
los diferentes fondos de pensiones disponibles.

Que el esquema de comisiones de administra-
ción de los recursos de los fondos de pensiones obli-
gatorias, permitan el cobro de comisiones razonables 
por parte de las administradoras, que, entre otros as-
pectos, tenga en cuenta el desempeño de los portafo-
lios administrados así como el recaudo de aportes.

l) Que los recursos de los fondos de cesantías se 
inviertan en portafolios de inversión que respondan a 
la naturaleza y objetivo de ese auxilio y a la expectati-
va de permanencia de tales recursos en dichos fondos.

m) Que en el comercio transfronterizo de tales ac-
-

cieros y de seguros en territorio colombiano a través 
de sucursales de entidades del exterior, se protejan 
adecuadamente los intereses de los residentes en el 
país y la estabilidad del sistema.

n)
seguros por parte de la población de menores recursos 
y de la pequeña, mediana y microempresa.

o) Que las entidades vigiladas, las asociaciones 
gremiales, las asociaciones de consumidores debi-
damente reconocidas y las autoridades que ejercen 

implementen mecanismos encaminados a lograr una 
adecuada educación sobre los productos, servicios y 

p) Incentivar la adecuada participación de las aso-
ciaciones de Consumidores Financieros en la formula-
ción de las disposiciones que los afecten.

Artículo 24. 
Modifícase el literal i) y adiciónanse los siguientes 
literales al artículo 48 del Estatuto Orgánico del Siste-
ma Financiero:

“i) Determinar de manera general relaciones patri-
moniales u otros indicadores que permitan inferir un 
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para subsanarlo se adopten programas de recuperación 
o se apliquen de manera automática y gradual medi-
das apropiadas, todo ello en la forma, condiciones, 

Las medidas que se contemplen podrán incluir, entre 
otras, las previstas por el artículo 113 de este estatuto, 
la reducción forzosa de capital a una cifra no inferior 
al valor del patrimonio neto, la colocación obligatoria 
de acciones sin sujeción al derecho de preferencia, la 
enajenación forzosa de activos, la prohibición de dis-
tribuir utilidades, la creación de mecanismos tempo-
rales de administración con o sin personería jurídica 
con el objeto de procurar la optimización de la gestión 
de los activos para responder a los pasivos, la combi-
nación de cualquiera de las mencionadas u otras que 

el gobierno. Contra los actos administrativos que se 
adopten en desarrollo de esta facultad sólo procederá 
el recurso de reposición, que no suspenderá el cum-
plimiento inmediato de las mismas. Respecto de estas 
medidas aplicará el principio de revelación dirigida 
contenido en el literal d) del numeral 1 del artículo 
208 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 

m) Establecer las normas pertinentes para la ges-
tión, por parte de las sociedades administradoras, tan-
to en el periodo de acumulación como en el de desacu-
mulación, de diferentes fondos de pensión en el régi-
men de ahorro individual con solidaridad, incluyendo 

exceder de cuatro (4), incluyendo el fondo especial de 
retiro programado; ii) los regímenes de inversión de 
cada fondo, que entre otros deberán considerar tipos 
y porcentaje de activos admisibles según el nivel de 
riesgo; iii) la rentabilidad mínima aplicable a estos de 
conformidad con lo previsto en el artículo 101 de la 
Ley 100 de 1993; iv) las reglas obligatorias y supleti-
vas de asignación de las cuentas de ahorro individual a 
los distintos fondos, que deberán considerar los apor-

-
dos y vi) el régimen de ajuste gradual al esquema de 
“multifondos”.

En desarrollo de lo establecido en este literal se 
autoriza al Gobierno Nacional para diseñar y regla-
mentar un esquema de multifondos en el Régimen de 
Ahorro Individual con Solidaridad, compuesto, en su 
etapa de acumulación, por tres (3) fondos, conserva-
dor, moderado y de mayor riesgo y, en su etapa de des-
acumulación un fondo especial para los pensionados 
de retiro programado.

n) Determinar el esquema de comisiones por la 
administración de los recursos de los fondos de pen-
siones obligatorias, que en cuanto a la comisión por 
aportes obligatorios deberá incorporar un componente 
calculado sobre los aportes y otro sobre el desempeño 
de los diferentes fondos de pensiones que incentive la 
mejor gestión por parte de las administradoras.

o) Establecer las normas pertinentes para la admi-
nistración de los portafolios de inversión de los fondos 
de cesantía, incluyendo los regímenes de inversión de 
cada uno de ellos, los cuales deberán considerar, entre 
otros, tipos y porcentaje de activos admisibles según 
el plazo y el nivel de riesgo, la rentabilidad mínima 
aplicable a estos de conformidad con lo previsto en el 
artículo 101 de la Ley 100 de 1993, las reglas obliga-
torias y supletivas de asignación de las cuentas indivi-
duales a los portafolios, así como las posibilidades de 

los portafolios de inversión y el régimen de ajuste gra-
dual al nuevo esquema. 

p) Establecer las normas generales sobre la in-

régimen de ahorro individual con solidaridad y a los 

instrucciones particulares que sobre la materia pueda 
impartir la Superintendencia Financiera de Colombia.

q) Regular la prestación transfronteriza de servi-

-
lombiano a través de sucursales de entidades del ex-
terior.

r) Dictar normas y establecer instrumentos que 

y a los que involucren el manejo, aprovechamiento e 
inversión de recursos captados del público, por par-
te de la población de menores recursos, la pequeña, 
mediana y microempresa, así como las condiciones 
y mecanismos que permitan el desarrollo de dichos 
servicios por parte de las entidades que realizan tales 
actividades.

s) Establecer las normas pertinentes para incentivar 
que las instituciones vigiladas, las asociaciones gre-
miales, las asociaciones de consumidores, las institu-
ciones públicas que realizan la intervención del Estado 

-
torregulación, puedan, entre otros instrumentos, cele-
brar acuerdos con instituciones universitarias acredi-
tadas para la estructuración y desarrollo de programas 

común, de corta duración y bajo costo.
T I T U L O III

DE LA ESTRUCTURA DEL SISTEMA 
FINANCIERO

Artículo 25. A 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las 

-
nominarse “Compañías de Financiamiento” y todas 
las disposiciones vigentes referidas a aquellas, inclui-
das las previstas en el Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, se entenderán referidas a estas.

-
tentes a la entrada en vigencia de la presente ley ten-

-
nominación y deberán anunciarse siempre utilizando 
la denominación “Compañía de Financiamiento”.

Artículo 26. 
Modifícase el literal 

e) y adiciónese un nuevo literal al artículo 7° del Esta-
tuto Orgánico del Sistema Financiero, así:

“e) Otorgar crédito, incluidos préstamos para reali-
zar operaciones dirigidas a adquirir el control de otras 
sociedades o asociaciones, sin perjuicio de lo previsto 
en el literal c) del artículo 10 del presente estatuto.

o) Realizar operaciones de leasing y arrendamien-
to sin opción de compra”.

Parágrafo. Autorízase a los establecimientos ban-
carios para manejar las cuentas de ahorro programado 
obligatorio previstas en el literal b) del numeral 4 del 
artículo 40 de la Ley 1151 de 2007.

Artículo 27. -
 Corresponderá al 

Gobierno Nacional establecer el capital mínimo para 
la constitución de sociedades administradoras de in-
versión y los mecanismos colaterales que podrán com-
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plementarlo, sin perjuicio de las facultades previstas 
en el numeral c) del artículo 4° de la Ley 964 de 2005.

El Gobierno Nacional podrá establecer requisitos 
de capital mínimo diferentes para las sociedades ad-
ministradoras de inversión que sólo administren fon-
dos de capital privado.

Artículo 28. Adiciónase el numeral 1 del artículo 
270 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero con 
los siguientes literales:

“h) Prestar el servicio de asistencia técnica, estruc-

i) Administrar títulos de terceros.
j) Emitir avales y garantías tanto a entidades vigi-

ladas por la Superintendencia Financiera como a otras 
que disponga el Gobierno Nacional”.

Artículo 29. Modifícase el parágrafo del literal b) 
del numeral 3 del artículo 270 del Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“Parágrafo. El Gobierno Nacional podrá autorizar 
-

ter, para crear líneas de crédito con tasa compensada, 
incluidas líneas dirigidas a promover el microcrédito, 
siempre y cuando los recursos equivalentes al monto 
del subsidio provengan de la Nación, entidades públi-
cas, entidades territoriales o entidades privadas, previa 
aprobación y reglamentación de su Junta Directiva.

Para el efecto, se requerirá que previamente se ha-
yan incluido en el presupuesto nacional partidas equi-
valentes al monto del subsidio o que se garantice el 
aporte de los recursos necesarios para compensar la 
tasa”.

Artículo 30. Modifícase el artículo 271 del Esta-
tuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará 
así:

“Artículo 271. La Financiera de Desarrollo Terri-

forzosas y no distribuirá utilidades en dinero efectivo 
entre sus socios. Así mismo, estará sujeta al régimen 
de encaje y de seguro de depósito cuando las captacio-
nes que realice se encuentren bajo las condiciones que 
para el efecto señale el Gobierno Nacional. 

Las Entidades públicas de desarrollo regional no 
estarán sometidas al régimen de encajes, ni a inver-
siones forzosas y no distribuirán utilidades entre sus 
socios”.

Artículo 31. Modifícase el numeral 2 del artículo 
277 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el 
cual quedará así:

“2. Títulos de Ahorro Educativo. El Instituto Co-
lombiano de Crédito Educativo y Estudios Técnicos 
en el Exterior, Icetex, está autorizado para que direc-

mantenga en circulación, Títulos de Ahorro Educativo 
(TAE) con las siguientes características:

a) Los Títulos de Ahorro Educativo (TAE), son tí-
tulos valores que incorporan el derecho a futuro de 
asegurar a su tenedor, que el Icetex cancelará a su pre-
sentación y en cuotas iguales a las pactadas al mo-
mento de su suscripción, el valor de los costos de ma-
trícula, de textos y de otros gastos académicos, que el 
título garantice. 

b) Son títulos nominativos. 
c) El vencimiento de estos títulos será hasta de 24 

años. Las acciones para el cobro de los intereses y del 
capital del título prescribirán en cinco (5) años conta-
dos desde la fecha de su exigibilidad.

d) El valor de cada título podrá ser pagado íntegra-
mente al momento de la suscripción o por instalamen-
tos con plazos entre 12 y 60 meses. 

Parágrafo 1º. Las emisiones de los títulos a que se 

Junta Directiva del Icetex y el concepto favorable del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

Parágrafo 2º. El monto total de las emisiones po-
drá ser hasta de una (1) vez el patrimonio neto del Ice-
tex, determinado por la Superintendencia Financiera 
de Colombia.”

Artículo 32. Modifícase el inciso 2° del numeral 
1 del artículo 279 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, el cual quedará así:

estará exento de realizar inversiones forzosas. Así 
mismo estará sujeto al régimen de encaje y de seguro 
de depósito cuando las captaciones que realice se en-
cuentren bajo las condiciones que para el efecto señale 
el Gobierno Nacional”.

Artículo 33. Modifícase el tercer inciso del nume-
ral 3 del artículo 283 del Estatuto Orgánico del Siste-
ma Financiero el cual quedará así:

“La Nación, a través del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo podrá transferir recursos destina-
dos a la promoción de las exportaciones, la inversión 
extranjera y el turismo, al patrimonio autónomo Fidei-

Artículo 34. -

Tres meses después de la entrada 
en vigencia de esta ley las casas de cambio se denomi-
narán “sociedades de intermediación cambiaria y de 

Estas entidades estarán autorizadas a realizar, ade-
más de las operaciones permitidas bajo el régimen 
cambiario y en los términos y condiciones que señale 
el Gobierno Nacional, pagos, recaudos, giros y trans-
ferencias nacionales en moneda nacional. Así mismo, 
podrán actuar como corresponsales no bancarios.

Corresponderá al Gobierno Nacional establecer 
el régimen aplicable a estas entidades, incluido su 
régimen de autorización, patrimonio y obligaciones 
especiales.

Artículo 35. Modifícase el artículo 3° del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, el cual quedará así:

“Artículo 3°. -
ros.

1. Clases. Para los efectos del presente Estatuto 

sociedades administradoras de fondos de pensiones y 
de cesantías y las sociedades de intermediación cam-

tienen por función la realización de las operaciones 
previstas en el régimen que regula su actividad. 

2. Naturaleza. -

T I T U L O IV
DE LA PROMOCION DE LAS MICROFINANZAS

Artículo 36. .
Adiciónase el siguiente parágrafo al artículo 41 de la 
Ley 454 de 1998: 
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“Parágrafo 3º. En los términos que señale el Go-
bierno Nacional y bajo circunstancias excepcionales, 
las cooperativas de ahorro y crédito y las multiac-
tivas e integrales con sección de ahorro y crédito, 
podrán extender la prestación de sus servicios a per-
sonas jurídicas que por su naturaleza no puedan aso-
ciarse en los términos de la ley cooperativa, que se 
encuentren domiciliadas en una localidad donde la 

o un corresponsal.
La prestación de tales servicios requerirá en to-

dos los casos de la aprobación previa y expresa de 
la Superintendencia de la Economía Solidaria, que 
la impartirá únicamente cuando se cumplan los re-
quisitos establecidos por el Gobierno Nacional. En 
todo caso, sólo podrá otorgarse dicha autorización 
cuando no existan establecimientos de crédito en la 
respectiva localidad y se verifique que los servicios 
que prestará la cooperativa contribuirán efectiva-
mente a la canalización de ahorros hacia inversio-
nes productivas y a facilitar las transacciones entre 
agentes económicos. 

Tratándose de productos pasivos como cuentas de 
ahorros o depósitos a término, el monto máximo que 
podrá recibirse de las personas jurídicas a que se re-

determine el Gobierno Nacional.
En el evento en que, con posterioridad al otorga-

miento de la autorización mencionada, un estableci-
miento de crédito inicie la prestación de servicios en 
la respectiva localidad, la correspondiente cooperativa 
deberá abstenerse de realizar nuevas operaciones con 

La cooperativa que reciba recursos de terceros con 
violación a lo previsto en este parágrafo será objeto 
de las sanciones administrativas correspondientes, sin 
perjuicio de las consecuencias penales a que hubiere 
lugar”.

Artículo 37. Adiciónese el siguiente parágrafo al 
artículo 45 de la Ley 454 de 1998: 

“Parágrafo. -
tes de un proceso de especialización, podrán utilizar 
el logo y los símbolos de la cooperativa que les dio 
origen, de acuerdo con las instrucciones que imparta 
la Superintendencia Financiera de Colombia”. 

Artículo 38. -
El Gobierno Nacional creará una línea de crédito 

de redescuento para operaciones de microcrédito, con 
las condiciones y características propias del sector al 

estime conveniente.
Artículo 39. 

-
El Gobierno Nacional a través del 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público podrá im-
partir instrucciones al Banco de la República, en su 
calidad de administrador del Fondo de Reserva para 

para que con los recursos de dicho Fondo continúe 
realizando operaciones de tesorería, incluyendo, a 
partir de la entrada en vigencia de la presente ley, a 
las entidades sometidas a inspección y vigilancia de la 
Superintendencia Financiera de Colombia distintas a 

Nacional, así como las carteras colectivas administra-
das por estas.

T I T U L O V
DEL FONDO DE GARANTIAS 

DE INSTITUCIONES FINANCIERAS
Artículo 40. Modifícase el literal b) del artículo 

296 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el 
cual quedará así:

“b) Llevar a cabo el seguimiento de la actividad de 
-

das por la Superintendencia Financiera de Colombia, 
tanto de las que sean objeto de liquidación forzosa ad-
ministrativa dispuesta por la misma Superintendencia, 

haya sido dispuesta por el Gobierno Nacional; así 
como las liquidaciones voluntarias mientras registren 
pasivo con el público. Se exceptuarán de seguimiento 
las entidades que mediante normas de carácter gene-
ral determine el Gobierno Nacional y aquellas cuyo 
seguimiento corresponda a Fogacoop. Para el desarro-
llo de la función aquí señalada el Fondo observará las 
normas que regulan tales procesos, según la modali-
dad adoptada, seguimiento que se llevará a cabo hasta 
que termine la existencia legal de la entidad o, en su 
caso, hasta que se disponga la restitución de la entidad 
a los accionistas, una vez pagado el pasivo externo, en 
los términos del numeral 2 del artículo 116 del presen-
te Estatuto.

En ningún caso deberá entenderse que la facultad 
de seguimiento del Fondo se extiende al otorgamiento 
o celebración de operaciones de apoyo que impliquen 
desembolso de recursos por parte del Fondo, respecto 

-
metidas a proceso liquidatorio.

A partir de la vigencia de la presente ley, las enti-
-

les el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras 
deba realizar seguimiento a la gestión del liquidador, 
deberán pagar a favor del Fondo las tarifas que para 
el efecto establezca el Gobierno Nacional mediante 
normas de carácter general. En todo caso, tales tarifas 
deberán ser cubiertas por la entidad respectiva, con 
cargo a los gastos de administración. Tratándose de 

-
ción voluntaria, el seguimiento por parte del Fondo 
se llevará a cabo hasta que termine la existencia legal 
de la entidad o hasta que se entreguen los activos re-
manentes a los accionistas, una vez pagado el pasivo 
externo”.

En ningún caso deberá entenderse que la facultad 
de seguimiento del Fondo se extiende al otorgamiento 
o celebración de operaciones de apoyo que impliquen 
desembolso de recursos por parte del Fondo, respecto 

-
metidas a proceso liquidatorio.

A partir de la vigencia de la presente ley, las enti-
-

les el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras 
deba realizar seguimiento a la gestión del liquidador, 
deberán pagar a favor del Fondo las tarifas que para 
el efecto establezca el Gobierno Nacional mediante 
normas de carácter general. En todo caso, tales tarifas 
deberán ser cubiertas por la entidad respectiva, con 
cargo a los gastos de administración. Tratándose de 

-
ción voluntaria, el seguimiento por parte del Fondo 
se llevará a cabo hasta que termine la existencia legal 
de la entidad o hasta que se entreguen los activos re-
manentes a los accionistas, una vez pagado el pasivo 
externo”.
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Artículo 41. Modifícase el inciso 1° del numeral 
2 del artículo 316 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, el cual quedará así:

“2. Objeto. El objeto general del Fondo de Garan-
tías de Instituciones Financieras consistirá en la pro-

-
-

do el equilibrio y la equidad económica e impidiendo 

otra naturaleza de los accionistas y administradores 

y procurando minimizar la exposición del patrimonio 
propio del Fondo o de las reservas que este administra, 
a las pérdidas. Dentro de este objeto general, el Fondo 
tendrá las siguientes funciones.”

Artículo 42. 
Modifícase

el numeral 1 del artículo 317 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, el cual quedará así: 

“1. Instituciones que deben inscribirse. Deberán 
inscribirse obligatoriamente en el Fondo de Garantías 

-
tradoras de fondos de pensiones, las sociedades admi-
nistradoras de fondos de cesantías, las compañías de 
seguros de vida que operan los ramos de pensiones 
previstas en la Ley 100 de 1993, seguros previsionales 
de invalidez y sobrevivencia, riesgos profesionales y 
planes alternativos de pensiones y las demás entidades 
cuya constitución sea autorizada por la Superintenden-
cia Financiera de Colombia y respecto de las cuales la 
ley establezca la existencia de una garantía por parte 
del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras”.

Artículo 43. Adiciónase un numeral al artículo 
318 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el 
cual quedará así:

“4. Inspección y Vigilancia. De conformidad con 
la reglamentación especial que para el efecto expida el 
Gobierno Nacional, la Superintendencia Financiera de 
Colombia ejercerá la inspección, vigilancia y control 
del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, 
acorde con el objeto y naturaleza única del mismo”.

Artículo 44. Adiciónase el literal l) del numeral 
1 del artículo 320 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero con un segundo inciso así:

“Adicionalmente, las mencionadas autoridades pú-
blicas deberán compartir con el Fondo la información 
que este requiera para el cabal cumplimiento de su ob-
jeto. En todo caso, la información que le sea suminis-
trada al Fondo que esté sujeta a reserva, conservará tal 
carácter y el Fondo se obliga a preservarla”.

T I T U L O VI
DEL REGIMEN FINANCIERO DE LOS FONDOS 

DE PENSION OBLIGATORIA Y CESANTIA
Artículo 45. Adiciónese el artículo 14 de la Ley 

100 de 1993, con el siguiente parágrafo:
“Parágrafo. El Gobierno Nacional podrá esta-

blecer mecanismos de cobertura que permitan a las 
aseguradoras cubrir el riesgo del incremento que con 
base en el aumento del salario mínimo legal mensual 
vigente, podrían tener las pensiones de renta vitalicia 
inmediata y renta vitalicia diferida de que tratan los 
artículos 80 y 82 de esta ley, en caso de que dicho 
incremento sea superior a la variación porcentual del 

DANE para el respectivo año. El Gobierno Nacional 

determinará los costos que resulten procedentes en la 
aplicación de estos mecanismos de cobertura”.

Artículo 46. Adiciónase el artículo 20 de la Ley 
100 de 1993, con el siguiente parágrafo:

“Parágrafo 3º. El Gobierno Nacional reglamen-
tará la organización y administración de los recursos 
que conforman el patrimonio autónomo del Fondo de 
Garantía de Pensión Mínima del Régimen de Ahorro 
Individual con Solidaridad”.

Artículo 47. Adiciónase un inciso 3° al artículo 59 
de la Ley 100 de 1993, el cual quedará así:

“En este régimen las administradoras ofrecerán 
diferentes fondos de pensiones, esquema “Multifon-

aquellos que se ajusten en mejor forma a sus edades 

gestión de los recursos por parte de la administradora, 

la modalidad de retiro programado, si es del caso”.
Artículo 48. Modifícase los literales c) y, d) del 

artículo 60 de la Ley 100 de 1993, los cuales quedarán 
así:

“c) -
ladarse libremente entre entidades administradoras y 
entre los fondos de pensiones gestionados por ellas 
según la regulación aplicable para el efecto, así como 
seleccionar la aseguradora con la cual contraten las 
rentas o pensiones;

En todo caso, dentro del esquema de multifondos, 
-

ción al fondo moderado o conservador, para aquellos 

reglas de asignación que tendrán en cuenta la edad y 

Así mismo, la administradora tendrá la obligación 
-

gaciones de manera tal que les permitan la adopción 
-

berá manifestar de forma libre y expresa a la adminis-
tradora correspondiente, que entiende las consecuen-
cias derivadas de su elección en cuanto a los riesgos y 

d) El conjunto de las cuentas individuales de ahorro 
pensional constituye un patrimonio autónomo propie-

el cual es independiente del patrimonio de la entidad 
administradora;

Los recursos de las cuentas individuales estarán 
invertidos en fondos de pensiones cuyas condiciones 
y características serán determinadas por el Gobierno 

Artículo 49. Modifícase el artículo 63 de la Ley 
100 de 1993, el cual quedará así:

“Artículo 63. 
 Las cotizaciones obligatorias y voluntarias 

se abonarán a la cuenta individual de ahorro pensional 

que este elija o a los que sea asignado de acuerdo con 
la reglamentación que expida el Gobierno Nacional, 
de forma que la cuenta estará conformada por las sub-
cuentas que incorporarán lo abonado en cada fondo.
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por lo menos trimestralmente, un extracto que registre 
las sumas depositadas, sus rendimientos y saldos, así 
como el monto de las comisiones cobradas y de las 
primas pagadas, consolidando las subcuentas que los 

administrados.
Las sumas existentes en las cuentas individuales 

de ahorro pensional, sólo podrán ser utilizadas para 
acceder a las pensiones de que trata este título, salvo 
lo dispuesto en los artículos 85 y 89 de la presente ley.

Parágrafo. Para todos los efectos, cuando se haga 
relación al concepto de cuenta individual o cuenta 
individual de ahorro pensional, tal referencia corres-
ponderá a la suma de las subcuentas individuales que 

Artículo 50. Modifícase el artículo 97 de la Ley 
100 de 1993, el cual quedará así:

“Artículo 97. -
 Los fondos de pensiones, confor-

mados por el conjunto de las cuentas individuales de 
ahorro pensional y los que resulten de los planes al-
ternativos de capitalización o de pensiones, así como 
los intereses, dividendos o cualquier otro ingreso ge-
nerado por los activos que los integren, constituyen 

independientes del patrimonio de la administradora.
Cada administradora podrá gestionar los diferen-

tes fondos de pensiones determinados por el Gobierno 
Nacional.

La contabilidad de los fondos de pensiones se suje-
tará a las reglas que para el efecto expida la Superin-
tendencia Financiera de Colombia.

Parágrafo. Para todos los efectos, cuando en la 
normatividad se haga mención al concepto de fondo 
de pensiones, tal referencia se entenderá efectuada a 
cada uno de los diferentes fondos gestionados por las 
administradoras en los términos que señale el Gobier-
no Nacional. 

No obstante, se entenderá que todos los fondos 
gestionados conforman una sola universalidad para 
efectos de la aplicación de las normas de participa-

del fondo, reglamento y plan de pensiones y cesión de 
fondos, así como en los demás casos que determine el 
Gobierno Nacional”.

Artículo 51. 
Modifícase el artículo 100 de la Ley 100 

de 1993, el cual quedará así:
“Artículo 100.  Con el 

de los recursos del sistema, las administradoras los in-
vertirán en las condiciones y con sujeción a los límites 
que para el efecto establezca el Gobierno Nacional, 
los cuales deberán considerar, entre otros, tipos y por-
centaje de activos admisibles según el nivel de riesgo.

En cualquier caso, las inversiones en Títulos de 
Deuda Pública no podrán ser superiores al cincuenta 
por ciento (50%) del valor de los recursos de los fon-
dos de pensiones.

Dentro del esquema de multifondos, particular-

riesgo, el Gobierno Nacional establecerá su régimen 
de inversiones con el objetivo de procurar la mejor 

-
perintendencia Financiera ejercerá una estricta vigi-
lancia al cumplimiento de la composición del portafo-

lio de dicho fondo, según lo dispuesto por el Gobierno 

que deban acreditar las personas jurídicas que sean 
destinatarias de inversión o colocación de recursos de 
los fondos de pensiones.

Las normas que establezca el Gobierno Nacional 
sobre la inversión de los recursos del sistema debe-
rán contemplar la posibilidad de invertir en activos 

en títulos provenientes de titularización de cartera de 
microcrédito y en títulos de deuda de empresas que 
se dedican a la actividad del microcrédito, de acuerdo 
con los límites, requisitos y condiciones que se deter-
minen para el efecto”.

Artículo 52. Modifícase el artículo 101 de la Ley 
100 de 1993, el cual quedará así:

“Artículo 101. La totali-
dad de los rendimientos obtenidos en el manejo de los 
fondos de pensiones, una vez aplicadas las comisiones 
por mejor desempeño a que haya lugar, será abonada 
en las cuentas de ahorro pensional individual de los 

una de ellas y de la permanencia de las mismas duran-
te el respectivo período. 

Las sociedades administradoras de fondos de pen-
-

dad mínima de cada uno de los fondos de pensiones, la 
cual será determinada por el Gobierno Nacional.

En igual forma, deberán garantizar a los afilia-
dos a los fondos de cesantías una rentabilidad míni-
ma de cada uno de los portafolios de inversión ad-
ministrados, que será determinada por el Gobierno 
Nacional.

En el caso de los fondos de cesantías, tratándose 

recursos de corto plazo destinados a atender las soli-
citudes de retiros anticipados, la rentabilidad mínima 
deberá tener como referente la tasa de interés de corto 
plazo o un indicador de corto plazo que el Gobierno 
Nacional determine, en los términos y condiciones 
que el mismo establezca.

En aquellos casos en los cuales no se alcance la 
rentabilidad mínima, las sociedades administradoras 
deberán responder con sus propios recursos, afectan-
do inicialmente la reserva de estabilización de rendi-

sociedades.
Parágrafo 1º. Cuando en cualquier disposición se 

haga mención a la rentabilidad mínima del fondo o 
fondos de pensiones, se entenderá que la misma está 
referida a la rentabilidad de cada uno de los fondos 
de pensiones cuya gestión se autoriza a las sociedades 
administradoras.

Parágrafo 2º. Para todos los efectos, cuando en la 
normatividad se haga mención a la reserva o cuenta 
especial de estabilización de rendimientos de los fon-
dos de pensiones, se entenderá que se hace referencia, 
indistintamente, a la o las reservas de estabilización 
que determine el Gobierno Nacional al momento de 
establecer las normas pertinentes para la gestión del 
esquema de “multifondos”, para todos o cada uno de 
los fondos de pensiones.

Igualmente, en los casos en que la normatividad 
haga mención a la reserva de estabilización de ren-
dimientos de los fondos de cesantía, tal referencia se 
entenderá hecha a la o las reservas de estabilización 
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que para todos o cada uno de los portafolios de in-
versión de los fondos de cesantía señale el Gobierno 
Nacional”.

Artículo 53. Modifícase el artículo 104 de la Ley 
100 de 1993, el cual quedará así:

“Artículo 104. . Las administradoras 

incluida la comisión de administración de cotizacio-
nes voluntarias de que trata el artículo 62 de esta ley, 

por la Superintendencia Financiera de Colombia, la 
cual deberá seguir el procedimiento que señale el Go-
bierno Nacional para el efecto. Dicho procedimiento 
deberá contemplar la revisión periódica de tales mon-
tos y condiciones con base en estudios técnicos.

Tratándose de la comisión de administración de 
aportes obligatorios, la misma incorporará un compo-
nente calculado sobre el ingreso base de cotización, el 
cual se sujetará a los límites consagrados en el artículo 
20 de esta ley, y otro calculado sobre el desempeño 
de los diferentes fondos de pensiones que incentive la 
mejor gestión de los recursos por parte de las admi-
nistradoras.

En ningún caso el ciento por ciento (100%) de la 
comisión total de administración de aportes obligato-
rios será calculado sobre el ingreso base de cotización.

No obstante lo establecido en el inciso 1° de este 
artículo, corresponderá al Gobierno Nacional regla-
mentar las condiciones y montos del componente de 
la comisión de administración de aportes obligatorios 
calculado sobre el mejor desempeño de los fondos de 
pensiones gestionados”.

Artículo 54. Modifícase el inciso 2° del artículo 
108 de la Ley 100 de 1993, el cual quedará así:

“El Gobierno Nacional determinará la forma y 
condiciones como las sociedades administradoras de 
fondos de pensiones del régimen de ahorro individual 
con solidaridad deberán contratar los seguros provi-
sionales para el pago de las pensiones de invalidez y 
sobrevivencia”.

Artículo 55. -
 Modifícase el 

literal d) del artículo 14 del Decreto-ley 656 de 1994, 
el cual quedará así:

“d) Invertir los recursos del sistema en las condi-
ciones y con sujeción a los límites que para el efecto 
establezca el Gobierno Nacional”.

Artículo 56. 

Modifícanse los literales b), d) e i) del artículo 25 del 
Decreto-ley 656 de 1994, los cuales quedarán así:

“b) Conceder créditos a cualquier título con recur-
sos correspondientes a cualquiera de los fondos que 
administren, con excepción de las operaciones de re-
porto activo que podrán efectuarse en las condiciones 
que al efecto autorice el Gobierno Nacional. 

“d) Celebrar con los activos de los fondos opera-
ciones de reporto pasivo en una cuantía superior a la 

-
rentes de los permitidos por este.

“i) Realizar operaciones entre los diferentes fon-
dos que administran, salvo las derivadas del traslado 

una misma administradora, en los términos que deter-
mine el Gobierno Nacional.

Así mismo, sólo se podrán efectuar operaciones 
entre los portafolios de inversión del fondo de cesan-

establezca el Gobierno Nacional”.
Artículo 57. 

 Sin perjuicio de las garantías 
previstas en los artículos 99 y 109 de la Ley 100 de 
1993, y en desarrollo de lo previsto por el artículo 48 
de la Constitución Política, la Nación garantizará a los 

-
gimen de Ahorro Individual con Solidaridad, a través 
del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, 
un rendimiento acumulado equivalente a la variación 

por el DANE, de manera que la rentabilidad real de 
los aportes, calculada al momento del reconocimiento 
de la pensión de vejez, nunca sea negativa. 

reconocimiento de la pensión de vejez, la sociedad ad-
ministradora a la cual se encuentre vinculado calculará 
el valor de todos los aportes realizados, ajustando cada 
uno de ellos de conformidad con la variación del IPC 
que corresponda desde la fecha de cada aporte hasta 
la fecha de reconocimiento de la pensión y comparará 
dicho resultado con el saldo acreditado en su cuenta 
individual sin incluir en esta el valor del bono pen-
sional, si hubiere lugar a este. En caso de que el saldo 
de la respectiva cuenta individual sea inferior al valor 
de los aportes ajustados por IPC, la Nación, a través 
del Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, 
procederá a cubrir dicha diferencia, en la oportunidad 
y forma que determine el Gobierno Nacional.

que solicite su pensión haya cumplido la edad prevista 
en la ley para tener acceso a la garantía de pensión 
mínima de vejez en el régimen de ahorro individual 
con solidaridad.

Parágrafo. El Fondo de Garantías de Instituciones 
Financieras establecerá, con base en criterios técnicos 
de proporcionalidad respecto del riesgo asumido, el 
valor que por concepto de primas cobrará para el cu-
brimiento de la garantía de que trata el presente ar-
tículo. El costo de la prima de la garantía de poder 
adquisitivo constante podrá asumirse con cargo a los 
recursos Fondo de Garantía de Pensión Mínima o al 
Presupuesto General de la Nación, según determine el 
Gobierno Nacional.

Artículo 58. -
 Modifícase el literal d) del 

artículo 31 del Estatuto Orgánico del Sistema Finan-
ciero, y adiciónese un nuevo literal j) a dicho artículo, 
los cuales quedarán así:

“d) Invertir los recursos de los fondos en valores 
de adecuada rentabilidad, seguridad y liquidez, en las 
condiciones y con sujeción a los límites que para el 
efecto establezca el Gobierno Nacional, para lo cual 
podrá establecer dos (2) tipos de portafolios de inver-
sión, uno de corto y otro de largo plazo”.

“j) -
tías dos (2) portafolios de inversión, uno de corto y 
otro de largo plazo, en las condiciones y con sujeción 
a los límites que para el efecto establezca el Gobierno 
Nacional”.

Artículo 59. Modifícanse los literales f) y g) del 
numeral 1 del artículo 170 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, los cuales quedarán así:
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“f) -

condiciones que determine el Gobierno Nacional, y
g) Otros valores que ofrezca el mercado en las con-

diciones que autorice el Gobierno Nacional”.
Artículo 60. Cuando en cualquier disposición se 

haga referencia o se remita al régimen de inversión 
y/o a la rentabilidad mínima de los fondos de pensio-
nes obligatorias, se entenderá que tal referencia hace 
relación al régimen de inversión y/o a la rentabilidad 
mínima del tipo de fondo de pensiones que determine 
el Gobierno Nacional.

En el evento en que se haga referencia o remisión 
al régimen de inversión y/o a la rentabilidad mínima 
de los fondos de cesantía, tal referencia se predica-
rá del régimen de inversiones y/o de la rentabilidad 
mínima del portafolio de inversión de largo plazo de 
tales fondos.

T I T U L O VII
DE LA LIBERALIZACION COMERCIAL 

EN MATERIA DE SERVICIOS FINANCIEROS
Artículo 61. -
 Modifícase el artículo 39 del Estatuto Orgánico 

del Sistema Financiero, el cual quedará así:
“Artículo 39. Salvo lo 

previsto en los parágrafos del presente artículo, que-
da prohibido celebrar en el territorio nacional opera-
ciones de seguros con entidades extranjeras no auto-
rizadas para desarrollar la actividad aseguradora en 
Colombia o hacerlo con agentes o representantes que 
trabajen para las mismas. Las personas naturales o ju-
rídicas que contravengan lo dispuesto en el presente 
artículo quedarán sujetas a las sanciones previstas en 
el artículo 208 del presente Estatuto.

Parágrafo 1º. Las compañías de seguros del exte-
rior podrán ofrecer en el territorio colombiano o a sus 
residentes, única y exclusivamente, seguros asociados 
al transporte marítimo internacional, la aviación co-
mercial internacional y el lanzamiento y transporte es-
pacial (incluyendo satélites), que amparen los riesgos 
vinculados a las mercancías objeto de transporte, el 
vehículo que transporte las mercancías y la responsa-
bilidad civil que pueda derivarse de los mismos, así 
como seguros que amparen mercancías en tránsito in-
ternacional.

La Superintendencia Financiera de Colombia po-
drá establecer la obligatoriedad del registro de las 
compañías de seguros del exterior que pretendan ofre-
cer estos seguros en el territorio nacional o a sus re-
sidentes.

Salvo lo previsto en el presente parágrafo, las 
compañías de seguros del exterior no podrán ofrecer, 
promocionar o hacer publicidad de sus servicios en el 
territorio colombiano o a sus residentes.

Parágrafo 2º. Toda persona natural o jurídica, re-
sidente en el país, podrá adquirir en el exterior cual-
quier tipo de seguro, con excepción de los siguientes:

a) Los seguros relacionados con el sistema de se-
guridad social, tales como los seguros previsionales 
de invalidez y muerte, las rentas vitalicias o los segu-
ros de riesgos profesionales.

b) Los seguros obligatorios;
c) Los seguros en los cuales el tomador, asegurado 

-
sición del respectivo seguro que cuenta con un seguro 

obligatorio o que se encuentra al día en sus obligacio-
nes para con la seguridad social, y

d) Los seguros en los cuales el tomador, asegura-
-

tante, el Gobierno Nacional podrá establecer, por vía 
general, los eventos y las condiciones en las cuales las 
entidades estatales podrán contratar seguros con com-
pañías de seguros del exterior”.

Artículo 62. -
 Adiciónase un numeral al artículo 40 

del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, así:
“4. Corredores de seguros del exterior. Los co-

rredores de seguros del exterior podrán realizar labo-
res de intermediación en el territorio colombiano o a 
sus residentes únicamente en relación con los seguros 
previstos en el parágrafo 1° del artículo 39 del presen-
te Estatuto”.

Artículo 63. Adiciónese el artículo 41 del Estatu-
to Orgánico del Sistema Financiero, con el siguiente 
numeral:

“7. Prohibición de vender, ofrecer, promocionar y 
hacer publicidad de pólizas de seguros de entidades 
extranjeras. Los agentes de seguros podrán realizar la-
bores de intermediación de seguros de compañías ex-
tranjeras en el territorio colombiano o a sus residentes, 
únicamente en relación con los seguros previstos en 
el parágrafo 1° del artículo 39 del presente estatuto”.

Artículo 64. -
Modifícase el numeral 3 del artículo 108 

del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual 
quedará así:

“3. Autorización estatal para desarrollar la acti-
vidad aseguradora. Salvo lo previsto en el parágrafo 
primero del artículo 39 del presente Estatuto y en nor-
mas especiales, sólo las personas previamente autori-
zadas por la Superintendencia Financiera de Colombia 
se encuentran debidamente facultadas para ocuparse 
de negocios de seguros en Colombia. En consecuencia 
se prohíbe a toda persona natural o jurídica distinta de 
ellas el ejercicio de la actividad aseguradora.

Los contratos y operaciones celebrados en contra-
vención a lo dispuesto en este numeral no producirán 
efecto legal, sin perjuicio del derecho del contratante 
o asegurado de solicitar el reintegro de lo que haya 
pagado; de las responsabilidades en que incurra la per-
sona o entidad de que se trate frente al contratante, al 

a que se haga acreedora por el ejercicio ilegal de una 
actividad propia de las personas vigiladas por la Su-
perintendencia Financiera de Colombia”.

Artículo 65. 
 Adiciónase un Ca-

pítulo XIV en la Parte Primera Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, el cual quedará así:

“CAPITULO XIV
Sucursales de Bancos y Compañías 

de Seguros del Exterior
Artículo 45 A. -

Las disposiciones del presente Estatuto, incluyendo 
las concernientes al régimen patrimonial, son aplica-
bles a las sucursales de los bancos y compañías de se-
guros del exterior. 

Las sucursales de los bancos y compañías de segu-
-

tidas a la inspección y vigilancia de la Superintenden-
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cia Financiera de Colombia, gozan de los mismos de-
rechos y están sujetas a las mismas obligaciones que 
los bancos y compañías de seguros nacionales, según 
sea el caso.

Sin perjuicio de lo previsto en el artículo siguiente 
del presente Estatuto, el capital asignado a las sucur-
sales de bancos y compañías de seguros del exterior 
deberá ser efectivamente incorporado en el país y 
convertido a moneda nacional, de conformidad con 
las disposiciones que rigen la inversión de capital del 
exterior y el régimen de cambios internacionales. Las 
operaciones de las sucursales de bancos y compañías 
de seguros del exterior estarán limitadas por el capital 
asignado y efectivamente incorporado en Colombia.

No pueden entablarse reclamaciones diplomáticas 
respecto de los negocios y operaciones que efectúen 
en territorio colombiano, las sucursales de los bancos 
y compañías de seguros del exterior, invocando para 
ello derechos derivados de su nacionalidad.

Parágrafo. La inspección y vigilancia de las su-
cursales de los bancos y compañías de seguros del 
exterior se realizará en los mismos términos y condi-
ciones en que se realiza dicha función respecto de los 
bancos y las compañías de seguros constituidas en el 
territorio nacional, respectivamente, sin perjuicio de 
las facultades del Gobierno Nacional en la materia”.

Artículo 45 B. 

1. Responsabilidad de la entidad del exterior. El
banco o compañía de seguros del exterior responderá 
en todo momento por las obligaciones contraídas por 
la sucursal establecida en Colombia.

2. Preferencia sobre los activos de la sucursal.
Los acreedores residentes en Colombia tienen derecho 
preferente sobre el activo de una sucursal de un banco 
o de una compañía de seguros del exterior establecida 
en el país, en el evento de la iniciación de un proceso 
de insolvencia de la sucursal o de la entidad del exte-
rior que la estableció, con ocasión de las operaciones 
realizadas con dicha sucursal.

3. Responsabilidad de los directores. Las sucur-
sales de bancos o compañías de seguros del exterior no 
estarán obligadas a tener junta directiva para la admi-
nistración de sus negocios dentro del territorio colom-
biano, pero deberán tener un apoderado ampliamente 
autorizado para que las represente en el país, con todas 
las facultades legales. Dicho apoderado deberá cum-
plir con los requisitos de integridad profesional y mo-
ral exigidos por la Superintendencia Financiera de Co-

constituidas en el país y deberá tomar posesión ante la 
Superintendencia Financiera de Colombia.

Las responsabilidades y sanciones que afecten a 
los miembros de las juntas directivas o máximos órga-
nos de administración de las sucursales de los bancos 
o compañías de seguros extranjeras corresponderán o 
podrán hacerse efectivas frente al respectivo apode-
rado.

Artículo 45 C. -
Las

sucursales de los bancos y compañías de seguros del 
exterior que obtengan autorización de la Superinten-
dencia Financiera de Colombia para operar en el país 
deberán inscribirse ante el Fondo de Garantías de Ins-
tituciones Financieras, en los mismos términos previs-

tos para los establecimientos bancarios y las compa-
ñías de seguros constituidas en Colombia”.

Artículo 66. -
Modifícan-

se los numerales 1, 3 y 6 del artículo 53 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, los cuales quedarán 
así:

“1. Forma Social. Las entidades que, conforme al 
presente Estatuto, deban quedar sometidas a la inspec-
ción y vigilancia de la Superintendencia Financiera de 
Colombia se constituirán bajo la forma de sociedades 
anónimas mercantiles o de asociaciones cooperativas, 
con excepción de los bancos y compañías de seguros 
del exterior que operen en el país por medio de sucur-
sales, las cuales podrán operar bajo la forma jurídica 
que tengan”.

“3. Contenido de la solicitud. La solicitud para 
constituir una entidad vigilada por la Superintenden-
cia Financiera de Colombia deberá presentarse por los 
interesados acompañada de la siguiente información:

a) El proyecto de estatutos sociales; en el caso de 
las sucursales de bancos o compañías de seguros del 
exterior, deberá enviarse copia auténtica del docu-
mento de su fundación o constitución, de sus estatu-
tos, la resolución o acto que acordó su establecimiento 
en Colombia y de los que acrediten la existencia de 
la entidad y la personería de sus representantes; así 
mismo, deberá enviarse un documento suscrito por el 
representante legal de la entidad del exterior en el que 

sus estatutos, está en capacidad legal de responder por 
las obligaciones que contraiga la sucursal en el país;

b) El monto de su capital, que no será menor al 
requerido por las disposiciones pertinentes, y la forma 
en que será pagado, indicando la cuantía de las sus-
cripciones a efectuar por los asociados; en el caso de 
las sucursales de bancos o compañías de seguros del 
exterior, deberá indicarse el monto del capital asigna-
do a la sucursal en Colombia, el cual deberá ser efecti-
vamente incorporado en el país y convertido a moneda 
nacional, y no podrá ser menor al requerido por las 
disposiciones pertinentes para la constitución de ban-
cos o compañías de seguros en el país;

c) La hoja de vida de las personas que pretendan 
asociarse y de las que actuarían como administrado-
res, así como la información que permita establecer su 
carácter, responsabilidad, idoneidad y situación patri-
monial; en el caso de las sucursales de bancos o com-
pañías de seguros del exterior, las hojas de vida de las 

10% o más del capital de la respectiva entidad extran-
jera, de los administradores de la misma, así como de 
quienes actuarían como apoderados y administradores 
de la sucursal;

d) Estudio que demuestre satisfactoriamente la fac-
tibilidad de la empresa, el cual deberá hacerse exten-
sivo para el caso de las entidades aseguradoras a los 
ramos de negocios que se pretendan desarrollar; dicho 
estudio deberá indicar la infraestructura tecnológica y 
administrativa que se utilizará para el desarrollo del 
objeto de la entidad, los mecanismos de control inter-
no, un plan de gestión de los riesgos inherentes a la ac-
tividad, así como la información complementaria que 
solicite para el efecto la Superintendencia Financiera 
de Colombia; este requisito también será aplicable a 
las sucursales de bancos o compañías de seguros del 
exterior;
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e) La información adicional que requiera la Super-
-

vistos en el numeral 5 del presente artículo.
f) Para la constitución de entidades de cuyo capital 

-
terior, o para la constitución de sucursales de bancos o 
compañías de seguros del exterior, la Superintenden-
cia Financiera de Colombia podrá subordinar su auto-
rización a que se le acredite que será objeto, directa o 
indirectamente, con la entidad del exterior, de super-
visión consolidada por parte de la autoridad extranjera 
competente, conforme a los principios generalmente 
aceptados en esta materia a nivel internacional. Igual-
mente podrá exigir copia de la autorización expedida 
por el organismo competente del exterior respecto de 

-
ciera en Colombia o constituir la sucursal, cuando 
dicha autorización se requiera de acuerdo con la ley 
aplicable. Iguales requisitos podrá exigir para autori-
zar la adquisición de acciones por parte de una entidad 

En todos los casos, aun cuando las personas que 
pretendan participar en la constitución de la nueva 

propósito de desarrollar una adecuada supervisión, la 
Superintendencia Financiera de Colombia podrá exi-
gir que se le suministre la información que estime per-

su constitución como posteriormente.
La Superintendencia Financiera de Colombia pro-

penderá por lograr acuerdos para el intercambio recí-
proco de información relevante con el organismo de 
supervisión del país en donde esté constituida la casa 
matriz de la entidad constituida en Colombia o el ban-
co o compañía de seguros del exterior que opere por 
medio de sucursal en el país.

Parágrafo. El nombre de los establecimientos ban-
carios organizados como sociedades anónimas podrá 
incluir las expresiones “sociedad anónima” o la sigla 
“S.A.”. Tratándose de sucursales de bancos o compa-
ñías de seguros del exterior, deberá emplearse el nom-
bre de la entidad en el exterior con la denominación 
“sucursal en Colombia”.

“6. Constitución y registro. Dentro del plazo es-
tablecido en la resolución que autorice la constitución 
de la entidad deberá elevarse a escritura pública el 
proyecto de estatutos sociales e inscribirse de confor-
midad con la ley. Tratándose de sucursales de bancos 
o compañías de seguros del exterior, se deberá dar 
cumplimiento a lo previsto en el Código de Comer-
cio para la constitución de sucursales de sociedades 
extranjeras.

La entidad adquirirá existencia legal a partir del 
otorgamiento de la escritura pública correspondiente 
o, en el caso de las sucursales, a partir de la protocoli-
zación de los documentos mencionados en el literal a) 
del numeral 3 del presente artículo, aunque sólo podrá 
desarrollar actividades distintas de las relacionadas 

autorización.
Parágrafo. La entidad, cualquiera sea su natura-

leza, deberá efectuar la inscripción de la escritura de 
constitución en el registro mercantil. Para todas las en-
tidades, exceptuando las sucursales de bancos o com-
pañías de seguros del exterior, esta constitución deberá 
efectuarse en la forma establecida para las sociedades 
anónimas, sin perjuicio de la inscripción de todos los 

demás actos, libros y documentos en relación con los 
cuales se le exija a dichas sociedades tal formalidad”.

T I T U L O VIII
DE LA SUPERINTENDENCIA 
FINANCIERA DE COLOMBIA

CAPITULO I
Criterios para el ejercicio de la supervisión

Artículo 67. 
 En adición a los principios que orientan la 

actuación administrativa, la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia se sujetará en el ejercicio de sus 
facultades y funciones de inspección y vigilancia, y 
control a los siguientes principios:

1. Principio de materialidad: la Superintendencia 
Financiera de Colombia ejercerá sus funciones y fa-
cultades de inspección y vigilancia, así como de con-
trol, dando especial relevancia y atención a aquellos 
hechos que por su naturaleza, cuantía o circunstancias 

mercado de valores, pongan en peligro la continuidad 
del servicio, o comporten un riesgo sistémico.

2. Principio de acceso a la información para la 
-

 cuando a juicio del Superintenden-
te Financiero existan elementos que previsiblemente 
puedan llegar a vulnerar la estabilidad, seguridad y 

el mercado de valores, la Superintendencia Financie-
ra de Colombia podrá requerir, en cualquier tiempo, 
cualquier información de entidades que ordinariamen-
te no se encuentren bajo su inspección y vigilancia o 
control.

CAPITULO II
Funciones y facultades respecto de la supervisión 

comprensiva consolidada
Artículo 68. 

Modifícase el inciso 1° del numeral 5 del artículo 53 
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual 
quedará así:

“5. Autorización para la constitución. Surtido el 
-

tendente Financiero deberá resolver sobre la solicitud 
dentro de los cuatro (4) meses siguientes, contados a 
partir de la fecha en que el peticionario haya presen-
tado toda la documentación que requiera de manera 
general la Superintendencia Financiera. No obstan-
te lo anterior, el término previsto en este numeral se 
suspenderá en los casos en que la Superintendencia 
Financiera solicite información complementaria o 
aclaraciones. La suspensión operará hasta la fecha en 
que se reciba la respuesta completa por parte del pe-
ticionario”.

Parágrafo. Las Superintendencias Financiera y de 

las tarifas de las contribuciones que se cobran a las 
sociedades sometidas a su vigilancia, aquellas situa-
ciones en las cuales el activo de la sociedad vigilada 
por esta última esté conformado en su totalidad por 
acciones de entidades vigiladas por la primera.

T I T U L O XIX
OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 69. Modifícase el primer inciso y adició-
nase un parágrafo al artículo 48 de la Ley 454 de 1998, 
los cuales quedarán así:
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“Artículo 48.
-

cieras sólo podrán realizar inversiones de capital, en:
…
Parágrafo 3º.

invertir en bienes muebles e inmuebles con sujeción 
a lo establecido para los establecimientos de crédito”.

Artículo 70. Modifícase el primer inciso y adició-
nase un parágrafo al artículo 50 de la Ley 454 de 1998, 
los cuales quedarán así:

“Artículo 50.
-
-

 Las cooperativas de ahorro y crédito 
y las secciones de ahorro y crédito de las cooperativas 
multiactivas o integrales sólo podrán realizar inversio-
nes de capital, en:

…
Parágrafo 3º. Las cooperativas de ahorro y crédito 

y las secciones de ahorro y crédito de las cooperati-
vas multiactivas o integrales podrán invertir en bie-
nes muebles e inmuebles con sujeción a lo establecido 
para los establecimientos de crédito”.

Artículo 71. Modifícase el artículo 12 de la Ley 
546 de 1999, el cual quedará así: 

“Artículo 12. -
 Sin 

perjuicio de la autorización legal con que cuentan las 

y las entidades descritas en el artículo 1° de la pre-
sente ley podrán emitir títulos representativos de (i)
cartera hipotecaria correspondiente a créditos hipote-
carios desembolsados y a créditos hipotecarios futuros 
en desarrollo de contratos de compraventa de créditos 
hipotecarios futuros, y (ii) contratos de leasing habi-

-
ción de vivienda, incluyendo sus garantías o títulos 
representativos de derechos sobre los mismos y sobre 
las garantías que los respaldan y los bienes inmuebles 
que constituyen su objeto para el caso de contratos de 
leasing habitacional, cuando tengan como propósito 
enajenarlos en el mercado de capitales. Dichos títulos 
sólo contarán, de parte de los respectivos emisores, 
con las garantías o compromisos respecto de la ad-

activos, que se prevean en los correspondientes regla-
mentos de emisión.

Los establecimientos de crédito podrán otorgar ga-
rantías a los títulos representativos de proyectos inmo-
biliarios de construcción.

Los establecimientos de crédito y las entidades 
descritas en el artículo 1° de la presente ley también 
podrán transferir su cartera hipotecaria correspondien-
te a créditos hipotecarios desembolsados y a créditos 
hipotecarios futuros en desarrollo de contratos de 
compraventa de créditos hipotecarios futuros, inclu-
yendo las garantías o los derechos sobre los mismos 
y sus respectivas garantías, así como los contratos de 
leasing habitacional incluyendo los bienes inmuebles 
que constituyen su objeto, a sociedades titularizado-

-
nistradoras de patrimonios autónomos o a otras ins-
tituciones autorizadas por el Gobierno Nacional, con 

-
jeción a la normatividad aplicable a la titularización 
de tales activos hipotecarios. Los títulos hipotecarios 
emitidos a partir de contratos de leasing habitacional 

se sujetarán a las mismas reglas, condiciones y bene-

procesos de titularización de cartera hipotecaria en los 

reglamentarias pertinentes.
Cuando en desarrollo de esta autorización se mo-

su posterior movilización, se entenderá que los activos 
transferidos no se restituirán al patrimonio del origi-
nador ni al del emisor, en los casos en que este se en-
cuentre en concordato, liquidación, o cualquier otro 
proceso de naturaleza concursal, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley 964 de 2005 o 

El Gobierno Nacional señalará los requisitos y 
condiciones para la emisión y colocación de los dife-
rentes títulos que se emitan en desarrollo de procesos 
de titularización de activos hipotecarios, promoviendo 
su homogeneidad y liquidez. En todo caso, los títulos 

-
lizados.

Parágrafo. La transferencia de cualquier crédito, 
garantía, contrato o derecho sobre los mismos, que se 
realice en desarrollo de procesos de movilización de 
activos hipotecarios de conformidad con lo dispuesto 
en el presente artículo, no producirá efectos de nova-
ción y se entenderá perfeccionada exclusivamente con 
la transferencia del título representativo de la obliga-
ción correspondiente o mediante la cesión del contrato 
de leasing habitacional. Dicha cesión no generará de-
rechos o gastos notariales ni impuesto de timbre. 

En los procesos de titularización de contratos de 
leasing habitacional, la transferencia de la propiedad 
de los bienes inmuebles objeto de dichos contratos se 
perfeccionará en cabeza de las sociedades titulariza-

-
tuciones que autorice el Gobierno Nacional, mediante 
la cesión del contrato de leasing habitacional. Para tal 
efecto, en el documento de cesión correspondiente se 
deberá dejar constancia de que la misma tiene por fun-
damento exclusivo el desarrollo de un proceso de ti-
tularización del contrato de leasing habitacional. Sólo 
será necesaria la escritura pública cuando se efectúe 
la transferencia del dominio del inmueble a título de 
leasing habitacional a favor del locatario, una vez se 
ejerza la opción de adquisición y se pague su valor.

La Superintendencia Financiera tendrá, respecto 
de los procesos de titularización de activos a que se 

el último inciso del artículo 15 de la Ley 35 de 1993”.
Artículo 72. -

 Sin perjuicio de la autorización legal con que 
-

lados a procesos de titularización distintos a los regu-
lados por la Ley 546 de 1999, desarrollados por socie-
dades de servicios técnicos y administrativos autori-
zadas por el Gobierno Nacional para realizar este tipo 
de operaciones, deberán conformar universalidades 
separadas y aisladas del patrimonio de tales entidades, 

al pago de los títulos emitidos y de los demás gas-
tos y garantías inherentes al proceso de titularización 
correspondiente en la forma en que se establezca en 
el correspondiente reglamento de emisión. Tales ac-
tivos en ningún caso se restituirán al patrimonio del 
originador ni al del emisor, en los casos en que este 
se encuentre en concordato, liquidación, o cualquier 
otro proceso de naturaleza concursal, de conformidad 
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con lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley 964 de 

sociedades de servicios técnicos y administrativos de 
que trata el presente artículo, estarán sometidas a la 
vigilancia y control de la Superintendencia Financiera 
de Colombia.

En ningún caso los títulos emitidos en los procesos 
de titularización aquí señalados otorgarán a sus tene-
dores el derecho de solicitar o iniciar procesos diviso-
rios respecto de la universalidad conformada por los 
activos subyacentes y/o las garantías que los amparen. 

El Gobierno Nacional señalará los requisitos y 
condiciones para la emisión y colocación de los títulos 
así como para la transferencia de los activos y de sus 
garantías o derechos sobre los mismos, en desarrollo 
de los procesos de titularización de activos de que tra-
ta el presente artículo. En ningún caso dicha transfe-
rencia generará derechos de registro, gastos notariales 
ni impuesto de timbre.

Artículo 73. -
Los procesos de impug-

nación de las decisiones de los organismos autorregu-

de la Ley 964 de 2005 solamente podrán proponerse 
contra el organismo autorregulador respectivo. El juez 
rechazará de plano la demanda, cuando se formule 
contra persona jurídica diferente, o contra una persona 
natural.

Los organismos autorreguladores podrán repetir 
contra los funcionarios o personas naturales que hu-
biesen participado en las decisiones que fuesen anula-
das, solamente en caso de existencia de dolo o culpa 
grave en ejercicio de sus funciones o en la adopción 
de sus decisiones.

Artículo 74. 
Cuando ocurra un proceso de insolvencia o de natura-
leza concursal, una toma de posesión para liquidación 
o acuerdos globales de reestructuración de deudas res-
pecto de cualquiera de las contrapartes en (i) operacio-
nes o posiciones compensadas y liquidadas a través de 
un Sistema de Compensación y Liquidación o de una 
Cámara de Riesgo Central de Contraparte, (ii) trans-
ferencias de fondos y/o divisas realizadas a través de 
Sistemas de Pagos, o (iii) en operaciones con instru-

-
dos que se realicen o negocien en el mercado mostra-
dor y se registren de conformidad con la reglas que 
establezca el Gobierno Nacional, siempre y cuando al 
menos una de las contrapartes sea una entidad some-
tida a inspección y vigilancia de la Superintendencia 
Financiera de Colombia o un agente del exterior auto-
rizado según la regulación cambiaria vigente, se po-
drán terminar anticipadamente y compensar y liquidar 
las obligaciones recíprocas derivadas de las operacio-
nes y posiciones mencionadas, de tal forma que so-
lamente quedará vigente el monto correspondiente al 
saldo neto de las mismas. En el caso de la Cámara de 
Riesgo Central de Contraparte las posiciones abiertas 
se cerrarán y se compensarán las obligaciones corres-
pondientes de acuerdo con el reglamento de esta. En el 
caso de los Sistemas de Compensación y Liquidación 
y los Sistemas de Pago, la compensación de las obli-
gaciones se realizará siguiendo la metodología que 
cada sistema determine en su reglamento.

Cuando exista un saldo neto a favor de la contra-
parte que no incurrió en ninguno de los procesos de 
que trata el presente artículo, esta podrá reclamarlo 
de conformidad con las disposiciones pertinentes del 

proceso respectivo. En el caso en que dicha contrapar-
te tenga garantías constituidas en dinero o valores en 
su poder, otorgadas con relación a las operaciones en 
cuestión, podrá hacerlas efectivas sin intervención ju-
dicial hasta por el monto del saldo a su favor, al precio 
de mercado vigente en el caso de los valores, en los 
términos que determine el Gobierno Nacional. Si di-
chas garantías están constituidas en bienes diferentes 
a dinero o valores, se podrán hacer efectivas sin in-
tervención judicial, a un valor razonable de mercado, 
según el procedimiento que establezca el Gobierno 
Nacional. Las garantías que amparen el saldo neto de 
la obligación no podrán ser objeto de reivindicación, 
revocatoria, embargo, secuestro, retención u otra me-
dida cautelar similar, administrativa o judicial, hasta 
tanto no se pague dicho saldo.

Parágrafo. Lo dispuesto en este artículo se entien-
de sin perjuicio de las acciones que puedan asistir al 
agente especial, el liquidador, los órganos concursa-
les, a las autoridades pertinentes o a cualquier acree-
dor para exigir, en su caso, las indemnizaciones que 
correspondan o las responsabilidades que procedan, 
por una actuación contraria a derecho o por cualquier 
otra causa, de quienes hubieran realizado dicha actua-
ción o de los que indebidamente hubieran resultado 

Artículo 75. 
El Fondo para el Financiamiento del Sector Agrope-

-
valente a los derechos económicos correspondientes 
a un porcentaje de los costos de plantación, mante-

forestal.
Los montos, plazos y oportunidades de tales reem-

bolsos serán señalados por el Ministerio de Agricul-
tura y Desarrollo Rural, quien además, deberá asumir 
las funciones atribuidas en la Ley 139 de 1994 a las 
Corporaciones Autónomas Regionales en relación con 

de programas de reforestación forestal comercial.
Artículo 76. . Para cualquiera de las cla-

comerciales, el volumen aprovechable o vuelo forestal 
constituye garantía real para transacciones crediticias 

las plantaciones forestales comerciales y sistemas 
agroforestales.

Artículo 77. 

reforma agraria y a las asociaciones de usuarios de dis-
-

ro e incrementar la colocación de créditos destinados 
a la población dedicada a actividades agropecuarias, 
autorízase al Incoder o la entidad que adquiera o admi-
nistre la cartera, para que efectúe la reestructuración 
de los créditos (de tierras, producción, maquinaria 
agrícola, contribución por valorización y recuperación 
de inversión de los distritos y usuarios de riego) que 

de las entidades liquidadas del sector cuyas funciones 
asumió dicho Instituto.

La anterior autorización incluye la remisión total 
o parcial de los intereses causados y estímulos al pre-
pago (con rebajas de capital), de conformidad con el 
reglamento que establezca para tales efectos la Ad-
ministración del Incoder o la entidad que adquiera o 
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administre la cartera, así como la redención total o 
parcial de los intereses causados y capitalizados que 
adeuden estos usuarios en el marco de los programas 
de crédito de producción concedidos a usuarios de re-
forma agraria y garantizados por los antiguos Incora 
o Incoder.

Los contribuyentes y responsables de los impuestos 
territoriales que hayan presentado demanda de nuli-
dad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo sobre obligaciones 
tributarias anteriores a 31 de diciembre de 2008, con 
respecto a las cuales no se haya proferido sentencia 

siguientes a la vigencia de la presente ley, con las en-
tidades territoriales, hasta un veinte por ciento (20%) 
del mayor impuesto discutido, y el valor total de las 
sanciones e intereses según el caso, cuando el proceso 

-
tancia, lo anterior siempre y cuando el contribuyente 
o responsable pague el ochenta por ciento (80%) del 
mayor impuesto en discusión. 

Si se trata de una demanda contra una resolución 
que impone una sanción, se podrá conciliar hasta un 
veinte por ciento (20%) el valor de la misma, para lo 
cual se deberá pagar el ochenta por ciento (80%) del 
valor de la sanción y su actualización, según el caso. 

se halle en única instancia o en conocimiento del ho-
norable Consejo de Estado, se podrá conciliar sólo el 
valor total de las sanciones e intereses, siempre que el 
contribuyente o responsable pague el ciento por ciento 
(100%) del mayor impuesto en discusión. 

Para el efecto, bastará con una comunicación escri-

se desiste de las discusiones sobre la misma, anexan-
do copia del recibo de pago y/o acuerdo de pago y 
del desistimiento del proceso correspondiente, el cual 
no requerirá de actuación adicional para su aceptación 
por parte de las autoridades judiciales.

Parágrafo. En aquellos procesos en los cuales no 
se haya aprobado el acuerdo conciliatorio por la Juris-
dicción Contenciosa Administrativa bajo la vigencia 
de la Ley 1111 de 2006 podrán dar aplicación al pre-
sente artículo.

Artículo 78. 
-

-
-

Sin per-
juicio de los mecanismos de asistencia legal en fun-
cionamiento, el Fondo de Garantías de Instituciones 
Financieras, la Superintendencia Financiera de Co-
lombia, la Superintendencia de la Economía Solidaria 
y el Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas 
asumirán con cargo a su presupuesto una parte de los 
gastos de defensa y representación de los miembros de 
Junta Directiva, Directores y funcionarios que laboren 
o hayan laborado en la entidad, según corresponda, en 
los procesos que se les adelanten por responsabilidad 
derivada de los actos que los mismos expidan, ordenen 
o ejecuten o hayan expedido, ordenado o ejecutado o 
por las omisiones en que puedan incurrir en el ejerci-
cio de las funciones que les hayan sido encomendadas.

En el evento que el miembro de Junta Directiva, 
Director o funcionario respecto del cual se hubieren 
asumido los gastos de defensa y representación sea de-
clarado responsable por conducta dolosa o gravemen-

te culposa en los actos u omisiones que se le imputan, 
mediante providencia ejecutoriada, deberá reembolsar 
al respectivo Fondo o Superintendencia los gastos y 
cualquier otra erogación en que estos hayan incurrido 
con motivo de tal representación y defensa legal.

Lo dispuesto en el presente artículo es aplicable 
exclusivamente respecto de los procesos o actuacio-
nes que sean iniciados después de la entrada en vigen-
cia de la presente ley.

El Gobierno Nacional señalará los términos, con-
diciones y límites en que los gastos previstos en este 
artículo serán asumidos por las entidades señaladas en 
el presente artículo y establecerá, en todo caso, que 
una parte de dichos gastos deberá ser asumida por el 
miembro de Junta, Director o funcionario”.

Artículo 79. 
Créase el Registro Unico de Seguros (RUS) al cual se 

al público de información concreta, asequible y segura 
sobre las personas que han adquirido pólizas de segu-
ros, las que están aseguradas por dichas pólizas y las 

El RUS será administrado en la forma y condi-
ciones que para el efecto señale el Gobierno Nacio-
nal dentro de los cuarenta y cinco (45) días hábiles 
siguientes a la promulgación de la presente ley.

El RUS incluirá información sobre las pólizas de 
seguros expedidas por las compañías de seguros que 
operan en Colombia y sobre las pólizas expedidas por 
compañías extranjeras de conformidad con las auto-
rizaciones previstas en la presente ley, atendiendo la 
reglamentación que para tal efecto se expida, la cual 
señalará el tipo de pólizas y la gradualidad con que las 
mismas deberán incorporarse al registro.

Las compañías de seguros tendrán la obligación de 
suministrar permanentemente la información necesa-
ria para la creación y funcionamiento del registro. El 
incumplimiento de esta obligación facultará a la Su-
perintendencia Financiera de Colombia para imponer 
las sanciones previstas en el artículo 208 del Estatuto 
Financiero.

Artículo 80. -
El Registro Unico de Seguros (RUS) se 

regirá por los siguientes principios:
a) Universalidad: El Registro incluirá informa-

ción sobre todas las pólizas durante el término de su 
vigencia y 10 años más.

b) Asequibilidad: El Registro funcionará de tal 
manera que las personas puedan fácilmente consultar 
la información.

c) Privacidad: El Registro contendrá única y ex-
clusivamente la información relacionada con la exis-

-
ciarios y asegurados.

Artículo 81. -

 El ahorro programado destinado a 
la adquisición de VIS y VIP tendrá una remuneración 
igual a la UVR. Esta disposición será aplicable a las 
cuentas que se abran con posterioridad a la promulga-
ción de la presente ley.

Artículo 82. Eliminado.
Artículo 83. Adiciónase el siguiente inciso al nu-

meral 8 del artículo 326 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero el cual quedará, así:
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“Así mismo, podrá establecer acuerdos y formar 
parte de organismos, juntas y colegios internacionales 
de supervisión, con el objeto de coordinar y tomar me-
didas conjuntas de supervisión”.

Artículo 84. Adiciónase el siguiente inciso al li-
teral b) del numeral 2 del artículo 326 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero:

“Autorizar las inversiones de capital realizadas por 
las entidades sometidas a inspección y vigilancia de la 
Superintendencia Financiera de Colombia, efectuadas 

-

compañías de seguros, de reaseguros y en sucursales y 
agencias domiciliadas en el exterior.

“Las matrices sometidas a inspección y vigilancia 
de la Superintendencia Financiera de Colombia reque-
rirán de la mencionada autorización, cuando quiera 
que se pretenda incrementar la inversión de capital en 

-
cional reglamentará los criterios de materialidad apli-
cables a dicha autorización”.

Artículo 85. Modifícase el artículo 22 de la Ley 
964 de 2005 el cual quedará así:

“Artículo 22.
En la constitución de las en-

tidades de que trata el presente título se aplicará lo 
previsto por el artículo 53 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero siempre que no sea contrario a las 
disposiciones especiales sobre la materia. Igualmente 
les serán aplicables a dichas entidades los artículos 72, 
73, 74, 81, 88 y 102 a 107 del Estatuto Orgánico del 

sustituyan o complementen.
La Superintendencia Financiera de Colombia po-

del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero respec-
to de aquellas personas que realicen las actividades 
previstas en la presente ley sin contar con la debida 
autorización.

Las causales, procedencia de la medida y demás 
reglas previstas para la toma de posesión, liquidación 
forzosa administrativa y para los institutos de salva-

en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero serán 
aplicables a la Superintendencia Financiera de Co-
lombia y a las entidades sometidas a su inspección 
y vigilancia permanente, en lo que sean compatibles 
con su naturaleza.

La fusión, escisión, conversión, adquisición, ce-
sión de activos, pasivos y contratos de las entidades 
señaladas en el presente capítulo se regirá, en lo per-
tinente, por lo dispuesto en el Estatuto Orgánico del 

sustituyan o complementen”.
Adicionalmente, será aplicable a tales entidades lo 

previsto en el numeral 4 del artículo 98 y en el nume-
ral 1 del artículo 122 del Estatuto Orgánico del Siste-
ma Financiero.

Lo previsto en el numeral 8 del artículo 326 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, será apli-
cable a la Superintendencia Financiera, en cuan-

asegurar que la supervisión pueda desarrollarse de 
manera consolidada, proteger a los inversionistas y 
preservar la estabilidad e integridad del mercado. 
No obstante, la Superintendencia podrá promover 
mecanismos de intercambio de información con or-

ganismos de supervisión de otros países y con las 
organizaciones internacionales que agrupe dichos 
organismos de supervisión. Cuando la informa-

la Superintendencia Financiera de Colombia podrá 
entregarla con el compromiso de que la misma sea 
conservada por la autoridad de supervisión o la or-
ganización internacional que los agrupe, con tal 
carácter. 

Lo previsto en el numeral 2 del artículo 118 del Es-
tatuto Orgánico del Sistema Financiero, será aplicable 
a las entidades sometidas a la inspección y vigilan-
cia permanente de la Superintendencia Financiera en 
cuanto hace a la posibilidad de realizar nuevas opera-
ciones en el Mercado de Valores.

Adicionalmente, lo dispuesto en el literal i) del nu-
meral 2 del artículo 326 del Estatuto Orgánico del Sis-
tema Financiero será aplicable a la Superintendencia 
Financiera respecto de las Entidades sometidas a su 
inspección y vigilancia permanente.

Artículo 86. . La Superintendencia Fi-
nanciera de Colombia podrá ordenar a las entidades 
vigiladas la contratación de auditorías externas. El
Gobierno Nacional deberá, mediante normas de ca-
rácter general, establecer los objetivos y eventos de 
las mencionadas auditorías, así como la forma en que 
las mismas deberán llevarse a cabo, el contenido de 
los informes y los demás aspectos relacionados con la 
manera como se realizarán.

Artículo 87. Modifícase el numeral 1 del artícu-
lo 13 del Decreto 2206 de 1998, el cual quedará así: 

“1. Se deberá ofrecer una garantía adecuada a aho-
rradores y depositantes de buena fe, dentro de los topes 
que señale la junta directiva. En todo caso, la cobertu-
ra deberá tomar en cuenta la distribución del tamaño 
de los depósitos de las entidades cooperativas con el 

-
tantes y ahorradores. La cobertura podrá ser diferente 

ahorro y crédito y las cooperativas multiactivas con 
sección de ahorro y crédito”.

Artículo 88. Adiciónase un inciso 2° y un pará-
grafo 3° al artículo 111 de la Ley 795 de 2003, “por 
la cual se ajustan algunas normas del Estatuto Or-
gánico del Sistema Financiero y se dictan otras dis-
posiciones”, los cuales quedarán así: 

“Las entidades de carácter cooperativo o mutual, 
las entidades sin ánimo de lucro y las sociedades 
comerciales, con excepción de las empresas asegu-
radoras, podrán prestar directamente y en especie 
este tipo de servicios, independientemente de que las 
cuotas canceladas cubran o no el valor de los servi-
cios recibidos, cualquiera sea la forma jurídica que 
se adopte en la que se contengan las obligaciones en-
tre las partes.

“Parágrafo 3º. Las empresas aseguradoras autori-
zadas por la Superintendencia Financiera de Colom-
bia o quien haga sus veces, en la explotación del ramo 
del seguro exequial o cualquiera otro con modalidad 
de cubrimiento para gastos funerarios, deberán indem-
nizar únicamente en dinero a favor del tomador o sus 

del pago del monto del servicio funerario asegurado, 
suministrado directamente por entidades legalmente 
constituidas para prestar este tipo de servicios exe-
quiales; salvo que el servicio funerario se preste con 
afectación a la póliza de Seguro Obligatorio en Acci-
dentes de Tránsito (SOAT)”.
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Artículo 89. 
Las personas de escasos recursos que hayan realiza-
do aportes o ahorros periódicos o esporádicos a través 
del medio o mecanismo de ahorro determinados por 
el Gobierno Nacional, incluidas aquellas de las que 
trata el artículo 40 de la Ley 1151 de 2007 podrán re-

salario mínimo, de los previstos en el Acto legislati-
vo 01 de 2005, como parte de los servicios sociales 
complementarios, una vez cumplan con los siguientes 
requisitos:

1. Que hayan cumplido la edad de pensión prevista 
por el Régimen de Prima Media del Sistema General 
de Pensiones.

2. Que el monto de los recursos ahorrados más 
el valor de los aportes obligatorios, más los aportes 
voluntarios al fondo de pensiones obligatorio y otros 
autorizados por el Gobierno Nacional para el mismo 

-
sión mínima.

3. Que el monto anual del ahorro sea inferior al 
aporte mínimo anual señalado para el Sistema General 
de Pensiones.

Para estimular dicho ahorro a largo plazo el Go-
bierno Nacional, con cargo a los recursos del Fondo 
de Solidaridad Pensional y teniendo en cuenta las 
disponibilidades del mismo, podrá establecer incen-

acumulación denominados periódicos que guardarán 

programa y con el monto ahorrado e incentivos deno-
minados puntuales y/o aleatorios para quienes ahorren 
en los períodos respectivos. 

En todo caso, el valor total de los incentivos perió-
dicos más los denominados puntuales que se otorguen 
no podrán ser superiores al 50% de la totalidad de los 
recursos que se hayan acumulado en este programa, 
de conformidad con la reglamentación que expida el 
Gobierno Nacional.

-
tructivos de operación del Programa Social Comple-

-
-

lidad como la cultura del ahorro para la vejez.

del incentivo periódico si cumple con los requisitos 
establecidos en los numerales anteriores y ha manteni-
do los recursos en el mecanismo a la fecha de obtener 

los incentivos aleatorios.
-

lidad y la cultura del ahorro el Gobierno determinará 
las condiciones en las cuales los recursos ahorrados 
podrán ser utilizados como garantía para la obtención 
de créditos relacionados con la atención de imprevis-
tos del ahorrador o de su grupo familiar, de confor-
midad con la reglamentación que se expida para tal 
efecto.

También se podrá crear como parte de los incenti-
vos la contratación de seguros que cubran los riesgos 
de invalidez y muerte del ahorrador, cuya prima será 
asumida por el Fondo de Riesgos Profesionales. El 
pago del siniestro se hará efectivo mediante una suma 
única.

Los recursos acumulados por los ahorradores de 
este programa constituyen captaciones de recursos del 
público; por tanto el mecanismo de ahorro al que se 

hace referencia en este artículo será administrado por 
las entidades autorizadas y vigiladas por la Superin-
tendencia Financiera de Colombia. 

El Gobierno Nacional podrá establecer el meca-
nismo de administración de este ahorro, teniendo en 

-
-

y la cultura de ahorro de las personas a las que hace 
referencia este artículo.

Con las sumas ahorradas, sus rendimientos, el 
monto del incentivo obtenido y la indemnización del 
Seguro, cuando a ella haya lugar, el ahorrador podrá 

-
mico Periódico o pagar total o parcialmente un inmue-
ble de su propiedad.

Todo lo anterior de conformidad con el reglamento 
que para el efecto adopte el Gobierno Nacional, si-
guiendo las recomendaciones del CONPES Social.

Artículo 90.  Eliminado.
Artículo 91. 

. En todos los eventos en los que la Na-
ción o las entidades públicas, de cualquier orden, de-
ban cancelar intereses por mora causados por obliga-
ciones a su cargo, la indemnización de perjuicios o la 
sanción por mora no podrá exceder el doble del interés 
bancario corriente vigente al momento de la fecha es-
tablecida legalmente para realizar el pago.

De igual forma, toda suma que se cobre a la Nación 
o a las entidades públicas como sanción por el simple 
retardo o incumplimiento del plazo de una obligación 
dineraria adeudada en virtud de un mandato legal se 
tendrá como interés de mora, cualquiera sea su deno-
minación.

Artículo 92. Modifíquese el último inciso del li-
teral a) del artículo 4° de la Ley 964 de 2005, el cual 
quedará así: 

“En ejercicio de esta facultad el Gobierno Nacional 
regulará el comercio transfronterizo de los servicios 
propios de las actividades previstas en el artículo 3º 
de la presente ley, incluyendo la posibilidad de homo-
logar o reconocer el cumplimiento de los requisitos 
necesarios para el efecto. 

En desarrollo de esta facultad el Gobierno Nacio-
nal igualmente podrá autorizar el acceso directo de 
agentes del exterior al mercado de valores colombia-
no y homologar o reconocer el cumplimiento de los 
requisitos necesarios que permitan el acceso a los ser-
vicios que prestan los proveedores de infraestructura 
del mercado de valores colombiano.”.

Artículo 93. Modifíquese el último inciso del pa-
rágrafo 2° del literal a) del artículo 7° de la Ley 964 
de 2005, el cual quedará así: 

“Así mismo, podrá autorizar a las bolsas de valo-
res y a los sistemas de negociación de valores para 
que a través de ellos se negocien valores emitidos 
en el extranjero que no se encuentren inscritos en el 
Registro Nacional de Valores y Emisores, a través de 
sistemas de cotizaciones de valores del extranjero en 
los términos y condiciones que el Gobierno Nacional 
determine”.

Artículo 94. Adiciónase un parágrafo 3° al lite-
ral a) del artículo 7 de la Ley 964 de 2005, con el 
siguiente texto: 

“Parágrafo 3º. La Superintendencia Financiera de 
Colombia no ejercerá funciones de inspección, vigi-
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lancia o control sobre mercados de valores del exte-
rior y sus agentes o sobre emisores extranjeros cuyos 
valores sean listados en sistemas de cotizaciones de 
valores del extranjero. Lo anterior, sin perjuicio de las 
atribuciones que en el ámbito de su competencia le 
correspondan respecto de los sistemas de cotizaciones 
de valores del extranjero y los respectivos administra-
dores de estos”.

Artículo 95. Para los efectos de lo dispuesto en el 
parágrafo 3º del artículo 71 de la Ley 964 de 2005, 
el plazo para enajenar el exceso del tope máximo de 
participación accionaria permitida en la Bolsa Nacio-
nal Agropecuaria S.A. que se encuentre en titularidad 

Rural será el último día del mes de diciembre del año 
2009. En todo caso, y como excepción a la regla gene-
ral contenida en el artículo 71 parágrafo 3º de la Ley 
964 de 2005, el tope máximo aplicable a la titularidad 
de las acciones en cabeza de la Nación será del trece 
por ciento (13%).

Artículo 96. Los deudores del Programa de Reac-
tivación Agropecuaria Nacional, PRAN Agropecua-
rio, de que trata el Decreto 967 de 2000, y los deudo-
res de los programas PRAN Cafetero, PRAN Alivio 
Deuda Cafetera y PRAN Arrocero, de que tratan los 
Decretos 1257 de 2001, 931 de 2002, 2795 de 2004, 
y 2841 de 2006, podrán extinguir las obligaciones a 
su cargo, mediante el pago de contado dentro del año 
siguiente a la entrada en vigencia de esta Ley del valor 
que resulte mayor entre el treinta por ciento (30%) del 
saldo inicial de la obligación a su cargo con el referido 
Programa, y el valor que Finagro pagó al momento de 
adquisición de la respectiva obligación.

Parágrafo 1º. Sin perjuicio de lo anterior, aquellos 
deudores que hayan realizado abonos a capital, podrán 
extinguir sus obligaciones cancelando la diferencia 
entre el valor antes indicado y los abonos previamente 
efectuados.

Parágrafo 2º. Aquellos deudores que se acogieron 
a los términos de los Decretos 4222 de 2005, 3363 de 
2007, 4678 de 2007 o 4430 de 2008, este último en 

-
los 6° del Decreto 1257 de 2001 y 10 del Decreto 2795 
de 2004, podrán acogerse a lo previsto en la presente 

-
ciada, para determinar el valor a pagar.

Parágrafo 3º. Para acogerse a las condiciones 
establecidas en la presente ley, los deudores deberán 
presentar el Paz y Salvo por concepto de seguros de 
vida, honorarios, gastos y costas judiciales, estos últi-
mos, cuando se hubiere iniciado contra ellos el cobro 
de las obligaciones.

Parágrafo 4º. Finagro, o el administrador o 
acreedor de todas las obligaciones de los programas 
PRAN, deberá abstenerse de adelantar su cobro judi-
cial por el término de un (1) año contado a partir de 
la vigencia de la presente ley, término este dentro del 
cual se entienden también suspendidos los procesos 
que se hubieren iniciado, así como la prescripción 
de dichas obligaciones, conforme a la Ley Civil. Lo 
anterior sin perjuicio del trámite de los procesos con-
cursales.

Parágrafo 5º. Finagro, o el administrador o acree-
dor de las obligaciones de los programas PRAN, de-
berá abstenerse de adelantar el cobro judicial contra 
un deudor, cuando el monto total del respectivo en-
deudamiento por capital para las distintas obligacio-

nes en los programas de los que sea administrador o 
acreedor sea igual o inferior a tres millones quinientos 
mil pesos ($3.500.000) del año de expedición de la 
presente ley. Para su recuperación sólo se adelantará 
cobro prejudicial.

Artículo 97. -

con sus entidades descentralizadas, cuyo objeto sea 
la administración, gestión y ejecución de los recursos 
correspondientes a subsidios familiares de vivienda de 
interés social asignados en especie mediante la adqui-
sición de soluciones de vivienda.

Dichos recursos se transferirán directamente a los 
patrimonios autónomos que se creen para el efecto, 

de los mismos y la adquisición de las respectivas solu-
ciones de vivienda. 

recursos se seleccionarán a través de licitación pública 
y su remuneración podrá pactarse con cargo a los ren-

-
ministrados los cuales deben encontrarse presupues-
tados en los términos previstos en el numeral 5º del 
artículo 32 de la Ley 80 de 1993.

Artículo 98. Autorízase al Fondo Nacional de 
Ahorro, Empresa Industrial y Comercial del Esta-
do, de carácter financiero del orden nacional, para 
administrar en un Fondo separado los recursos pro-
venientes de los subsidios familiares de vivienda 
de interés social asignados por la Nación y/o sus 
entidades descentralizadas que a la fecha de entrada 
en vigencia de la presente ley, y en el futuro, sean 
objeto de revocación o renuncia. Dichos recursos 
se incorporarán al presupuesto del Fondo Nacional 

Fondo Nacional de Ahorro, de acuerdo con las nor-
mas aplicables.

Con cargo a tales recursos, Fonvivienda otorgará 
subsidios familiares de vivienda de interés social a los 

-
nanciero.

Artículo nuevo. -

Con el propósito de promover una sana competen-
cia en el ofrecimiento y suministro de los productos 
y servicios financieros prestados masivamente, las 
entidades vigiladas por la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia deberán establecer un esquema 
de autorregulación que permita identificar prácticas 
restrictivas que incida en la determinación de las 
tarifas y comisiones de los productos y servicios fi-
nancieros.

En virtud de tal esquema, las entidades deberán es-
tablecer mecanismos que garanticen el desarrollo de la 

que estimulen la profundización del sistema y el acce-

Artículo nuevo. Con el propósito de promover 
la adopción y el desarrollo voluntario de actividades 

-
ciero, asegurador y del mercado de valores, créase el 
programa de balance social como una herramienta 
de gestión empresarial que sirva para divulgar el im-
pacto que dichas actividades tienen en la población 
colombiana.
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Para tal efecto, el Gobierno Nacional en un plazo 
máximo de seis (6) meses a partir de la sanción de 

antes señaladas cumplirán con el deber de informar, 
al menos una vez al año, los distintos programas que 
de acuerdo con sus políticas de gobierno corporativo 
tengan implementados en Colombia para atender a los 
sectores menos favorecidos. 

Artículo nuevo. -
tendrán de cobrar a los pensionados las libretas o talo-
narios necesarios para los movimientos de sus respec-
tivas cuentas de ahorro pensionales.

Artículo nuevo. Po-
drán ser Corresponsales Cambiarios para los Interme-
diarios del Mercado Cambiario y bajo su plena res-
ponsabilidad, los profesionales de compra y venta de 
divisas y las Entidades idóneas que mediante contrato 
de mandato hagan uso de su red para la realización de 
las operaciones autorizadas, con excepción del envío 
o recepción de giros en moneda extranjera. El Gobier-

por los Intermediarios del Mercado Cambiario, a tra-
vés de sus corresponsales.

Parágrafo. Los profesionales de compra y ven-
ta de divisas que deseen actuar como corresponsales 
cambiarios, deberán acreditar ante su Entidad de Con-
trol y Vigilancia, además de los requisitos vigentes, 
condiciones éticas, de responsabilidad, carácter e ido-
neidad profesional de los interesados, y cumplir con 
los siguientes requisitos:

a) Acreditar un patrimonio mínimo de trescientos 
(300) millones de pesos, el cual ajustará anualmente 
de acuerdo con el IPC.

b) Constituirse en Sociedad Anónima.
c) Demostrar que cuentan con una infraestructura 

técnica, administrativa y humana tal, que les permita 
velar de manera adecuada por los intereses de quie-
nes realizan las operaciones establecidas en el con-
trato de mandato en procura de lograr el objeto del 
mismo.

d) Poseer un nivel de sistematización (Hardware y 
Software), que permita un manejo oportuno, correcto 
y adecuado de la información, en tiempo real y en lí-
nea, de las diferentes operaciones que se llevan a cabo 
en desarrollo del contrato de mandato.

Artículo nuevo. -
ciero de giros y transferencias nacionales e interna-
cionales de dinero estará sometida a las reglas y con-
diciones que para el efecto establezca el Gobierno 
Nacional por conducto del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público y la junta directiva del Banco de la 
República en el ámbito de sus respectivas competen-
cias. Dicha regulación deberá contemplar, entre otros, 
requisitos patrimoniales, de protección al consumidor 
y de gestión de riesgos, incluidos, los de prevención 
de lavado de activos y operativos. 

Artículo transitorio 1°. Hasta tanto se expida la 
reglamentación especial a que hace referencia el nu-
meral 4 del artículo 318 del Estatuto Orgánico del 
Sistema Financiero, adicionado mediante el artículo 
43 de la presente ley, la Superintendencia Financiera 
ejercerá las funciones de inspección, vigilancia y con-
trol del Fondo de Garantías de Instituciones Financie-
ras bajo la normatividad vigente.

Artículo transitorio 2°. Las disposiciones conte-
nidas en el Título VI en los artículos 47 a 51; incisos 

1° y 2°, parágrafo 1° e inciso 1° del parágrafo 2° del 
artículo 52; 53; 55; literales b), d) e i), inciso 1°, del 
artículo 56 e inciso 1° del artículo 60, entrarán en vi-
gencia catorce (14) meses después de la promulgación 
de la presente ley.

Lo establecido en los incisos 3° y 4° e inciso 2° 
del parágrafo 2° del artículo 52; inciso 2° del literal i) 
del artículo 56; artículo 58 e inciso 2° del artículo 60, 
regirán a partir del 1º de enero de 2010.

Hasta tanto entren a regir las disposiciones cuya 
vigencia se aplaza según lo establecido en el presente 
artículo serán plenamente aplicables las disposiciones 

Artículo 99.  La presente 
ley rige a partir de su promulgación con excepción de 
las reglas especiales de vigencia en ella contempladas 
y de los siguientes artículos: 1 a 22, los cuales regirán 
a partir del 1º de julio de 2010; 35, el cual regirá tres 
(3) meses después de la promulgación de la presente 
ley; y 61 a 66, los cuales regirán cuatro (4) años des-
pués de la promulgación de la presente ley. Adicio-
nalmente deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias, en especial el literal c) del artículo 72 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero; los nume-
rales 4.1, 4.2, 4.3, 4.4 y 5 del artículo 98 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, cuya derogatoria 
operará a partir del 1º de julio de 2010; el numeral 
1 del artículo 120 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero; los numerales 2 y 3 del artículo 124 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero; el numeral 
1 del artículo 148 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero; el literal d) del artículo 177 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero; el artículo 188 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, cuya dero-
gatoria operará cuatro (4) años después de la promul-
gación de la presente ley; los artículos 12 y 100 de la 
Ley 510 de 1999; el parágrafo del artículo 53 de la 
Ley 31 de 1992; el numeral 3 del artículo 1230 del 
Código de Comercio.

Coordinadores; -
-

 Ponentes, sin firmas.
CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 16 de 2009
En Sesión Plenaria de la fecha, fue aprobado en 

segundo debate el texto definitivo con modifica-
ciones del Proyecto de ley número 282 de 2008 
Cámara, 286 de 2008 Senado, -

. Esto con 
el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso 
legal y reglamentario y de esta manera dar cumpli-
miento con lo establecido en el artículo 182 de la 
Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 187 de junio 16 de 2009, previo su anun-
cio el día 15 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 186.

El Secretario General,
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA CAMARA
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 266 DE 2009 

CAMARA

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

T I T U L O I
PRINCIPIOS Y DEFINICIONES

Artículo 1º. La presente ley 
es de interés público y social, y tiene como objeto ga-
rantizar el reconocimiento, la protección y el desarro-
llo de los derechos lingüísticos, individuales y colec-
tivos de los grupos étnicos con tradición lingüística 
propia, así como la promoción del uso y desarrollo de 
sus lenguas que se llamarán de aquí en adelante “len-
guas nativas”. 

Se entiende por lenguas nativas las actualmente en 
uso habladas por los grupos étnicos del país, así: las de 
origen indo americano, habladas por los pueblos indí-
genas, las lenguas criollas habladas por comunidades 
afrodescendientes y la lengua Romaní hablada por las 
comunidades del pueblo rom o gitano y la lengua ha-
blada por la comunidad raizal del Archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina.

Artículo 2º. -
Las lenguas 

nativas de Colombia constituyen parte integrante del 
patrimonio cultural inmaterial de los pueblos que las 
hablan, y demandan por lo tanto una atención particu-
lar del Estado y de los poderes públicos para su pro-
tección y fortalecimiento. 

La pluralidad y variedad de lenguas es una expre-
sión destacada de la diversidad cultural y étnica de 

-
tencia de una Nación multiétnica y pluricultural, el Es-
tado, a través de los distintos organismos de la admi-
nistración central que cumplan funciones relacionadas 
con la materia de las lenguas nativas o de los grupos 
étnicos que las hablan, y a través de las Entidades Te-
rritoriales, promoverá la preservación, la salvaguarda 
y el fortalecimiento de las lenguas nativas, mediante 

Artículo 3º.  En la inter-
pretación y aplicación de las disposiciones de la presen-
te ley, las entidades del Estado investidas de atribucio-
nes para el cumplimiento de funciones relacionadas con 
las lenguas nativas, deberán actuar con reconocimiento 
y sujeción a los principios de la necesaria concertación 
de sus actividades con las comunidades de los grupos 
étnicos y sus autoridades, y de autonomía de gobierno 
interno del que gozan estas poblaciones en el marco de 
las normas constitucionales y de los convenios interna-

T I T U L O II
DERECHOS DE LOS HABLANTES 

DE LENGUAS NATIVAS
Artículo 4º.  Ningún hablan-

te de una lengua nativa podrá ser sometido a discri-

minación de ninguna índole, a causa del uso, trans-
misión o enseñanza de su lengua.

Artículo 5º. -
 Los hablantes de lengua nativa 

tendrán derecho a comunicarse entre sí en sus lenguas, 
sin restricciones en el ámbito público o privado, en 
forma oral o escrita, en todas sus actividades sociales, 
económicas, políticas, culturales y religiosas, entre 
otras.

Todos los habitantes de los territorios de los pue-
blos indígenas, del Corregimiento de San Basilio de 
Palenque (municipio de Mahates, departamento de 
Bolívar), y del departamento de San Andrés y Pro-
videncia, tendrán el derecho a conocer y a usar las 
lenguas nativas de uso tradicional en estos territorios, 
junto con el castellano. A las comunidades del pueblo 
rom, se les garantizará el derecho a usar el castellano 
y la lengua Romaní de uso tradicional en dichas co-
munidades.

Artículo 6º.
 Los nombres y apellidos de perso-

nas provenientes de la lengua y de la tradición cul-
tural usados por los hablantes de lenguas nativas, y 
más generalmente por los integrantes de pueblos y 
comunidades donde se hablen estas lenguas, podrán 
ser reconocidos para efectos públicos. Este uso será 

solicitud de los interesados. Igualmente los nombres 

territorio por los integrantes de pueblos y comunida-
des donde se hablen lenguas nativas podrán ser regis-

con la toponimia en castellano cuando esta exista. La 
transcripción alfabética de estos nombres propios y de 
esta toponimia será reglamentada por el Consejo Na-
cional Asesor de Lenguas Nativas previsto en el artí-
culo 24 de la presente ley.

Artículo 7º.
Los hablantes de lenguas nativas que por ra-

zones jurídicas de cualquier índole, tengan que com-
parecer ante los órganos del Sistema Judicial Nacio-
nal, tendrán derecho a actuar en su propia lengua, y 
las autoridades responsables proveerán lo necesario 
para que, en los juicios que se realicen, quienes lo 
solicitaren sean asistidos gratuitamente por intérpre-
tes y defensores que tengan conocimiento de su len-
gua y cultura. El Ministerio del Interior y de Justicia 
acordará con las autoridades de los departamentos, 
municipios y con las autoridades de los grupos étni-
cos donde habiten comunidades que hablen lenguas 
nativas, la adopción de medidas que permitan avanzar 
progresivamente en el cumplimiento y satisfacción de 

artículo.
Artículo 8º. -

 Los hablantes de lenguas nati-
vas tienen el derecho al empleo de su propia lengua 
en sus actuaciones y gestiones ante los órganos de la 
administración pública. Las autoridades competentes 
del orden Nacional, Departamental y Municipal pro-
veerán lo necesario para que, quienes lo demanden, 
sean asistidos gratuitamente por intérpretes que ten-
gan conocimiento de su lengua y cultura. Las entida-
des competentes del orden Nacional, Departamental 
y Municipal, acordarán la adopción de medidas que 
permitan avanzar progresivamente en el cumplimien-
to y satisfacción de los derechos y compromisos de-
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la difusión, a través de textos impresos, documentos 
de audio, audiovisuales y otros medios disponibles, de 
las leyes y reglamentos así como de los contenidos de 
los programas, obras y servicios dirigidos a los grupos 

-
ciarios para su debida información.

Artículo 9º. -
En sus gestiones y diligencias ante los servicios 

de salud, los hablantes de lenguas nativas tendrán el 
derecho de hacer uso de su propia lengua y será de 
incumbencia de tales servicios, la responsabilidad de 
proveer lo necesario para que los hablantes de lenguas 
nativas que lo solicitaran, sean asistidos gratuitamen-
te por intérpretes que tengan conocimiento de su len-
gua y cultura. El Ministerio de la Protección Social 
y las Secretarías Departamentales y Municipales de 
Salud, acordarán con las entidades prestadoras de los 
servicios del ramo, públicas y privadas, las medidas 
apropiadas que permitan avanzar progresivamente en 
el cumplimiento y satisfacción de los derechos y com-

T I T U L O III
PROTECCION DE LAS LENGUAS NATIVAS

Artículo 10.
 El Plan Nacional de Desarrollo y 

los Planes de Desarrollo de las Entidades Territoriales, 
en concertación con las autoridades de los grupos étni-
cos, incluirán programas y asignarán recursos para la 
protección y el fortalecimiento de las lenguas nativas. 
El Ministerio de Cultura será el encargado de coor-
dinar el seguimiento, la ejecución y la evaluación de 
estos programas. 

Artículo 11. 
 Todas las lenguas nativas existentes 

en el país, a partir de la vigencia de la presente ley, 
quedan incorporadas a la Lista Representativa de Ma-
nifestaciones de Patrimonio Cultural Inmaterial pre-
vista en la Ley 1185 de 2008 sin previo cumplimiento 
del procedimiento previsto en el inciso 2° del literal 

por la Ley 1185 de 2008. Las lenguas nativas quedan 
por consiguiente amparadas por el Régimen Especial 
de Protección y de Salvaguardia reconocido por dicho 
ordenamiento.

Artículo 12.
El Ministerio de Cultura y las Entidades Territoriales, 
después de consultar y concertar con las comunidades 
correspondientes, coordinarán el diseño y la realiza-
ción de planes de urgencia para acopiar toda la docu-
mentación posible sobre cada una de las lenguas nati-
vas en peligro de extinción y para desarrollar acciones 
orientadas a conseguir en lo posible su revitalización. 
El Consejo Nacional Asesor previsto en el artículo 24 
de la presente ley determinará la lista de las lenguas 
que se encuentren en esta condición.

Artículo 13.
El Ministerio de Cultura y las entidades territoriales 
concertarán con las autoridades de los pueblos y co-
munidades correspondientes el diseño y la realización 
de programas de revitalización y fortalecimiento de 
lenguas nativas en estado de precariedad. El Consejo 
Nacional Asesor previsto en el artículo 24 determinará 
la lista de las lenguas que se encuentren en esta con-
dición.

Artículo 14.

por la recuperación de su lengua cuyo uso perdieron 
de tiempo atrás, y que inicien procesos endógenos de 

recuperación de formas lingüísticas pertenecientes a 
dicha lengua, podrán recibir el apoyo del Estado, si se 
dan condiciones de viabilidad y de compromiso colec-
tivo para dicha recuperación.

Artículo 15.  En el marco de 
acuerdos o convenios binacionales con las naciones 
vecinas al país, en cuyos territorios fronterizos con 
Colombia existan comunidades y pueblos que hablen 
la misma lengua nativa de los dos lados de la frontera, 
el Estado, a través del Ministerio de Cultura y del Mi-
nisterio de Relaciones Exteriores, y en concertación 
con las autoridades de los pueblos aludidos, diseñará 
planes conjuntos de protección y fortalecimiento de 
las lenguas compartidas.

Artículo 16. En desa-
rrollo de lo señalado en el parágrafo 2° del artículo 20 
de la Ley 335 de 1996, el Estado adoptará medidas y 
realizará las gestiones necesarias para asegurar que los 
medios de comunicación masiva, públicos y privados, 
difundan la realidad y el valor de la diversidad lin-
güística y cultural de la Nación. Así mismo, y en con-
certación con las autoridades de los grupos étnicos, 
impulsará la producción y emisión de programas en 
lenguas nativas en los distintos medios tecnológicos 
de información y comunicación como estrategia para 
la salvaguardia de las lenguas nativas. El Ministerio 
de Cultura, el Ministerio de Comunicaciones, la Co-
misión Nacional de Televisión, los Departamentos y 
los Municipios con comunidades que hablen lenguas 
nativas, prestarán su apoyo a la realización de dichos 
programas.

Artículo 17. -
 El Estado, a través del Ministerio de Cultura, del 

Ministerio de Educación Nacional, de las Secretarías 
de Educación de las Universidades públicas y de otras 
entidades públicas o privadas que tengan capacidad y 
disposición para ello, en estrecha concertación con los 
pueblos y comunidades de los grupos étnicos y sus 
autoridades, impulsará iniciativas y aportará recursos 
destinados a la producción y uso de materiales escri-
tos en las lenguas nativas. En el cumplimiento de los 
esfuerzos que desarrollen esta disposición, se otorgará 
preferencia a la publicación de materiales que tengan 
relación con los valores culturales y tradiciones de los 
pueblos y comunidades étnicas del país, elaborados 
por sus integrantes. 

Artículo 18. -
 El Estado, a través del 

Ministerio de Cultura y de otras entidades públicas o 
privadas, en estrecha concertación con los pueblos y 
comunidades de los grupos étnicos y sus autoridades, 
impulsará iniciativas y aportará recursos destinados a 
la producción y uso de materiales de audio, audiovi-
suales y digitales en las lenguas nativas. Además se 
fomentará la capacitación para la producción de ma-
teriales realizados por integrantes de las mismas co-
munidades. De la misma manera se facilitará a los 
hablantes de lenguas nativas el acceso a los nuevos 
medios tecnológicos y de comunicación utilizando 
documentos en lenguas nativas y propiciando la crea-
ción de portales de Internet para este uso.

Artículo 19. -
El Ministerio de Cultu-

ra, a través del Archivo General de la Nación, Instituto 
Caro y Cuervo, Instituto Colombiano de Antropología 
e Historia, la Biblioteca Nacional y demás entidades 
competentes, impulsará la recolección, conservación 
y difusión de materiales escritos, de audio y audiovi-
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suales representativos de las lenguas nativas y de las 
tradiciones orales producidas en estas lenguas, en bi-
bliotecas, hemerotecas, centros culturales y archivos 
documentales nacionales, regionales, locales y de gru-
pos étnicos.

Artículo 20. . Las autoridades educati-
vas Nacionales, Departamentales y Municipales y las 
de los pueblos y comunidades donde se hablen len-
guas nativas, garantizarán que la enseñanza de estas 
sea obligatoria en las escuelas de dichas comunidades. 
La intensidad y las modalidades de enseñanza de la 
lengua o las lenguas nativas frente a la enseñanza del 
castellano, se determinarán mediante acuerdo entre las 
autoridades educativas del Estado y las autoridades de 
las comunidades, en el marco de procesos etnoeduca-
tivos, cuando estos estén diseñados.

El Estado adoptará las medidas y realizará las ges-
tiones necesarias para asegurar que en las comunida-
des donde se hable una lengua nativa los educadores 
que atiendan la educación básica hablen y escriban 
esta lengua y conozcan la cultura del grupo. El Mi-
nisterio de Educación Nacional, en coordinación con 
las universidades del país y otras entidades idóneas 
motivará y dará impulso a la creación de programas 
de formación de docentes para capacitarlos en el buen 
uso y enseñanza de las lenguas nativas.

El Ministerio de Cultura, como entidad del Estado 
responsable de impulsar la defensa y vigorización de 
las lenguas nativas, el Ministerio de Educación Nacio-
nal y las secretarías de educación realizarán convenios 
de mutuo apoyo y cooperación para todo lo concernien-
te a la enseñanza y aprovechamiento de las lenguas na-
tivas en los programas educativos de los grupos étnicos.

Parágrafo. Podrán ingresar al servicio educati-
vo para la atención de la población indígena en edad 
escolar personal auxiliar en lengua nativa, siempre 
y cuando se demuestre la necesidad de garantizar la 
adecuada prestación de dicho servicio. El ingreso se 
hará mediante un proceso de designación comunitaria 
el cual será reglamentado por el Ministerio de Educa-
ción Nacional.

Artículo 21.
 El Departamento Administrativo de 

Ciencia, Tecnología e Innovaciones “Colciencias” 
como entidad rectora del Sistema Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación apoyará proyectos de inves-
tigación y de documentación sobre lenguas nativas. 
Dichos proyectos deberán ser consultados ante las au-
toridades de los grupos étnicos donde se desarrollen. 
El Estado también prestará su apoyo a instituciones 
públicas y privadas que tengan la idoneidad necesaria 
para implementar programas de formación de investi-
gadores en lenguas nativas. Se dará un especial apoyo 
a la formación de investigadores seleccionados entre 
los integrantes de las comunidades nativas. 

en los artículos 7°, 8° y 9° del Título II de la presente 
ley, el Ministerio de Cultura coordinará con el Minis-
terio de Educación Nacional y con otras instituciones 
del Estado, la creación de programas de formación de 
traductores-intérpretes en lenguas nativas y castella-
no, implementados por las instituciones públicas y 
privadas que tengan la idoneidad necesaria. 

El Estado prestará su apoyo a universidades y otras 
entidades educativas idóneas para crear cátedras para 
el estudio y aprendizaje de lenguas nativas. También 
estimulará la creación de programas de capacitación 
en el conocimiento y uso de lenguas de comunidades 

nativas, dirigidos a aquellas personas no indígenas 
que tienen la responsabilidad en la prestación de ser-
vicios públicos o desarrollo de programas a favor de 
aquellas comunidades de grupos étnicos que enfrentan 

Artículo 22. 
 El Estado adelantará cada cinco (5) 

años una encuesta sociolingüística que permita reali-
zar una observación sistemática de las prácticas lin-
güísticas y evaluar la situación de uso de las lenguas 
nativas de Colombia. Esta encuesta sociolingüística 
contará con la asesoría del Ministerio de Cultura y se 
ejecutará en concertación con las autoridades de los 
pueblos y comunidades de los grupos étnicos.

T I T U L O IV
GESTION DE LA PROTECCION 

DE LAS LENGUAS NATIVAS
Artículo 23. -

 El Ministerio de Cultura coordinará la 
acción del Estado para la formulación y la puesta en 
aplicación de la política de protección y fortalecimien-
to de las lenguas nativas de las que se ocupa esta ley. 

-
tica coherente, sostenible e integral de protección y 
fortalecimiento de las lenguas nativas, el Ministerio 
de Cultura, tendrá las siguientes funciones: 

a) Formular en concertación con las comunidades 
donde se hablen lenguas nativas una política de pro-
tección y fortalecimiento de estas lenguas.

b) Ayudar en el diseño, apoyar la implementación 
y evaluar los programas de protección de lenguas na-

c) Asesorar a las entidades de carácter nacional, te-
rritorial y de grupos étnicos que ejecuten programas 

de esta ley.
d) Preparar un Plan Nacional Decenal de Protec-

ción y Fortalecimiento de las Lenguas Nativas tenien-
-

dinar el desarrollo de sus acciones.
e) Presentar y concertar el Plan Nacional Decenal 

de Protección y Fortalecimiento de las Lenguas Nati-
vas en la Mesa Nacional de Concertación de pueblos 
indígenas y en la Consultiva de Alto Nivel de las Co-
munidades Negras. 

f) Articular con las Entidades Territoriales perti-
nentes el desarrollo de actividades a favor de las len-
guas nativas. 

g) Gestionar a nivel nacional e internacional recur-

programas y proyectos a favor de las lenguas nativas. 
h) Ejercer las funciones de la secretaría ejecutiva 

del “Consejo Nacional Asesor de Lenguas Nativas” 

Artículo 24. -
 Créase el Consejo Nacional Asesor de 

Lenguas Nativas, como organismo técnico encargado 

adopción y orientación de los planes de protección y 
fortalecimiento de las lenguas de grupos étnicos pre-
sentes en el territorio nacional. Este Consejo estará 
conformado por expertos en el tema de lenguas nati-
vas. El Ministerio de Cultura reglamentará la compo-
sición, las funciones y el funcionamiento del Consejo 
Nacional Asesor de Lenguas Nativas y asignará los re-
cursos necesarios para su funcionamiento.
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ARTICULOS TRANSITORIOS
Artículo transitorio 1°.

 La reglamentación del Consejo 
Nacional Asesor de Lenguas Nativas prevista en el ar-
tículo 24, deberá entrar a regir en un plazo no mayor 
a un (1) año contado a partir de la fecha de promulga-
ción de la presente ley.

Artículo transitorio 2°.  El Plan 
Decenal de acción a favor de las lenguas nativas pre-
visto en el artículo 23 será preparado por el Ministerio 
de Cultura con la asesoría del Consejo Nacional Ase-
sor de lenguas nativas y concertado con las comunida-
des de los grupos étnicos y sus autoridades en un plazo 
no mayor a dos (2) años contados a partir de la fecha 
de promulgación de la presente ley.

Artículo transitorio 3°. -
La encuesta sociolingüística o de “auto-diagnósti-

co” actualmente promovida por el Ministerio de Cul-
tura para determinar el estado y uso actuales de las 
lenguas nativas, deberá ser concluido para todas las 
lenguas nativas de Colombia en un plazo no mayor de 
dos (2) años, contados a partir de la promulgación de 
la presente ley.

Artículo 25.  Esta ley rige 
a partir de su promulgación y deroga todas las disposi-
ciones que le sean contrarias.

-

SECRETARIA GENERAL
Bogotá, D. C., junio 17 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 17 de junio de 2009, 

Proyecto de ley número 266 
de 2009 Cámara, -

-

-
yecto de ley siga su curso legal y reglamentario y de 
esta manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 188 de junio 17 de 2009, previo su anun-
cio el día 16 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 187.

El Secretario General,

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 267 
DE 2009 CAMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA

T I T U L O I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°. -
Esta ley tiene por objeto establecer las bases e 

instrumentos para una política integral y sostenible 

de promoción de las bibliotecas que integran la Red 
Nacional de Bibliotecas Públicas, regular su funciona-
miento y la prestación de los servicios bibliotecarios a 
su cargo, así como establecer instrumentos que apoyen 
una ampliación progresiva, cuantitativa y cualitativa 
de la infraestructura y dotación de dichas bibliotecas 
como espacios fundamentales de encuentro cultural y 
de acceso democrático al libro y a la lectura.

Las regulaciones de esta ley se aplican a las ins-
tituciones, entidades, procesos y recursos relativos a 
la Red Nacional de Bibliotecas Públicas en todos los 
niveles territoriales, y no se aplica a ningún otro sis-
tema bibliotecario como los escolares, universitarios, 
centros de documentación, ni a los archivos, los cuales 
seguirán rigiéndose por sus normas propias.

Artículo 2°.  Para los efectos 
previstos en esta ley y su reglamentación se tendrá en 
cuenta el siguiente entendimiento de los términos: 

1. Libro: -
ral o de cualquier otra índole que constituye una publi-

puede aparecer impresa o en cualquier soporte suscep-
tible de lectura, conocido o por conocer.

2. Publicación: Cualquier material que esté dispo-
nible en múltiples copias o en múltiples ubicaciones, 
o que esté dispuesto de alguna manera para el público 

-
vés de suscripción o algún otro medio. 

3. Biblioteca: Unidad de información cuyas fun-
ciones esenciales están dirigidas a recolectar, organi-
zar, preservar y poner a disposición de la comunidad 
de usuarios acervos documentales en diferentes sopor-
tes, para satisfacer las necesidades educativas, cultu-
rales, políticas y económicas de las personas mediante 
procesos, recursos idóneos para el cabal cumplimiento 
de su misión.

4. Biblioteca virtual: Biblioteca de cualquier tipo 
que ha digitalizado la información de los soportes 
tradicionales y la pone a disposición sólo a través de 
redes distribuidas, eliminando el acceso al espacio fí-
sico.

5. Biblioteca digital: Biblioteca de cualquier tipo 
que además de incorporar las tecnologías de la infor-
mación y la comunicación a sus funciones, programas, 
servicios y procesos, ha desarrollado un conjunto de 
recursos electrónicos y capacidades técnicas para la 
creación, búsqueda y uso de la información. En la bi-
blioteca digital la información en formatos tradicio-
nales ha sido digitalizada y es accesible por cualquier 
medio existente de redes distribuidas.

Conjunto de documentos publicados en cualquier so-
porte que hacen parte de una biblioteca. Término que 
se puede usar análogamente con el de acervo, o co-
lección.

7. Dotación bibliotecaria: Conjunto de elementos 
necesarios para la prestación de los servicios biblio-
tecarios. Se incluyen todos los tipos de recursos: do-

y cualquier otro bien necesario para la conservación, 
difusión, comunicación y prestación del servicio.

8. Infraestructura bibliotecaria: Espacios físicos 
e inmuebles diseñados y construidos para la realiza-
ción de las funciones, los procesos y los servicios bi-
bliotecarios.

Conjunto de acer-
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que se consideran herencia y memoria propios de la 
construcción colectiva de la identidad de la Nación en 
su diversidad. 

10. Personal bibliotecario: Personas que prestan 
sus servicios en una biblioteca en razón de su forma-
ción, competencias y experiencia.

11. Red de bibliotecas: Conjunto de bibliotecas 
que comparten intereses y recursos para obtener lo-
gros comunes.

12. Sistema Nacional de Bibliotecas: Conjunto de 
redes de bibliotecas que comparten de manera concer-

-
tal disponible, y de desarrollar programas y proyectos 
de manera cooperativa en apoyo a las labores educati-
vas, de investigación y cultura en general, para el de-
sarrollo integral del país y de sus habitantes. 

13. Servicios bibliotecarios: Conjunto de activi-
dades diseñadas y desarrolladas en una biblioteca, con 

-
ceso a la información y a la cultura con estándares de 
calidad, pertinencia y oportunidad.

14. Cooperación bibliotecaria: Acciones de ca-
rácter voluntario que se establecen entre bibliotecas, 
redes y sistemas, para compartir e intercambiar in-
formación, ideas, servicios, recursos, conocimientos 

de optimizar y desarrollar los servicios bibliotecarios.
Artículo 3°. -

Por su rol estratégico respecto de la educación, 
la ciencia, la tecnología, la investigación, la cultura, 
y el desarrollo social y económico de la Nación, la 
infraestructura y dotaciones, así como los servicios a 
cargo de las bibliotecas que integran la Red Nacional 
de Bibliotecas Públicas se declaran de utilidad pública 
y social.

De manera consecuente, la Red Nacional de Bi-
bliotecas Públicas será materia de especial promo-
ción, protección e intervención del Estado mediante 
los instrumentos determinados en esta Ley y mediante 
aquellos que la Constitución Política faculta para las 
actividades o situaciones de utilidad pública o interés 
social.

Los recursos destinados a la Red Nacional de Bi-
bliotecas Públicas se consideran, para todos los efec-
tos legales, inversión social.

Son un servicio público, los servicios a cargo de las 
bibliotecas que integran la Red Nacional de Bibliote-
cas Públicas.

La política cultural, y como parte de esta la política 
nacional de fomento de la Red Nacional de Bibliote-
cas Públicas, debe integrarse a los planes de desarro-
llo económico y social del Estado en todos los niveles 
territoriales.

Artículo 4°.  Además de los 
trazados en la Constitución Política y en la Ley Gene-
ral de Cultura, esta ley constituye un instrumento de 

1. Garantizar a las personas los derechos de expre-
sión y acceso a la información, el conocimiento, la 
educación, la ciencia, la tecnología, la diversidad y al 
diálogo intercultural nacional y universal, en garantía 
de sus Derechos Humanos, fundamentales, colectivos 
y sociales.

2. Promover espacios de democratización de la lec-
tura y de circulación del libro y demás formas de ac-

ceso a información, dada su capacidad de contribuir al 
desarrollo económico y social auténticamente huma-
no, y de propiciar elementos efectivos de convivencia 
basados, entre otros, en la superación de las inequida-
des sociales, entre las cuales las relativas al acceso a la 
educación, a la expresión o al Patrimonio Cultural de 

3. Promover mediante la Red Nacional de Biblio-
tecas Públicas la valoración y desarrollo de la cultura 
local, así como el acceso a la cultura universal a la so-
ciedad de la información y el conocimiento, con miras 
a una formación integral que contribuya a desarrollar 
el pensamiento crítico y a enriquecer los procesos de 
socialización.

4. Promover, proteger, difundir y acrecentar el pa-
trimonio -
mental de la Nación. 

5. Dotar al país de una infraestructura bibliotecaria 
acorde con las demandas sociales contemporáneas en 

lúdico, y con la modernización del Estado.
6. Apoyar el desarrollo de una política nacional in-

tegral, constante y sostenible de fomento a las biblio-
tecas públicas. 

en lineamientos y principios establecidos en la Cons-
titución y en la Ley General de Cultura, entre otros 
los de respeto de la diversidad cultural de la Nación, 
la participación democrática de las comunidades en la 
elección del modo de vida que desean y en la decisión 
de la gestión de sus asuntos culturales, la descentrali-
zación territorial y de servicios como elementos ga-
rantistas de la diversidad.

También se observarán las previsiones allí estable-
cidas sobre el trato especial y preferente a los grupos 
que se encuentren en circunstancias de debilidad y 

tercera edad y a las personas con cualquier clase de 
discapacidad.

Parágrafo. Las bibliotecas integrantes de la Red 
Nacional de Bibliotecas Públicas harán suyos y darán 

-
les del Estado y de esta ley.

Artículo 5°. -
lidades señaladas, el Estado desarrollará mediante esta 
ley y a través de reglamentaciones y políticas perti-
nentes los siguientes instrumentos y medidas:

1. Conformación legal de la Red Nacional de Bi-
bliotecas Públicas, liderada por el Ministerio de Cultu-
ra, por intermedio de la Biblioteca Nacional, e integra-
ción de dicha Red al Sistema Nacional de Planeación.

2. Establecimiento de los órganos que sean necesa-
-

bliotecas Públicas.
3. Regulación de medidas para la prestación de 

servicios efectivos de las bibliotecas públicas perte-
necientes a la Red Nacional de Bibliotecas Públicas, y 
para la articulación, coordinación y desarrollo de pro-
gramas cooperativos entre esta Red y otras bibliotecas 
públicas de carácter privado o mixto. 

4. Fortalecimiento, ampliación y dotación de la 
Red Nacional de Bibliotecas Públicas, mediante la co-
ordinación de acciones, políticas públicas y la provi-

tratos preferenciales en materia aduanera, arancelaria 
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y crediticia, así como medidas de incentivo a los parti-
culares que apoyen en forma efectiva estos propósitos. 

5. Diseño e implementación de planes nacionales y 
locales de lectura y escritura que garanticen la conti-
nuidad en el tiempo de las políticas de promoción de 
la lectura y escritura, para la formación de comunida-
des lectoras.

6. Establecimiento de una política de educación 
formal y de formación continuada para el personal 
bibliotecario que hace parte de la Red Nacional de 
Bibliotecas Públicas, así como de los promotores de 
lectura y gestores culturales y de la información.

7. Establecimiento de un sistema de información 
para la toma de decisiones que permita orientar las po-
líticas, la planeación, el seguimiento y la evaluación 
de la Red Nacional de Bibliotecas Públicas y de los 
planes nacionales y locales de lectura y escritura.

8. Provisión de medidas que garanticen la conec-
tividad y dotación de tecnologías de la información 
y la comunicación en la Red Nacional de Bibliotecas 
Públicas.

9. Establecimiento de mecanismos de cooperación 
intersectorial ministerial entre las administraciones 
responsables de la cultura, la educación, la ciencia y 
la tecnología, la planeación del desarrollo económico 
y social, y las comunicaciones en el país, para la con-

podrá conformar de acuerdo con la Ley 489 de 1998 
las comisiones intersectoriales o consejos consultivos 
y asesores que sean necesarios con estos propósitos de 
coordinación transversal de actividades. 

Parágrafo.
ley, resulta contraria cualquier práctica sustitutiva que 
tienda a desmejorar, condicionar o disminuir los ins-

T I T U L O II
REGULACION DE LA RED NACIONAL 

DE BIBLIOTECAS PUBLICAS
CAPITULO I

Red Nacional de Bibliotecas Públicas
Artículo 6°. -

La Red Nacional de Bibliotecas Públicas articula 
e integra las bibliotecas y servicios bibliotecarios de 
las bibliotecas públicas del orden nacional, departa-
mental, distrital y municipal, en forma integrada y 
coordinada para su uso generalizado y común por la 
población en cada nivel territorial.

La Red Nacional de Bibliotecas Públicas se funda-

de la Unesco, las pautas de la IFLA y la Declaración 
de Caracas sobre la Biblioteca Pública como factor de 
cambio social en América Latina y el Caribe.

Artículo 7°. La Red Nacio-
nal de Bibliotecas Públicas incrementará la oferta y 
mejorará la calidad de los servicios bibliotecarios a 
partir de una estructura de nodos regionales, departa-
mentales, municipales y distritales, por el desarrollo 
bibliotecario de cada ente territorial, de modo que se 

de sus bibliotecas públicas.
Artículo 8°. 

 La coordinación de 
la Red Nacional de Bibliotecas Públicas está a cargo 
del Ministerio de Cultura por intermedio de la Biblio-
teca Nacional de Colombia. 

Si las demandas propias del sector del libro, el fo-
mento de la lectura y las bibliotecas así lo hacen nece-
sario, el Gobierno Nacional podrá crear una dirección 
especializada en el Ministerio de Cultura para el efec-
to y asignarle las funciones necesarias de conformidad 

Artículo 9°.
 Se establecen los siguien-

tes lineamientos para la Red Nacional de Bibliotecas 
Públicas, y en ese sentido constituyen deberes en el 
desarrollo de su operación:

1. Integrar las bibliotecas públicas y las bibliote-
cas de titularidad pública en los diversos niveles te-
rritoriales de modo que se racionalicen los recursos 

servicios, y se adelanten acciones para el mejoramien-
to de la infraestructura, dotación y acervos, en forma 

comunidades.
2. Adelantar acciones de gestión y coordinación 

con las autoridades gubernamentales y el sector social 
y privado para la sostenibilidad y fortalecimiento de 
las bibliotecas públicas.

3. Atender las políticas, normas, lineamientos y 
estándares para el desarrollo bibliotecario público 
del país, y promover la visión de la biblioteca pública 
como espacio social de desarrollo comunitario, convi-
vencia y participación ciudadana.

4. Impulsar la creación e implementación de planes 
regionales y locales de lectura y bibliotecas, acordes 
con los lineamientos y políticas nacionales.

5. Impulsar la estabilidad laboral y la formación 
permanente de los bibliotecarios públicos tanto en el 
nivel de la educación formal como no formal. 

6. Promover la recopilación y protección del pa-

accesibilidad a investigadores y a la comunidad.
7. Establecer sistemas de información y evalua-

ción que permitan hacer seguimiento a los servicios, 
planes y programas de las bibliotecas públicas con el 

veeduría ciudadana sobre la inversión pública en las 
bibliotecas y sobre su funcionamiento permanente en 
óptimas condiciones. 

8. Reivindicar su participación activa en los espa-
cios de planeación nacional así como de los órganos 
consultivos y asesores del Gobierno Nacional en ma-
teria de bibliotecas y lectura. 

CAPITULO II
Disposiciones aplicables al funcionamiento 

de las bibliotecas de la Red Nacional 
de Bibliotecas Públicas

Artículo 10. . En la ges-
tión bibliotecaria y en los servicios bibliotecarios de 
las bibliotecas públicas se garantizarán los derechos 
de los usuarios, especialmente los relacionados con la 
protección de información personal que por razón de 
sus funciones las bibliotecas deban obtener de ellos. 

Artículo 11. . La jornada mínima de pres-
tación de los servicios de consulta a cargo de las bi-
bliotecas públicas de la Red Nacional de Bibliotecas 
no podrá ser inferior a las cuarenta (40) horas semana-
les, y debe incluir los sábados y, en lo posible, los días 
domingos y festivos.

Artículo 12. -
. Los servicios de las bibliotecas públicas 
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se basarán en criterios de calidad, pertinencia, plura-
lidad, diversidad cultural y lingüística y cobertura, y 
su personal ejercerá funciones bajo los principios del 
artículo 209 de la Constitución Política. 

Artículo 13. . Para la gestión y admi-
nistración de las bibliotecas públicas se formularán 
estrategias que respondan a los planes de desarrollo 
nacional, regionales y municipales, así como a lo con-
templado en esta ley. Por su parte, las autoridades na-
cionales y territoriales de planeación incluirán en los 

-
tor bibliotecas públicas para lo cual contarán con la 
asesoría del Comité Técnico Nacional de Bibliotecas 
Públicas.

Artículo 14. . Con el propósito de me-
jorar el acceso a los servicios bibliotecarios, el Comi-
té Técnico Nacional de Bibliotecas Públicas diseñará 
métodos y técnicas de evaluación de las bibliotecas, 
los cuales harán parte de la evaluación que efectúe el 
Ministerio de Cultura por intermedio de la Biblioteca 
Nacional.

El Departamento Nacional de Planeación estable-
cerá la metodología con la cual esta evaluación hará 
parte de los indicadores de gestión de las entidades 
territoriales.

Artículo 15.  Las enti-
dades territoriales podrán crear la Biblioteca Pública, 
como una dependencia de su organización o asignar 
las funciones relativas a la biblioteca, a una dependen-
cia ya existente, mediante ordenanza de la asamblea 
departamental o acuerdo del concejo municipal, según 
corresponda.

Artículo 16. Todo el per-
sonal que preste sus servicios en las bibliotecas públi-
cas deberá cumplir con las competencias laborales y 
requisitos para el ejercicio de los empleos, de acuerdo 
con la categorización establecida para los Departa-
mentos, Distritos y Municipios, de conformidad con 
la legislación vigente. 

Dependiendo de la categorización territorial, quien 
ejerza la función de dirigir o administrar la biblioteca 
pública deberá acreditar el título profesional, técnico o 
tecnológico, de formación en bibliotecología o acredi-
tar experiencia o capacitación en el área, que permitan 
el desempeño de las funciones relativas a la biblioteca.

Artículo 17.  Para todos 

de bienes de consumo o fungibles y como tal serán 
-

tado.
Parágrafo 1°. Se exceptúan las obras recibidas por 

depósito legal y aquellas de interés patrimonial biblio-

Parágrafo 2°. El personal bibliotecario, incluidos 
los directores, de las bibliotecas de la Red Nacional 
de Bibliotecas Públicas, no responderán penal, disci-
plinaria, ni pecuniariamente por pérdida o deterioro 

consecuencia de la consulta y el préstamo, cuando su 
origen sea el caso fortuito o la fuerza mayor, o el dete-
rioro documental por el uso. 

Articulo 18.  Las bibliote-
cas públicas deberán estar ubicadas en lugares de fácil 
acceso para toda la comunidad. Deberán contar con 

-
ra diferenciada para niños, jóvenes y adultos, y po-

blación con discapacidad y sus dimensiones deberán 
responder a los lineamentos y estándares de desarrollo 
bibliotecario emitidos por el Ministerio de Cultura. 

Parágrafo. En caso de compartir espacios con otra 
institución cultural como Casa de la Cultura, centro 
de convivencia u otros, se deberá garantizar que las 

con el funcionamiento normal de la biblioteca pública.
Artículo 19. . Los materiales de las bi-

bliotecas públicas deberán ser organizados y expues-
tos en estanterías abiertas y al alcance de los usuarios. 
En ningún caso las bibliotecas públicas tendrán colec-
ciones encerradas en depósitos o salas aisladas de los 
usuarios.

Se exceptúan de lo aquí previsto los acervos, ma-
teriales, objetos y, en general, dotaciones que tengan 

o Bienes de Interés Cultural según lo establecido en la 
Ley 1185 de 2008.

Artículo 20. Las bibliotecas pú-
blicas tienen la responsabilidad de prestar sus servi-
cios a la comunidad de usuarios y a la sociedad en 
general, sin distingo de etnia, cultura, nacionalidad, 
edad, sexo, religión, idioma, discapacidad, condición 
económica, social y laboral o nivel educativo.

Del mismo modo, garantizarán la prestación de 
servicios bibliotecarios a las personas con discapa-
cidad física o mental, y a las personas de la tercera 

-
cios se debe facilitar el acceso de todos en condicio-

constituya una barrera de acceso deberá ser removida 

Las bibliotecas públicas prestarán una atención 
particular a los niños y jóvenes ofreciéndoles libros, 
tecnologías de la información y otros medios y servi-
cios adaptados a sus necesidades. También prestarán 
atención especial a la población rural dispersa.

Artículo 21. -
 Los servicios bibliotecarios de las bibliote-

cas públicas tendrán el siguiente carácter:
1. Servicios básicos: Son los servicios biblioteca-

rios de consulta, préstamo externo, referencia, servicio 
de información local, servicios de extensión a la comu-
nidad, acceso a Internet y promoción de lectura y alfa-
betización digital y programación cultural, así como los 
demás que reglamente el Ministerio de Cultura.

2. Servicios complementarios: son entre otros 
los de reprografía, casilleros, cafeterías, librerías y en 

básicos.
Artículo 22. Los servicios 

bibliotecarios básicos, son gratuitos al público. Nin-
guna autoridad nacional o territorial, ni biblioteca pú-
blica podrá establecer prácticas tendientes al cobro de 
estos servicios de manera directa o indirecta.

El Ministerio de Cultura reglamentará con la ase-
soría del Comité Técnico Nacional de Bibliotecas Pú-

complementarios, incluidos los eventos y espectácu-
los de carácter cultural que requieran ser remunerados. 

Todas las bibliotecas que sean parte de la Red Na-
cional de Bibliotecas Públicas deben cooperar para 
darles a los ciudadanos acceso gratuito a los materia-
les documentales y a los servicios bibliotecarios.
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Artículo 23. -
Las bibliotecas públicas velarán por el de-

sarrollo permanente de sus colecciones, acervos y 
dotaciones atendiendo a los criterios y políticas que 
establezca el Ministerio de Cultura con la asesoría del 
Comité Técnico de Bibliotecas Públicas y a los estu-

satisfacer las necesidades e intereses de su comunidad.
En razón de su carácter educativo las bibliotecas 

públicas estarán excluidas de solicitar la autorización 
de los titulares de los libros y otros materiales docu-
mentales, en aquellos casos contemplados de manera 
expresa por las normas que regulen las limitaciones y 
excepciones al Derecho de Autor y derechos conexos.

Artículo 24. Las bibliotecas pú-
blicas velarán por el desarrollo de una colección y do-
tación de información local que contenga de manera 
especial todas las obras publicadas por los autores de 
su respectiva jurisdicción territorial.

Artículo 25. . Las bibliotecas públicas 
velarán por la organización y mantenimiento preventi-
vo de sus colecciones, acervos y dotaciones y manten-
drán un inventario y sistema de catalogación actuali-
zado, para consulta del público en lo pertinente.

Artículo 26. -
La Biblioteca Nacional, y las 

bibliotecas públicas departamentales garantizarán la 
recuperación, organización y conservación del depósi-
to legal y la preservación del mismo como Patrimonio 
Cultural del ámbito territorial y nacional.

El Gobierno Nacional, con la participación concer-
tada de la Dirección Nacional de Derechos de Autor y 
el Ministerio de Cultura, hará una revisión del siste-
ma de depósito legal y expedirá las reglamentaciones 
necesarias para garantizar la conservación patrimonial 
de los soportes materias y documentaciones necesa-
rias y consecuentes con los desarrollos tecnológicos e 
intereses de conservación del Patrimonio Cultural de 
la Nación en su componente documental.

acervos, dotaciones u otros bienes de las bibliotecas 
públicas fueran declarados como Bienes de Interés 
Cultural, se aplicará adicionalmente el Régimen Es-
pecial de Protección regulado en la Ley 1185 de 2008. 
El Ministerio de Cultura podrá establecer reglamenta-
ciones especiales, dentro del señalado régimen, para 

Artículo 27.  La admi-
nistración pública en todos sus niveles garantizará la 
participación de los ciudadanos en la formulación de 
políticas y en la construcción colectiva de los progra-
mas y proyectos de las bibliotecas públicas. Esta par-
ticipación se promoverá mediante todos los medios al 
alcance del Estado en todos los niveles territoriales, 
entre otros, mediante la participación de los sectores 
de la sociedad civil en los Consejos Nacional y territo-
riales de Cultura, así como en los Consejos Nacional, 
Departamentales y Distritales de Patrimonio Cultural.

T I T U L O III
COMPETENCIAS NACIONALES 

Y TERRITORIALES
Artículo 28. -
 Además de cualquier otra señalada en esta Ley o 

en las Leyes 397 de 1997 y 1185 de 2008, son funcio-
nes del Ministerio de Cultura respecto de la presente 
ley, las siguientes: 

-
cional de Bibliotecas Públicas, dirigirla y coordinarla 
por intermedio de la Biblioteca Nacional de Colom-
bia, y dictar normas técnicas, administrativas y otros 
requisitos a los que debe sujetarse el funcionamien-
to, operación, prestación de servicios bibliotecarios y 
condiciones mínimas de la infraestructura, la dotación 
y los acervos de las bibliotecas públicas de dicha Red. 

2. Promover, en coordinación con las entidades te-
rritoriales, la total cobertura en el país de los servicios 
bibliotecarios en las bibliotecas públicas, y reglamen-
tar una política de desarrollo de colecciones y acervos. 

lectura de las bibliotecas públicas. 
4. Participar con los medios y recursos a su alcan-

Nacional de Bibliotecas Públicas en forma continuada 
y bajo los criterios de calidad y pertinencia, sin per-
juicio de las adquisiciones que de acuerdo con otras 
leyes vigentes deba hacer el Estado tanto en el nivel 
nacional como en el territorial. 

5. Coordinar con el Ministerio de Educación Na-
cional modelos y sistemas de cooperación entre las 
bibliotecas públicas y las bibliotecas escolares y uni-
versitarias del país. El Gobierno Nacional podrá esta-
blecer para el efecto las comisiones intersectoriales y 
consejos consultivos necesarios. 

6. Coordinar con el Ministerio de Comunicaciones 

proveer la agenda de conectividad y tecnologías de la 
información y la comunicación a todas las bibliotecas 
de la Red Nacional de Bibliotecas Públicas.

El Gobierno Nacional podrá establecer para el 
efecto las comisiones intersectoriales y consejos con-
sultivos necesarios. 

En todo caso, el Ministerio de Comunicaciones ga-
rantizará que en el término máximo de dos (2) años 
todas las bibliotecas públicas del país cuenten con 

prestación de sus servicios, en forma acorde con el ta-
maño de poblaciones usuarias. El Ministerio de Cul-
tura apoyará para el efecto en la provisión de infor-
mación y demás aspectos dentro de la órbita de sus 
competencias.

Artículo 29. -
 Créase el Comité Técnico Nacional de 

Bibliotecas Públicas como organismo asesor del Mi-
nisterio de Cultura, para la coordinación e impulso del 
desarrollo de la Red Nacional de Bibliotecas Públicas. 

Artículo 30. . El Comité Técnico 
Nacional de Bibliotecas Públicas estará conformado 
por:

1. El Director de la Biblioteca Nacional de Colombia.
2. Un representante del Ministerio de Educación 

Nacional.
3. Un representante del Ministerio de Comunica-

ciones.
4. El director, coordinador o representante de cada 

una de las redes de bibliotecas públicas.
5. Un representante de la Asociación Colombiana 

6. Un representante de las Facultades de Bibliote-
cología y Ciencias de la Información del país.

7. Un representante de cada comité regional de bi-
bliotecas públicas. 



Página 42 Viernes 10 de julio de 2009 GACETA DEL CONGRESO  563

8. Un representante de las bibliotecas que tienen 
funciones de conservación del patrimonio documental 
de la Nación. 

Parágrafo 1°. El Comité Técnico Nacional de Bi-
bliotecas Públicas podrá invitar a las instituciones o 
personas cuya participación considere importante para 
el cumplimiento de sus funciones. 

Parágrafo 2°. El Ministerio de Cultura reglamen-
tará el funcionamiento, elección de representantes, 
quórum y demás aspectos pertinentes y proveerá lo 
necesario para el desarrollo de sus actividades de ma-
nera concertada. 

Del mismo modo, en caso de ser necesario el Mi-
nisterio de Cultura queda facultado para ampliar la 
participación de otros miembros en el Comité. La Se-
cretaría Técnica del Comité estará a cargo de la Bi-
blioteca Nacional de Colombia.

Artículo 31. . Son funciones del Co-
mité Técnico Nacional de Bibliotecas Públicas las si-
guientes:

1. Actuar como instancia de articulación y concer-
tación con el Ministerio de Cultura y las instituciones 
del sector privado o personas naturales que puedan 
contribuir al desarrollo de la Red Nacional de Biblio-

en esta ley, y al cumplimiento de las funciones de di-
cho Ministerio en la materia incluidas las de planea-
ción, promoción, ejecución y reglamentarias. 

2. Apoyar mecanismos de coordinación de la Red 
Nacional de Bibliotecas Públicas que garanticen la co-

de manera cooperativa y complementaria, y las inte-
racciones con otras redes de bibliotecas o sectores ad-
ministrativos.

3. Proponer y promover políticas relacionadas con 
la recuperación, conservación y difusión del patrimo-

4. Proponer y promover planes y programas de fo-
mento de la lectura en concertación con el Ministerio 
de Educación y demás entidades relacionadas con el 
tema.

5. Formular mecanismos de planeación, segui-
miento y evaluación para las bibliotecas públicas, 
participar de manera activa en el Consejo Nacional 
de Planeación, así como en los diferentes espacios de 
participación que se establezcan a nivel nacional, im-
pulsar y asesorar investigaciones en materia de prácti-
cas de lectura y escritura en las bibliotecas, e impulsar 
la creación y actualización del Sistema de Informa-
ción para la toma de decisiones relacionadas con el 
servicio de las bibliotecas públicas.

6. Fomentar la cooperación internacional que per-
mita la presencia del país en foros y organismos inter-
nacionales.

7. Promover el establecimiento de programas de 
formación profesional y de capacitación para todos 
los funcionarios de las bibliotecas, así como de los 
promotores de lectura y gestores culturales y de la in-
formación.

8. Impulsar la adopción de medidas de protección 
y de fomento de una cultura de respeto al derecho de 
autor y a los derechos de los usuarios en el ámbito de 
las bibliotecas.

Artículo 32. En cumpli-
miento del objeto de esta ley son deberes de las en-
tidades territoriales, además de los que les señala la 

Constitución Política, las Leyes 397 de 1997 y 1185 
de 2008, así como cualquier otra disposición legal o 
reglamentaria:

1. Impulsar en el ámbito de su jurisdicción la eje-
cución de las políticas sobre bibliotecas públicas y las 
directrices y recomendaciones formuladas por el Mi-
nisterio de Cultura.

2. Coordinar en el ámbito de su jurisdicción el fun-
cionamiento de la Red Nacional de Bibliotecas Públicas.

3. En desarrollo del artículo 24 de la Ley 397 de 
1997, las entidades territoriales incluirán las apro-
piaciones presupuestales necesarias para establecer, 
ampliar y mantener integralmente en funcionamiento 
las bibliotecas, presupuestando las partidas que se re-
quieran para cubrir los gastos tanto de infraestructura 

lograr la dotación sostenida y permanente de las bi-
bliotecas en el ámbito de su jurisdicción. Igualmente 
los Ministerios de Cultura, Educación y Comunicacio-
nes, incluirán apropiaciones presupuestales para apo-
yar el fortalecimiento de las bibliotecas de las entida-
des territoriales.

4. Promover la participación del sector privado en 
el mantenimiento y mejoramiento de los servicios bi-
bliotecarios a su cargo, de conformidad con la presen-
te ley y con las demás vigentes que incorporen incen-
tivos para el efecto. 

5. Promover el desarrollo de servicios biblioteca-
rios para las comunidades rurales desde las bibliote-
cas públicas, para lo cual deberán ser dotadas de los 
recursos necesarios, y garantizar servicios y dotacio-
nes acorde con la diversidad étnica y cultural en cada 
jurisdicción.

6. En general cumplir en el ámbito de su jurisdic-
ción similares competencias a las atribuidas al Minis-
terio de Cultura, salvo aquellas de carácter reglamen-
tario general. 

Artículo 33. -
Además de lo señalado en los artículos 

anteriores, corresponde a los departamentos:
1. Administrar el Depósito Legal por intermedio 

de la Biblioteca Pública Departamental o de aquella 
que sea delegada para asumir sus funciones. Actuará 
de manera coordinada con la Biblioteca Nacional en el 
seguimiento y recepción de dicho depósito.

2. Coordinar en el ámbito de su jurisdicción la Red
Departamental de Bibliotecas Públicas con la respec-
tiva coordinación, la cual podrá ser asumida por la bi-
blioteca departamental si existe, o por una biblioteca 
pública de la capital del departamento.

La coordinación puede estar en una biblioteca de 
titularidad pública o titularidad mixta la cual, para sus 
funciones de coordinación, trabajará en acuerdo con 
las demás bibliotecas de la capital del departamento.

En cada departamento la coordinación de la red de 
bibliotecas será ejercida por un profesional con dedi-
cación exclusiva al desarrollo de la red, el cual deberá 
contar con condiciones óptimas para el buen desarro-
llo de sus funciones.

3. Contar con una biblioteca pública departamental 

pública que ejercerá la función de recoger, preservar y 

en un lapso no mayor de dos (2) años.
Artículo 34. -

. Podrán crearse Comités Departamen-
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tales de Bibliotecas Públicas como órganos coordi-
nadores y asesores en la orientación de planes y las 
políticas de desarrollo bibliotecario a nivel departa-
mental y de promover la articulación entre las diferen-
tes redes de bibliotecas existentes en el departamento. 
La creación de este tipo de Comités no suspenderá ni 
afectará el cumplimiento de las obligaciones y funcio-
nes a cargo de las entidades territoriales.

Artículo 35. 
Además de lo señalado en los 

artículos anteriores, corresponde a los municipios y 
distritos:

Contar como mínimo con una biblioteca pública 
municipal, acorde con las reglamentaciones de ser-
vicios, infraestructura y dotaciones del Ministerio de 
Cultura. Los que a la fecha de promulgación de la ley 
estén desprovistos de ella, la crearán en un lapso no 
mayor de dos (2) años a partir de la vigencia de esta 
ley. 

Es recomendable que los municipios de categoría 
especial 1, 2, 3 y 4 tengan más de una biblioteca de 
acuerdo con las necesidades de la población, para lo 
cual se debe considerar la existencia de otro tipo de 
bibliotecas públicas en el respectivo municipio, con 
las cuales pueden aplicarse principios de complemen-
tariedad y coordinación, para no duplicar esfuerzos 
y recursos. Para ello, los municipios contarán con el 
apoyo y coordinación del Comité Técnico Nacional de 
Bibliotecas Públicas.

T I T U L O IV 
SISTEMA DE FINANCIACION COMPLEMENTARIA 

DE LA RED NACIONAL DE BIBLIOTECAS
 PUBLICAS

Artículo 36. Se agrega el siguiente parágrafo al 
artículo 125 del Estatuto Tributario.

“Parágrafo.

Las personas jurídicas obligadas 
al pago del impuesto sobre la renta por el ejercicio de 
cualquier tipo de actividad, que realicen donaciones de 
dinero para la construcción, dotación o mantenimiento de 
bibliotecas de la Red Nacional de Bibliotecas Públicas 
y de la Biblioteca Nacional tendrán derecho a deducir 
el ciento por ciento (100%) del valor real donado para 
efectos de calcular el impuesto sobre la renta a su cargo 
correspondiente al período gravable en que se realice 
la donación. No será aplicable en este caso el límite 
del treinta por ciento (30%) previsto en este artículo. 

del valor de la donación y aprobación del Ministerio 
de Cultura. En el caso de las bibliotecas públicas mu-
nicipales, distritales o departamentales se requerirá la 
previa aprobación del Ministerio de Cultura y de la 
autoridad territorial correspondiente. 

Para los efectos anteriores, se constituirá un fondo 
cuenta sin personería jurídica, al que ingresarán los 
recursos materia de estas donaciones. Dicho fondo será 
administrado por el Ministerio de Cultura mediante un 

en materia presupuestal. 

para destinar tales recursos a proyectos bibliotecarios 
prioritariamente en municipios de categorías 4, 5 y 6, y 
para su canalización bajo parámetros de equidad hacia 
los municipios en forma acorde con el Plan nacional 
de Bibliotecas. 

la donación, si se acepta por el Ministerio de Cultura 
de conformidad con las políticas y reglamentaciones 
establecidas en materia de bibliotecas públicas, tal 

de Donación Bibliotecaria que será un título valor a la 
orden transferible por el donante y el cual se emitirá 
por el Ministerio de Cultura sobre el año en que efec-
tivamente se haga la donación. El monto del incentivo 
podrá amortizarse en un término de cinco (5) años desde 
la fecha de la donación. 

-
bliotecarios, recursos informáticos y en general recursos 
bibliotecarios, previo avalúo de los respectivos bienes, 
según reglamentación del Ministerio de Cultura. 

Para los efectos previstos en este parágrafo podrán 
acordarse con el respectivo donante, modalidades de 
divulgación pública de su participación”.

Artículo 37. 
Las entidades territoriales competentes propenderán por 
exceptuar de impuestos que graven la propiedad inmue-

presten servicios bibliotecarios las bibliotecas públicas 
que integran la Red Nacional de Bibliotecas Públicas. 

Artículo 38. Modifícase el artículo 24 de la Ley 
397 de 1997, el cual quedará así: 

“artículo 24  Los gobiernos en todos los niveles te-
rritoriales deben promover la apropiación presupues-
tal anual necesaria para crear, fortalecer y sostener el 
mayor número de bibliotecas públicas en sus respecti-
vas jurisdicciones.

Los municipios, distritos y departamentos deberán 
contar individualmente como parte de su equipamien-
to urbano con un número de bibliotecas públicas satis-
factorio y equivalente al censo de población e incluir 
las partidas anuales necesarias para su ampliación y 
dotación. La dotación bibliotecaria deberá garantizar 
a la existencia de acervos necesarios para satisfacer la 
diversidad étnica y cultural existente en el respectivo 
municipio, distrito o departamento. 

Parágrafo. No menos del diez por ciento (10%) 
del total del incremento del total del incremento de 

-
tario, adicionado por la Ley 1111 de 2006, se destina-
rán a los efectos previstos en este artículo. 

Igual proporción se aplicará respecto de la estam-
pilla Pro cultura en donde exista.

de funcionamiento de la respectiva biblioteca”. 
Artículo 39. -

Sin perjuicio de la gratuidad en los servicios bi-
bliotecarios básicos en la forma establecida en esta ley, 
las bibliotecas públicas que integran la Red Nacional 
de Bibliotecas Públicas podrán comercializar bienes y 
servicios que se constituirán en fuentes autónomas de 

Artículo 40. -
Las bibliotecas privadas que presten servi-

cios al público según reglamentación del Gobierno Na-
cional, podrán tener acceso a los apoyos que el Estado 
otorgue para la organización, conservación o cataloga-
ción según reglamentación del Gobierno Nacional.

Las bibliotecas privadas declaradas como Bienes 
de Interés Cultural, tendrán acceso a los incentivos de 
la Ley 1185 de 2008.
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T I T U L O V
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 41. Tanto los orga-

civil, el Consejo Nacional de Cultura y los Consejos Te-
rritoriales de Cultura, así como el Consejo Nacional de 
Patrimonio Cultural y los Consejos Departamentales y 
Distritales de Patrimonio Cultural, vigilarán el adecua-
do cumplimiento y desarrollo de esta ley. 

Artículo 42.  La presente 
ley rige a partir de la fecha de su promulgación, modi-

Estatuto Tributario, y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias. 

 Coordinador de ponentes; Jai-
,

Ponentes.
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., junio 17 de 2009.
En Sesión Plenaria del día 17 de junio de 2009, fue 

-
Proyecto de ley número 267 de 2009 

Cámara, -
 Esto 

legal y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Ple-
naria número 188 de junio 17 de 2009, previo su anun-
cio el día 16 de junio de 2009, según Acta de Sesión 
Plenaria número 187.

El Secretario General,
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